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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Allende Bussi, Isabel
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:15, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 8ª y 9ª, ambas ordinarias, en 13 y 14 de abril del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dos primeros hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que flexibiliza los requisitos de acceso para obtener beneficios del seguro de cesantía de la ley N° 19.728, producto de la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (boletín N° 6.871-13).


2.- Proyecto que modifica la ley N° 20.428, que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos (boletín N° 6.882-05).


Con los cinco siguientes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales (boletín N° 6.692-05).


2.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12).



3.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11).



4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario con el objeto de permitir la existencia de la profesión de optómetra (boletín N° 5.684-11).


--Se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica el artículo 67 de ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, a fin de aumentar el plazo para que los alcaldes de las Regiones declaradas zona de catástrofe rindan cuenta pública al concejo municipal (boletín N° 6.901-06) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Por acuerdo de Comités, se exime del trámite de Comisión y queda para la tabla de esta sesión.


2.- Proyecto que modifica la ley N° 20.428, que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.882-05) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.


3.- Proyecto que flexibiliza los requisitos de acceso para obtener beneficios del seguro de cesantía de la ley N° 19.728, producto de la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.871-13) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.


Con el cuarto informa que ha rechazado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario respecto de la receta médica (boletín N° 3.915-11).



--Queda para tabla.


Con el quinto propone el archivo de las siguientes iniciativas, previo acuerdo del Senado:



1.- Proyecto, iniciado en moción del Senador señor Ruiz-Esquide, que modifica el artículo 52 de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, con el fin de incorporar el título de matrón a la nómina de profesiones que requieren el grado de licenciado (boletín Nº 3.781-04).



2.- Proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Pizarro y Ruiz-Esquide, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza en materia de educación sexual (boletín Nº 4.514-04).



--Se accede a lo solicitado.


Doce del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los diez primeros remite igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 122 del Código de Aguas; 38 ter de la ley N° 18.933; 206 del Código Civil, 474 del Código del Trabajo, y 509 del Código de Procedimiento Penal.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el decimoprimero remite copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 248 del Código Procesal Penal.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


Con el duodécimo remite copia autorizada de la sentencia dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que modifica plazos en materia de actuaciones judiciales y declaración de muerte presunta en las zonas afectadas por el terremoto (boletín N° 6.856-07).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.


De los señores Ministros de Defensa Nacional y de Obras Públicas, mediante los cuales contestan dos oficios enviados en nombre del Honorable señor Horvath, referidos a la habilitación por etapas del camino continuo entre Chaitén y Puerto Montt y de una base de la Fuerza Aérea.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, con relación a la ejecución de los trabajos de conservación y ripiado del camino de acceso a la comunidad Chachallao Llanquin Loncón, de la comuna de Galvarino, Región de La Araucanía.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Horvath, referente a la posibilidad de conceder, a título gratuito, el dominio del bien raíz que indica, ubicado en el sector de Puerto Ballena, en el archipiélago de Las Guaitecas, Región de Aysén.



Del señor Superintendente de Seguridad Social, con el que contesta un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Alvear, relativo a las medidas que se están adoptando para impedir que las isapres rechacen licencias médicas por enfermedades mentales derivadas del terremoto en la Región Metropolitana.



Del señor Superintendente de Salud suplente, mediante el cual responde un oficio expedido en nombre de la Honorable señora Pérez (doña Lily), referido al rechazo reiterado de licencias médicas por parte de la Isapre Masvida S.A. respecto de persona que indica.



De la señora Intendenta de la Octava Región, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la instalación de una empresa termoeléctrica en la comuna de Penco.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio entre el Gobierno de Chile y el Reino de Tailandia, para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su Protocolo (boletín N° 6.450-10) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).


2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio entre Chile y la Confederación Suiza, para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su Protocolo (boletín N° 6.452-10) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).


3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio entre Chile y el Reino de Bélgica, para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su Protocolo (boletín N° 6.453-10) (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de la ex Presidenta de la República, mediante el cual requiere el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema a don Mauricio Roberto Jacob Chocair (boletín N° S 1.218-05) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Quedan para tabla.
Mociones



De la Senadora señora Allende, con la que da inicio a un proyecto de ley que regula el ejercicio de demandas colectivas en materia inmobiliaria (boletín N° 6.902-14) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


De los Senadores señores Chahuán y Larraín, con la que inician un proyecto de ley que crea un sistema de información comparada de planes de salud (boletín N° 6.903-11) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Pasa a la Comisión de Salud.
Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Bianchi, señora Pérez (doña Lily) y señores Cantero, Chahuán, Frei (don Eduardo), Lagos y Ruiz-Esquide, para incluir en el proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción la destinación de parte de la cuenta de capitalización individual a la reconstrucción de viviendas (boletín N° S 1.236-12) (Véase en los Anexos, documento 13).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.
Permisos constitucionales



Solicitud del Senador señor Girardi, para ausentarse del país entre los días 21 y 23 de abril de 2010.



Solicitud de la Senadora señora Rincón, para ausentarse del país entre los días 26 y 28 de abril del año en curso.



--Se accede a lo solicitado.
Comunicación



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, por medio de la cual comunica que ha elegido como su Presidenta a la Honorable señora Lily Pérez San Martín.


--Se toma conocimiento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El señor Secretario General dará cuenta de los acuerdos de Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron lo siguiente:



1.- Eximir del trámite de Comisión al proyecto que aumenta el plazo para que los alcaldes de las Regiones declaradas zona de catástrofe rindan cuenta pública al concejo municipal e incluir dicha iniciativa en la tabla de hoy.



2.- Tratar en esta sesión el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre recetas médicas.



3.- Solicitar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento que emita dentro de las próximas dos semanas el informe sobre la iniciativa que regula los derechos y deberes de las personas en sus atenciones de salud.



4.- Complementando el acuerdo de Comités de 13 de abril en curso, relativo a dar un plazo de 90 días para emitir el segundo informe respecto del proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, precisar que dicho plazo se fijó para las Comisiones unidas de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, de Minería y Energía y Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación.

V. ORDEN DEL DÍA

APLICACIÓN DE PROCEDIMIENTO DE DEMANDAS COLECTIVAS EN JUICIOS POR DAÑOS O PERJUICIOS EN CONSTRUCCIONES

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción de la Senadora señora Alvear, que permite la aplicación del procedimiento de demandas colectivas en los juicios por daños o perjuicios por mala calidad de las construcciones, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6841-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de la Senadora señora Alvear).


En primer trámite, sesión 86ª, en 9 de marzo de 2010.


Informe de Comisión:


Vivienda y Urbanismo, sesión 9ª, en 14 de abril de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es hacer aplicable el procedimiento especial para el resguardo de intereses colectivos contemplado en la Ley sobre Protección de los Derechos de los  Consumidores a los juicios por daños o perjuicios por mala calidad de las construcciones, cuando el inmueble sea parte de un conjunto en copropiedad inmobiliaria o forme o haya formado parte de un proyecto inmobiliario bajo el mismo propietario primer vendedor.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo aprobó la iniciativa solamente en general, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señor Letelier, señora Lily Pérez y señores Pérez Varela, Sabag y Tuma.



Dicho órgano técnico propone a la Sala que discuta el proyecto solo en general, a fin de perfeccionarlo con ocasión del segundo informe.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que contiene el texto de la iniciativa y los artículos pertinentes de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, es del todo evidente que el día 27 de febrero pasado el país enfrentó un terremoto de proporciones nunca antes conocidas, que produjo daños a inmuebles como jamás se imaginó en la legislación del país.



En ese contexto la Comisión de Vivienda y Urbanismo estudió la iniciativa de la Senadora señora Alvear -otros también han planteado el asunto- que dice relación a las demandas colectivas.



El órgano técnico tuvo a la vista un informe donde se concluye que la actual normativa es insuficiente para abordar en toda su plenitud las hipótesis en discusión.



Es cierto que la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores establece determinados procedimientos en la materia, pero es explícita en que las indemnizaciones no contemplan el daño moral. El proyecto, iniciado en moción de la Honorable señora Alvear, sí toma en cuenta en las demandas colectivas lo que la legislación expresamente excluye: que las indemnizaciones se extiendan al daño moral.



Algunos señalan en términos genéricos que, excepcionalmente, podría interpretarse que ese asunto se encontraría incorporado en la normativa vigente. Sin embargo, no está claro que esta lo contemple. Al revés, la opinión de varios es que no.



Ese es uno de los puntos que aborda la iniciativa.



Por otra parte, con relación a las acciones judiciales a que dé lugar el artículo 18 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, se requiere, de acuerdo con el artículo 19 del Código de Procedimiento Civil, que todos quienes forman parte de la demanda estén presentes desde el inicio y constituyan  un solo mandatario.



Eso entra en conflicto con otras normas, como la de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, que establece un mínimo de 50 personas para entablar tales acciones.



¿Qué se desea, en segundo término, con la presente iniciativa? Facilitar el mecanismo para que los particulares afectados puedan emprender demandas colectivas.



Otra inquietud que se planteó dice relación a qué tribunal es el competente para conocer de tales causas. A juicio de muchos, no debiera ser un juzgado de policía local, sino un tribunal ordinario.



En fin, el proyecto en debate busca -y en ese espíritu se aprobó la idea de legislar- generar las condiciones para que las personas afectadas por el terremoto puedan presentar demandas colectivas por todos los daños, incluyendo el moral; facilitar el procedimiento para ello, permitiéndoles sumarse a la acción judicial cuando sea del caso, y por cierto, tratar de que el juicio sea lo menos oneroso posible.



En ese sentido, teniendo a la vista el informe de una asesora jurídica del Ministerio de Vivienda -conocida por todos nosotros porque desde hace años presta asesoría a otros en el Parlamento- y considerando los argumentos de la excepción que allí se plantea, la Comisión aprobó en general la iniciativa.



Si bien esta es de artículo único -podríamos haberla aprobado en general y en particular hoy-, la intención es que vuelva a la Comisión para su perfeccionamiento en el segundo informe.



El proyecto, señor Presidente, apunta a defender los intereses de los consumidores, en particular de la clase media, quienes no quedarán cubiertos por las acciones del Ministerio de Vivienda encaminadas a establecer un subsidio adicional para las personas que perdieron sus casas.



A juicio de muchos, la iniciativa facilita la demanda colectiva para los sectores medios que se han visto afectados por las fallas de construcción de las inmobiliarias.



En mi opinión, normalmente cuando se entabla una demanda colectiva, se generan las condiciones -tal idea ha estado en mi ánimo- para llevar a cabo una negociación y lograr un avenimiento con la inmobiliaria. Son muy pocos los casos que llegan a juicio en esta materia. Hasta ahora la jurisprudencia es muy reducida, por cuanto al presentarse una demanda se abren los espacios para negociar y alcanzar un acuerdo favorable para los consumidores o para los compradores, en este caso.



Aprobamos la idea de legislar en la Comisión e invitamos a la Sala a hacer lo mismo, en el espíritu de defender los derechos de los consumidores perjudicados, lamentablemente, por el terremoto.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el proyecto que hoy se somete a nuestra consideración, iniciado en moción de la Honorable señora Alvear, constituye un importante avance en lo que respecta a las acciones legales que se entablen por los daños provocados a causa de fallas estructurales en las viviendas y los edificios para perseguir la responsabilidad del primer vendedor, lo que cobra plena vigencia en los momentos actuales, en que muchas propiedades resultaron afectadas por el terremoto y sus dueños, para demandar, deben someterse al procedimiento sumario contemplado en el Código de Procedimiento Civil, el cual no siempre es tan expedito como el requerido en estos casos.



El procedimiento que se pretende aplicar mediante esta iniciativa es el contenido en la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores para las acciones de carácter colectivo o de interés difuso, más conocidas como “acciones de clase”, a las que se ha fijado, en detalle, un sistema de tramitación expedita, todo lo cual permitirá, en tales casos, contar con una administración de justicia ágil y eficaz. 



Además, será factible aplicar el principio de que las sentencias que se dicten o las conciliaciones que se alcancen podrán ser aplicadas a todas las personas que se encuentren en similar situación, que es el efecto del principio jurídico denominado “erga omnes”.



Por otra parte, el proyecto contempla que las indemnizaciones que los fallos judiciales determinen en este tipo de causas se extenderán al daño moral, y también que cuando no se haya discutido en el mismo juicio el monto de los daños provocados, se aplique la reserva contenida en el artículo 173 del Código de Procedimiento Civil; vale decir, que ello se debata en la etapa de cumplimiento del fallo en un juicio diverso.



Consideramos que el texto apunta en la dirección correcta, razón por la cual y dado el importante objetivo que se pretende alcanzar con la normativa que se propone, atendidas las circunstancias derivadas del último sismo, en que hay tantos propietarios de inmuebles afectados que reclaman una administración de justicia rápida y efectiva, daré mi voto afirmativo a la idea de legislar.



Eso sí, deseo dejar constancia en la Versión Oficial de dos asuntos importantes para la discusión.



El primero dice relación a las acciones ya iniciadas por parte del SERNAC. Es sabido que dicho Servicio presentó dos acciones de clase justamente por daños o fallas en propiedades o edificios. 



Por tanto, la idea es que el tribunal no se pueda escudar en que no hay ley que faculte de modo expreso el inicio de tal acción. 



En segundo término, quiero destacar el hecho facilitador que reviste la rebaja del número de demandantes -de 50 a 10- que establecía la ley original para entablar las acciones de clase, con el objeto de masificar el ejercicio de tales procedimientos y salvaguardar el derecho de propiedad de quienes hayan visto particularmente dañados sus inmuebles con ocasión del último sismo.



Con estas consideraciones, señalo mi voto favorable.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, señoras y señores Senadores, todos sabemos el drama ocurrido el 27 de febrero. Seguramente la gran mayoría de los colegas han podido visitar las Regiones afectadas. Yo he recorrido gran parte de la Región Metropolitana, desde luego todas las comunas de mi circunscripción e, incluso, algunas de la Séptima Región.



Uno de los requerimientos más sentidos de la gente que vive en edificios o en villas dice relación, precisamente, a la posibilidad de entablar demandas colectivas. Esto por cuanto la mayoría de las personas carecen de dinero para contratar abogados. O sea, hay un problema de carácter económico.



De otro lado, establecer demandas colectivas facilita el acceso a la justicia. 



Todos sabemos, señor Presidente -pienso en la Región Metropolitana y también en otras que fueron perjudicadas por el terremoto-, que los tribunales civiles se encuentran con dificultades enormes para funcionar. Hemos visto que en una Región están atendiendo donde antes hubo una peña. En el caso de la Capital, la torre de los tribunales civiles se halla inhabilitada, razón por la cual se hace completamente necesario disminuir el número de procesos que se lleven en ellos.



Ese es otro motivo que me pareció muy importante para presentar esta iniciativa legal.  



Asimismo, la procedencia de las demandas colectivas y los eventuales arreglos o transacciones van a generar el efecto erga omnes, como indicó el Senador que me antecedió en el uso de la palabra. Vale decir, si se logra un acuerdo durante alguna etapa del proceso, ello va a favorecer a todos quienes hayan presentado la demanda colectiva.



Señor Presidente, me ha tocado visitar edificios nuevos en Ñuñoa y Macul que no tienen un año de construcción y que, sin embargo, han sido declarados inhabitables. Algunos tienen cien departamentos y otros, trescientos. Lo mismo sucede, según me han manifestado algunos colegas, en otras Regiones.



¿Vamos a tener cien o trescientas demandas? ¿Es posible que las personas individualmente contraten abogado? ¿Acaso no atocharíamos a los tribunales con tantos pleitos? ¿No va a significar para las propias empresas una dificultad tener numerosas demandas en lugar de una sola y llegar -ojalá esto se produjera como consecuencia de las acciones colectivas- a un acuerdo que facilite las condiciones de vida de personas que lo están pasando pésimo y que aún no tienen respuesta de parte de las empresas frente a la situación crítica que viven?



El proyecto, además, facilita el acceso a la justicia; permite, al mismo tiempo, demandar por todos los daños y no solo por el daño directo que establece la Ley del Consumidor; facilita las demandas colectivas si el inmueble es parte de un conjunto en copropiedad inmobiliaria o formó parte  del mismo proyecto y con igual propietario primer vendedor, rebajando la exigencia de cincuenta a diez demandantes.



En definitiva, esta iniciativa viene a llenar un serio vacío en la defensa que asiste a los propietarios de inmuebles dada la situación actual.



Fruto del recorrido que he realizado por diversas comunas y recogiendo esta inquietud, el día 15 de marzo solicité una audiencia al Ministro del Interior. Dicho Secretario de Estado se encontraba junto con el titular de la Cartera de Justicia y le pedí el patrocinio del Ejecutivo para la moción, sin perjuicio de que no lo necesitaba. Al mismo tiempo, requerí que el Gobierno le diera la urgencia necesaria. Sin embargo, no he tenido respuesta. En todo caso, hablé con el último de los Ministros mencionados, quien me expresó que le parecía bien la iniciativa y que solo le gustaría agregar algunos elementos procedimentales que, incluso, quedamos en concordar para una indicación.



A diferencia de lo que señala un documento elaborado por una abogada del Ministerio de Vivienda, el Ministro de Justicia jamás ha manifestado que no se necesita esta demanda colectiva. Y es tanta la necesidad de dictar una ley específica sobre esta materia que en el Congreso ya existe un proyecto para ampliar las facultades del SERNAC (boletín Nº 6543-03) en relación con las demandas colectivas por la calidad de las viviendas. Eso significa que en la actualidad dicho organismo carece de ellas. ¡No las tiene!



Por otra parte, señor Presidente, el propio mensaje que dio origen a dicha iniciativa legal -y así lo conversé con la gente del SERNAC- especifica qué ocurre cuando se presentan demandas de este tipo. Lo que pasa es que los tribunales demoran muchísimo en tramitarlas y, finalmente, las declaran inadmisibles, razón por la cual no es posible avanzar.



Señor Presidente, una normativa especial -la Ley General de Urbanismo y Construcciones- establece en una norma particular que, en caso de problemas en la construcción de las viviendas o que se produzcan daños en ellas, serán de responsabilidad del propietario. Eso es lo que dispone dicho cuerpo legal. Y es esa normativa la que nosotros buscamos modificar.



Por su parte, la Ley del Consumidor es distinta -hay una iniciativa en el Parlamento que pretende ampliar sus atribuciones- no hace responsable a la empresa de todos los daños producidos. Y nosotros aspiramos a que, mediante este proyecto de ley de demandas colectivas, ella responda por la totalidad.



Señor Presidente, puedo decir con absoluto conocimiento de causa -porque, junto con recorrer diversos lugares, me he reunido con los vecinos- que ciertas personas pertenecientes a la clase media en la comuna de Ñuñoa,  como una profesora con tres hijos, que como jefa de hogar  debe seguir pagando el dividendo de su casa (en caso contrario los seguros no le van a responder), no tiene cómo vivir. Además, no puede arrendar. Similar es la situación de los propietarios de departamentos de la Villa Olímpica que viven en carpas. Porque en la Región Metropolitana hay mucha gente en esas condiciones, al igual que en otras zonas afectadas por el terremoto y posterior tsunami.



En Santiago, el sismo ha sido un “terremoto invisible”, pues afectó a muchos sectores vulnerables y medios en las comunas de San Joaquín y Macul y en la avenida Irarrázaval, así como a muchos edificios casi nuevos.



Por tal razón, considero indispensable dar una señal clara y aprobar la idea de legislar. Si algunos señores Senadores o el Ministro de Justicia -con quien voy a conversar- quieren introducir algunas modificaciones a la iniciativa, tienen la discusión particular para hacerlo. Lo que ahora se vota en la Sala y que se aprobó por unanimidad en la Comisión de Vivienda es la idea de legislar.



Las familias perjudicadas esperan contar pronto con esta legislación, a fin de demandar en forma colectiva y no por medio de la Ley del Consumidor, porque en tal caso los tribunales van a declarar inadmisibles los procedimientos. Se trata de tener una herramienta que modifique la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de que las demandas colectivas permitan que los propietarios de los inmuebles actúen no de manera individual, lo que va a desatochar a los tribunales, obtener respuestas más rápidas y favorecer a los afectados y a las empresas. 



Por eso, señor Presidente, pido que se apruebe en general la presente iniciativa, tal cual lo hizo en forma unánime la Comisión de Vivienda, y que se abra un plazo para que tanto los Senadores como el Gobierno puedan presentar indicaciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, hay dos datos importantes que deben tenerse presentes en esta discusión. 



Primero, la Comisión de Vivienda y Urbanismo aprobó el proyecto por unanimidad, sin debate, en una clara manifestación de que los efectos del terremoto y las causas de que muchas familias estén sufriendo hoy día como consecuencia de la destrucción de sus viviendas, de sus departamentos, hacen que nosotros tengamos el mayor sentido de urgencia y celeridad para enfrentar esas situaciones y poder colaborar con los afectados.



En segundo término, el informe del Ministerio de Vivienda y Urbanismo fue entregado con posterioridad al momento de la definición de esta iniciativa por parte de la Comisión, porque considerábamos que la urgencia era fundamental y que el debate técnico debía llevarse a cabo en su tramitación en particular. Por eso, no se aprobó en general y en particular, como reglamentariamente correspondía, sino solo en la idea de legislar, en el ánimo de que el procedimiento de discusión de la normativa fuera lo más rápido posible, porque todos compartimos la necesidad de apoyar y acompañar a las familias que hoy día tienen sus casas destruidas.



Sin embargo, otra cosa muy distinta es no reconocer que el proyecto presenta falencias, dificultades, y que puede ser objeto de interpretaciones que incluso lleguen a obstaculizar las acciones judiciales ya iniciadas. 



Lo primero que debemos preguntarnos es si acaso las normas sobre calidad de la vivienda que nosotros mismos establecimos en la Ley General de Urbanismo y Construcciones han operado bien hasta el día de hoy. La respuesta no puede sino ser afirmativa: es el promitente primer vendedor el que responde de todos los daños. Es decir, la legislación vigente ha funcionado bien en un aspecto fundamental.



Ahora, cabe peguntar respecto de lo procedimental, ¿puede un conjunto de personas hoy día demandar al promitente primer vendedor? Sí lo puede hacer a través del SERNAC o de una asociación de consumidores. ¿Y puede un número importante de personas, sin recurrir a esa institución ni a una asociación de consumidores, demandar colectivamente o en conjunto a una inmobiliaria? De acuerdo con las normas del artículo 19 del Código de Procedimiento Civil, ello es posible. Y ahí el mandato de la ley es claro: deben actuar conjuntamente.



Por mi parte, estoy absolutamente de acuerdo -por eso voté a favor- en que podemos perfeccionar esas normas, que es el objeto de la discusión en particular. Pero debemos tener claro que la buena predisposición para ver todos los proyectos que tiendan a favorecer a los ciudadanos que hoy día sufren los efectos del terremoto no nos puede alejar de nuestro deber de Senadores y legisladores en cuanto a despachar normas jurídicas que sean lo más perfectas y verdaderamente eficaces en la acción que se persigue.



Por lo tanto, como creo que la Ley de Calidad de la Vivienda ha operado bien; que la Ley del Consumidor establece procedimientos que podemos perfeccionar, aunque -nadie puede desconocerlo- permiten actuar conjuntamente, y que el artículo 19 del Código de Procedimiento Civil entrega un camino, debiéramos optar por mejorar esas normas y mirarlas muy atentamente para conseguir esa eficacia que, sin duda, es el objetivo de cada uno de nosotros.




En consecuencia, en la discusión en particular estamos llamados a trabajar muy fuertemente. 



No puedo dejar de referirme a una suerte de descalificación a un informe entregado por una profesional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en presencia de la propia Secretaria de Estado, por el hecho de haber sido asesora de otras instituciones en años anteriores. Esta es la posición oficial del Ministerio, que sin duda podemos compartir o no, pero jamás descalificar.



Por último, señor Presidente, nosotros creemos que, según se acordó en la Comisión de Vivienda el martes recién pasado, estas son materias que debemos estudiar y analizar con sentido de urgencia, pero sin eludir jamás la responsabilidad que nos cabe en cuanto a aprobar normas jurídicamente correctas, para que puedan tener eficacia respecto de las personas a las cuales queremos favorecer.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en la Comisión de Vivienda y Urbanismo -a la cual pertenezco- aprobamos esta moción por unanimidad, con la finalidad, como se ha dicho, de dar una señal a la ciudadanía, que estaba muy afectada -sobre todo quienes compraron departamentos que hoy día se hallan destruidos-, de que se abre aquí una posibilidad de actuar rápido y efectivamente.



Por eso, prestamos todo el apoyo correspondiente a la moción de la Senadora señora Alvear por ser procedente y sabiendo que trata de una materia de estudio y análisis. La aprobamos en general. ¿Y qué se pretende? Que la Sala también la apruebe en la misma forma y fije un plazo razonable para presentar indicaciones tendientes a perfeccionarla.



Pero no cabe duda de su oportunidad. En la zona que represento -especialmente, en Concepción y Talcahuano- algunos edificios de no más de seis meses y recién ocupados quedaron casi destruidos. Otros cayeron totalmente, terminando con la ilusión de muchas personas de la casa propia. Muchas de ellas compraron al contado y otras a 20 años plazo. Hay quienes están debiendo 90 millones de pesos y ahora ni siquiera pueden entrar a sacar el computador de los departamentos, porque se hallan a punto de caer.



Bueno, ¿quién responde por eso? Alguien podría decir: “Está el derecho de presentar una demanda en forma individual”. Pero se trata de gente modesta. ¿Cuánto les va a cobrar el abogado? Si se hace colectivamente, es evidente que, aparte la mayor solidaridad, la acción tiene mayor peso.



Por lo tanto, estimamos muy pertinente el proyecto de ley. Si es necesario hacerle adecuaciones, para eso está la participación de los colegas y de sus asesores. 



Que se presenten indicaciones. Habrá que analizarlas. Lo importante es entregar una herramienta clara a muchas de aquellas personas que hoy día están desesperadas y que no saben cómo actuar. Por lo menos aquí hay una luz, una guía, una disposición legal que les insinuará el camino por seguir ante la adversidad y el tremendo dolor que están viviendo. 



Naturalmente, señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto, Pido a los señores Senadores aprobarlo en general y fijar un plazo razonable para presentar indicaciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se ha pedido abrir la votación.

El señor NAVARRO.- Solo si se mantiene el tiempo de debate, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme.



¿Hay acuerdo, entonces, para que se abra la votación?

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, quiero hacer una petición adicional -la voy a fundamentar después-: que en el segundo informe el proyecto pase a la Comisión de Economía, que fue la que analizó el proyecto de la Ley del Consumidor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En lo primero, ¿hay acuerdo?

El señor ALLAMAND.- ¡Así es!

El señor BIANCHI.- ¡Sí!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entonces, procederemos a abrir la votación.



Lo segundo lo veremos en su momento.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez para fundar el voto.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, cuando el martes pasado, hace exactamente una semana, llegó el proyecto de la Honorable señora Alvear a la Comisión de Vivienda no tuvimos duda en mostrar la mejor disposición para aprobarlo en general, entendiendo que tendríamos que discutirlo en particular más adelante, ya que siempre estas iniciativas deben ir en pos del objetivo que se señala en su mensaje conductor. En este caso, se trata, obviamente, de ayudar a resolver un problema real que enfrenta sobre todo nuestra clase media frente a este terremoto “invisible”, como bien se ha dicho aquí. En la Región de Valparaíso, y en particular en mi circunscripción, la Quinta Cordillera, gracias a Dios no hubo fallecidos  que lamentar, pero sí mucho daño a las viviendas, a los colegios, a los hospitales.



Y si bien es cierto el Gobierno nos expuso también un plan de reconstrucción debidamente financiado en materia de vivienda y el martes pasado nos hizo una vasta presentación, obviamente todos podemos quedar con ese sabor amargo de que muchas personas, en particular de clase media, no tendrán ninguna posibilidad de optar a algún tipo de subsidio. Porque eso es inevitable.



Hoy en la mañana en la Comisión de Vivienda igualmente se efectuó una presentación de la Superintendencia de Valores acerca del monto de los seguros comprometidos, los cuales ascienden a cerca de 5 mil 500 millones. Al parecer, la industria responderá fielmente a la necesidad de sus usuarios.



Pero, en este caso en particular, comparto el hecho de que se hace tremendamente urgente y relevante dar una señal desde el Senado en cuanto a la importancia que atribuimos a la necesidad de los sectores que al final quedan más desprotegidos frente a esta clase de catástrofe.



Afortunadamente, y por un imperativo ético y moral, las personas más vulnerables, los sectores más empobrecidos, gracias a Dios siempre contarán con los subsidios del Estado, bajo nuestro actual Gobierno o eventualmente en cualquier otro. Y ello es así porque -repito- se trata de un imperativo ético y moral.



Pero ¿qué pasa con los sectores de clase media que adquirieron un crédito hipotecario o con aquellas personas que, en forma particular o más colectiva (en condominios, en edificios), se han visto tremendamente afectados?



Ello se da en muchas Regiones, no solo en las damnificadas por la tragedia: aquí, en la Quinta Región -como señalé-, particularmente en el sector cordillera, que represento; en la Metropolitana, como indicó la Senadora señora Alvear. Y a mí me parece que debemos hacernos cargo de esa situación.



Ahora, es cierto que posteriormente al voto favorable de todos los miembros de la Comisión, el Ministerio de Vivienda, a través de una asesora, con la Ministra y Subsecretario presentes, puso énfasis en que ello ya estaba resuelto por la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.



No obstante, incluso si el proyecto que nos ocupa fuese redundante -es posible que lo sea, puesto que dicha Cartera, en un informe entregado por una asesora, así lo indicó-, creo que igual nos facilita una discusión particular desde una mejor perspectiva. Resulta muy deseable tener un debate en profundidad con respecto al alcance que queremos darle a la ley. Por ejemplo, en lo que dice relación a la cobertura del daño moral, lo cual me parece realmente importante, aun cuando actualmente la Ley de Derechos de los Consumidores habla del daño en general (daños mayores, menores y totales). Pero, como digo, considero que siempre resulta importante poner énfasis en ello. 



Porque el terremoto trajo no solo un daño físico en términos de la habitabilidad de las viviendas, sino también un perjuicio moral a las personas, quienes muchas veces han debido arrendar otros lugares. Obviamente, esa gente no tiene la posibilidad de obtener un subsidio estatal para ello, por razones obvias, quedando fuera de los beneficios.



Y ello, pese a que el Gobierno ha hecho un gran esfuerzo, pues dentro del plan que nos presentaron la Ministra de Vivienda y su equipo viene el decreto supremo N° 40, que faculta a sectores de clase media para optar a un subsidio especial. Pero, más allá de eso, evidentemente que no existen posibilidades para que ese grupo social obtenga un aporte público mayor. De modo que, sin duda, tener la factibilidad de realizar demandas colectivas siempre será un camino interesante para las personas que se sienten muy dejadas de la mano del Estado en este tipo de vicisitudes, sobre todo porque en muchos casos viven en edificios, en condominios o en villas, donde es necesario sumar fuerzas para hacer frente a situaciones de esta índole. Claro, en algunos casos pueden tomar un abogado en forma individual, pero no a los mejores, porque no están a su alcance. Y muchos de estos profesionales se acercan en forma inescrupulosa a los sectores afectados para hacerse cargo de algo que finalmente terminan dejando abandonado en los tribunales de justicia.



Por lo tanto, la bancada de Senadores de Renovación Nacional ha decidido apoyar esta iniciativa legal y, obviamente, darle mucha fuerza a la discusión particular tanto en la Comisión de Vivienda como en aquellas otras que eventualmente tengan que intervenir.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quisiera referirme también a las palabras expresadas por la Senadora señora Alvear al inicio de su intervención, cuando fundamentaba su proyecto, el cual comparto plenamente.



Creo que el terremoto -el quinto más grave que ha sufrido la humanidad desde que se tiene registro- provocó no solo grandes pérdidas humanas, sino también, por su magnitud y extensión, una enorme destrucción material. Y, de paso, dejó al desnudo otros hechos de los cuales debemos hacernos cargo como país.



Lo primero que saltó a la vista es la tremenda precariedad y vulnerabilidad en los sistemas alternativos de comunicación y la incapacidad de llevar a cabo una acción coordinada en materia de alertas preventivas.



Pero también dejó en claro -y es el tema que ahora nos ocupa- la vulnerabilidad de nuestros ciudadanos. Normalmente, los más afectados son aquellos que tienen menos. Sin embargo, en este caso específico se agregó un sector medio que con grandes esfuerzos hizo realidad el sueño de comprar un departamento y que con horror vio cómo el edificio al cual pertenecía, o colapsaba o quedaba con daños estructurales que impedían continuar habitándolo.



Como nos hemos percatado a través de la prensa, algunas empresas inmobiliarias sí han respondido, en tanto que otras todavía no lo hacen. ¡Tan simple como eso! ¡No han respondido, no se han hecho cargo, no han escuchado a esos ciudadanos!



Por lo tanto, creo que lo primero que debemos hacer como Senadores es dar una señal a esos afectados, mostrando que estamos dispuestos a legislar, a hacer cambios y a asegurar un instrumento -en este caso, la demanda colectiva- que permita facilitar la recuperación de sus viviendas o la reparación de los daños que ellas han sufrido.



Reconozco, en ese sentido, el tremendo aporte que significa el proyecto de la Honorable señora Alvear, que lamento que haya sido presentado el 10 de marzo, cuando yo todavía no asumía como Senadora, porque me hubiera encantado participar en él. De hecho, elaboré una iniciativa muy parecida, que solo presenta algunas diferencias, y que bien podría estudiarse en la Comisión de Vivienda conjuntamente con la otra, a la cual podría enriquecer.



Pero, como digo, quiero partir por reconocer el gran aporte que constituye el proyecto de la Senadora señora Alvear, el cual nos lleva a la esencia del tema.



En mi opinión, es posible que ambos textos se enriquezcan mutuamente. Sin embargo, tienen algunas diferencias. Está bien que el que ahora estamos analizando modifique la Ley General de Urbanismo y Construcciones, pero no que se remita a la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores. O sea, yo prefiero que la modificación quede radicada en la primera, sin remitirse -repito- a la segunda. ¿Por qué? Porque en esta materia -digamos la verdad- existe jurisprudencia bastante confusa. No existe claridad. Si persiste la remisión a la Ley de los Consumidores, se corre el riesgo de que las causas queden radicadas en un juzgado de policía local. Y sería dramático, para mí, que una de estas demandas colectivas terminara en uno de esos juzgados y no en un tribunal ordinario, que es lo que se pretende.



Por eso, pienso que es mejor llevar a cabo la modificación a través de la Ley General de Urbanismo, sin una remisión a la ya citada Ley de los Consumidores, para que se aplique, en forma autónoma y no por la vía de la remisión, el procedimiento sumario establecido en el Código de Procedimiento Civil. Ello permitiría precaver cualquier conflicto de competencia que pudiera suscitarse, que es el primer pero que hallamos.



El otro, como indiqué, es que nuestra jurisprudencia no ha sido categórica respecto al ejercicio de derechos difusos. De ahí que en algún momento habrá que modificar la Ley de los Consumidores para ser mucho más precisos en dicha materia. Sin embargo, ese no es el tema que hoy nos ocupa, del cual tendremos que ocuparnos en otra oportunidad.



Con todo, me parece que las acciones colectivas tendrían mejor acogida jurisprudencial si efectivamente estableciéramos en el proyecto un mínimo de cinco personas para ejercerlas, dentro de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Y digo ese número porque muchos conjuntos habitacionales se componen de pocas viviendas. No necesariamente debe tratarse de edificios con gran cantidad de departamentos.



Además, en mi iniciativa propongo que la sentencia que se dicte produzca efectos respecto de todos los que posean el mismo interés colectivo, previo abono de las costas del proceso. 



Creo que eso tiene un tremendo valor y podría ser muy enriquecedor para el proyecto de la Senadora señora Alvear, que no lo contempla. 



En mi opinión, lo que se plantea en nuestra iniciativa ayudaría muchísimo a los ciudadanos que hoy sienten impotencia al ver que no se les responde, que carecen de la protección que debieran tener. Y es nuestra obligación buscar los instrumentos para que, desde el punto de vista legislativo, ellos perciban que el Estado y la sociedad son capaces de ir en su auxilio. 



Quería plantear estas consideraciones, señor Presidente, por cuanto estimo que, regulándose un procedimiento autónomo en la Ley General de Urbanismo y estableciéndose que serán los tribunales ordinarios los competentes para conocer de estos asuntos, se evita extender, por la vía de la remisión, los defectos que hoy presenta la Ley de los Consumidores. 



Invito a la Honorable señora Alvear a hacerse eco de la indicación que desde ya anuncio que presentaré dentro del plazo que se determine al efecto. Ojalá así lo hiciera, pues ello -repito- contribuiría al enriquecimiento de su proyecto. 



Lo importante es aprobar en general la iniciativa hoy, con el fin de dar una señal clara y categórica de que nos estamos haciendo cargo del dolor, el sufrimiento, la impotencia y la gran vulnerabilidad que muchos de nuestros compatriotas sienten al observar la nula respuesta de las empresas, cuyas casas matrices a veces incluso desaparecen para constituirse en varias subcompañías, quedándose sin la posibilidad de actuar siquiera colectivamente para exigir la reparación de los daños sufridos. 



Por lo tanto, anuncio mi voto positivo a la aprobación de la idea de legislar, reiterando mis felicitaciones a la Senadora señora Alvear y expresando mi deseo de que la Comisión de Vivienda estudie ambas iniciativas en conjunto, pues me asiste la convicción de que ello será enriquecedor, sin perjuicio de la invitación que he extendido a Su Señoría para adherir a la indicación que presentaré en el momento oportuno.

Muchas gracias. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Hago presente a los señores Senadores que el próximo proyecto requiere quórum especial de aprobación, por lo que les pido que no abandonen la Sala para no quedarnos sin los votos necesarios. 



Tiene la palabra a continuación el Honorable señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, Honorables colegas, primero quiero saludar y felicitar a la señora Senadora autora de la moción, porque denota su preocupación por los damnificados del terremoto que nos afectó, quienes han visto dañadas sus viviendas, especialmente las que formaban parte de condominios, y hoy se encuentran en la indefensión. 



Ello tiene que ver con una falencia existente tanto en la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores como en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, particularmente en la primera, la cual no recoge los instrumentos necesarios para dar integral protección a los consumidores. Tanto es así, que expresamente dicha legislación señala que no ofrece cobertura en un conjunto de áreas, como la financiera, por haber leyes especiales al respecto, así como tampoco aplicabilidad en un montón de atribuciones del SERNAC cuando se trata de construcciones.



Sinceramente, creo que si revisáramos cada una de las normativas especiales nos daríamos cuenta de que en ninguna de ellas la mirada se halla puesta en la defensa de los consumidores, sino en la regulación de determinado sector. En la Ley General de Bancos -fiscalizada en su aplicación por la Superintendencia respectiva- todo está pensado en los ahorrantes y, también, en los accionistas de dichas instituciones, pero no en los consumidores y usuarios. Y lo mismo ocurre en la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 



Nosotros aprobamos una legislación general sobre protección de los consumidores; sin embargo, excluimos un conjunto de materias o de actividades en las que estos quedaron sin el debido resguardo. Y por eso hoy estamos donde estamos.



De ahí que sea preciso introducir modificaciones a la Ley General de Urbanismo o a la relativa a la protección de los consumidores, que corroboran que en nuestro país no existe un efectivo y verdadero estatuto sobre la materia. 



Ahora, creo que en este tema deberíamos generar una legislación que, más que en judicializar las soluciones, se centrara en prevenir las situaciones que pueden ocurrir. Para eso existe la institución de los seguros. ¿Cuántos bancos se hallan preocupados por la catástrofe? ¡Ninguno! ¡Si todos tienen compañías aseguradoras que se están haciendo cargo de los daños! Sin embargo, a los deudores, que son los que pagan las primas para que los bancos tengan esa seguridad, nadie les repone sus viviendas y se sienten intranquilos y poco respaldados. 



Entonces, aquí tendríamos que legislar -como lo hemos propuesto con el Senador señor Lagos, con quien presentamos un proyecto en la Comisión de Vivienda- acerca del establecimiento de un seguro obligatorio, al menos para todas las viviendas menores de 2 mil unidades de fomento, con lo cual se daría cobertura a las familias más vulnerables. “¡Ah! ¡Pero cómo!” -me puede decir alguien- “¿Las vamos a obligar a pagar una prima?”. Sí, una prima que, si el seguro es obligatorio, será bastante económica.



Además, así como hemos creado un subsidio al agua potable y uno al seguro agrícola, ¿por qué no instaurar otro para un seguro de vivienda?



De esa forma, cuando se produjeran estos desastres no sería necesario ir a los tribunales a presentar demandas de ninguna naturaleza, ni individual ni colectivamente, sino que nos remitiríamos a la respuesta de las compañías de seguros, las cuales pagarían la reparación de la vivienda o el daño ocasionado por la catástrofe. 



Por eso, señor Presidente, quiero llamar la atención respecto de cómo estamos mirando la protección de los ciudadanos, de los consumidores. 



En primer lugar, pienso que deberíamos revisar integralmente la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores; luego, la forma de proteger en general a los propietarios de viviendas, para que nunca más tengan la incertidumbre de si, ante un siniestro, alguien les responderá por los daños, y, finalmente, qué está ocurriendo con los seguros bancarios y los créditos hipotecarios, por la paradoja que se observa en el sentido de que el beneficiario del seguro no es quien paga la prima, sino el banco. 



Por último, junto con invitar a la Comisión de Vivienda y a la Corporación a analizar la iniciativa que hemos presentado sobre seguro obligatorio, anuncio que votaré favorablemente la idea de legislar en este caso, no solo con el objeto de corregir los aspectos manifestados en la moción por su autora, sino también para posibilitar un debate acerca de qué es lo mejor para proteger a los ciudadanos cuando ocurren catástrofes de este tipo. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el problema que estamos tratando presenta una raíz ética, técnica y también jurídica y que, de paso, demuestra que las inmobiliarias efectivamente se encontraban en una situación muy privilegiada en relación con los consumidores, con sus clientes. 



El grave incumplimiento de la normativa pertinente y el colapso grosero que sufrieron algunos edificios, que dejó a la vista los daños sufridos, se han traducido en que cientos de familias no dispongan hoy día de un lugar donde vivir, encontrándose desamparadas y desprovistas de herramientas jurídicas eficaces para defenderse. 



Desconozco si habrá un subsidio a la clase media. Pero en Santiago -como lo indicó la Senadora señora Alvear- estamos hablando de departamentos de 2 mil o 2 mil 500 UF, de personas que pagaron 40 o más millones de pesos con los ahorros de toda su vida y que, al ver destruidas sus viviendas, no tienen cómo reponerlas, aunque ya las hayan pagado totalmente. 



Sin embargo, los mecanismos anunciados por el Presidente Piñera todavía no evidencian preocupación por la clase media. Todos los candidatos a la presidencia declararon que la clase media era “la regalona”. Pues bien, ha llegado la hora de ponerse con ella. 



Digo esto porque, en definitiva, un proyecto de ley como el que nos ocupa debe tender también a asegurar un poco más a aquellos que hoy día no tienen de donde sujetarse jurídicamente. 



Debo señalar que las inmobiliarias están elaborando estrategias jurídicas orientadas a procurar su impunidad e irresponsabilidad. En efecto, algunas empresas constructoras ya han optado por pedir la declaración de quiebra, lo que puede ser más riesgoso, toda vez que existe la posibilidad de que se cometa el delito de quiebra fraudulenta.



Por eso, para evitar esa situación, todo indica que la estrategia jurídica de las inmobiliarias apunta más bien a la articulación e interpretación de diversas normas del Código Civil, la Ley General de Urbanismo y Construcciones, la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones y, en especial, la Norma Chilena Oficial 433 sobre diseño sísmico de edificios, que fue aprobada mediante el decreto N° 172, del MINVU, del 5 de diciembre de 1996. Esta disposición constituye la piedra angular para procurar la impunidad e irresponsabilidad de las inmobiliarias, ya que en forma indirecta trata de limitar los daños causados por sismos de moderada intensidad.



Las inmobiliarias plantean -sería bueno que los colegas prestaran atención, porque, en definitiva, todos van a enfrentar este problema- que si la estructura corresponde a la tipología de las sometidas al sismo de 1985, estas tendrán un comportamiento considerado satisfactorio. A contrario sensu, si el terremoto es de una intensidad “no moderada”, como fue el ocurrido el 27 de febrero pasado, se entiende que las inmobiliarias no son responsables, ya que la norma solo exige que las construcciones resistan sismos moderados hasta una intensidad de 7,5, como fue la de 1985. Esta interpretación, por cierto, además de ser antojadiza, es claramente escandalosa.



La Norma Chilena Oficial 433 fue dictada a raíz del sismo de 1985, cuya intensidad alcanzó a 7,5 grados de la Escala de Richter, y en su artículo 5.1 establece que los edificios deben soportar, sin daños, terremotos moderados. No se señala intensidad, pero, artificialmente, las inmobiliarias han expresado que es la que se produjo en el movimiento telúrico de ese año.



¡Ojo! Arbitrariamente sostienen que como no se indica intensidad, es la correspondiente al terremoto de 1985, ya que dicha norma surgió luego de ocurrido el sismo.



Ya en 2004 la Asociación Chilena de Sismología planteó la necesidad de modificar esa norma; sin embargo, no fue escuchada. Peor aún, el 27 de agosto de 2007, la Ministra de Vivienda y Urbanismo de esa época, señora Poblete, en compañía del señor Jaime Muñoz, Vicepresidente de la Cámara Chilena de la Construcción, afirmó a la prensa que “Chile cuenta con una estricta norma antisísmica que ha mostrado ser eficiente en los últimos terremotos. No la vamos a modificar”.



Señor Presidente, a lo anterior debemos sumarle el tiempo que demoran los juicios por indemnización de perjuicios, las costas procesales y personales que demandan un proceso largo, la carga de la prueba y la inexistencia de responsabilidad penal de personas jurídicas, todo lo cual crea un manto de incertidumbre para las personas, y procura finalmente la impunidad de las constructoras.



El proyecto de ley presentado por la Senadora señora Alvear es extremadamente positivo en cuanto al daño moral.



Hace unos días -como dije- formulé una moción que, una vez más, fue declarada inadmisible. Estoy por cuestionar la facultad de la Mesa respecto a estas decisiones, porque, al final, no hay explicación alguna de por qué algunos proyectos se declaran inadmisibles y otros no. No se entrega una respuesta escrita diciendo: “Señor Senador, se equivocó. Sabe poco de constitucionalidad”. Ahora, si todos los parlamentarios tuviéramos que ser expertos en esta materia, la verdad es que, entonces, muchos de nosotros deberíamos retirarnos de este Hemiciclo. No se requiere ser especialista en esa área, pero sí la Mesa tendría que orientar.



Presenté esa iniciativa -declarada inadmisible- para establecer que el ámbito de aplicación de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores se extienda a los asuntos relativos a la calidad de las construcciones -artículo 2, letra e) de la ley N° 19.496-. Actualmente la fiscalización sobre el particular se halla entregada a revisores independientes contratados por las propias inmobiliarias. ¡De modo que las inmobiliarias se fiscalizan a sí mismas! ¡Adivinen cómo será la fiscalización! Esto es claramente irregular y anormal.



Es necesario cambiar la normativa sobre construcción sismo resistente; extender el ámbito de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores a temas relativos a la calidad de las construcciones; regular más detalladamente a los revisores independientes, y agilizar los procesos judiciales dotándolos de más rapidez y de un sistema de presunciones que invierta la carga de la prueba a favor de los compradores.



¿Cómo una familia modesta de Ñuñoa o de la calle Castellón o Carrera de Concepción puede exigirle que responda a la empresa constructora, por ejemplo, Echeverría Izquierdo, relacionada con el actual Intendente de Santiago? Yo espero que el Presidente de la República ordene a sus funcionarios de confianza, como lo es un Intendente, que tengan un comportamiento digno y ético ante situaciones de esa índole. Los centenares de personas que han perdido sus departamentos en el edificio Castellón de Concepción así lo demandan.



Y espero que la situación de esta gente no se resuelva a través de los tribunales, porque el edificio que había sido entregado hace cinco meses quedó completamente destruido. De hecho, ya nadie está viviendo allí, pues se ha prohibido que lo hagan.



Señor Presidente, cabe destacar que el proyecto presentado por la Senadora señora Alvear tiende a subsanar un defecto de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Pero el tema de fondo sobre la aplicación de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores a los problemas en las construcciones no está incluido. 



Siento que es importante lo que estamos haciendo. Sin embargo, me preocupa saber cómo la gente se va a defender. El proceso judicial va a durar cinco años para llegar a una resolución negativa o negativa.



La Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores tenía un procedimiento mucho más sumario. La Cámara Chilena de la Construcción realizó un lobby desenfrenado para conseguir la derogación de la letra e) del artículo 2° de dicha normativa. No se explica de otra manera.



Debiera existir una adecuada opción de fiscalización y reclamo en aquellas operaciones de consumo. ¿Es o no es un acto de consumo comprar una casa, así como se adquiere un automóvil? ¿Quién asesora a los consumidores en la compra más importante de su vida: la de la casa propia? La adquisición de una vivienda se hace sin ningún tipo de orientación. Las EGIS, por cierto, no han cumplido esa función y hoy día son objeto de un fuerte cuestionamiento.



En el caso de las edificaciones, señor Presidente, según la ley, el cálculo estructural -ya lo señalé- debe ser evaluado por un revisor independiente. Sin embargo, una vez finalizada la construcción, la supervisión queda en manos de la Dirección de Obras Municipales que debe chequear lo edificado, lo trazado en los planos, pero no se encarga de revisar los materiales de construcción ni las especificaciones técnicas. Dicha entidad no verifica si a la obra se le puso suficiente fierro, pues no es su tarea y nunca lo ha hecho.



Asimismo, cuando se han solicitado los planos de cálculo, de diseño o de ingeniería, a algunos municipios, como el de Concepción, se han negado a entregarlos o han tramitado de manera absolutamente incomprensible a los propietarios.



Señor Presidente, el conflicto sobre la calidad de las construcciones es, por cierto, uno de los temas más fuertes que han salido a la luz después del terremoto y maremoto en mi Región. Esto se agudiza aún más con la estrategia que están preparando las inmobiliarias y que ya denuncié: cuestionar y utilizar mañosamente la norma chilena oficial 433, de 1996, señalando que 7,5 es el tope y que la intensidad del sismo de febrero recién pasado alcanzó a 8,9 grados de la Escala de Richter. Entonces, no hay a qué atenernos. La norma sísmica exige hasta 7,5 y el terremoto fue mayor.



Siento que con esta advertencia, Senadora señora Alvear, algunos abogados ya se están preparando para defenderse. En efecto, ¿cuál es el objetivo de lo que hoy día discutimos?: proteger el derecho de los usuarios, los consumidores, los propietarios. Por tanto, al dotar a estos de la posibilidad de ejercer una acción legal, hay quienes, paralelamente, están tratando de intervenir para evitar la extensión de esta.



Señor Presidente, el proyecto requerirá indicaciones para crear una Superintendencia de la Vivienda Social; modificar la norma chilena oficial 433; aumentar los plazos de prescripción de las garantías por calidad de la construcción; agilizar los procedimientos judiciales e incorporar un diseño de catálogo con sanciones más fuertes a las inmobiliarias inescrupulosas, y dotar de un rol fiscalizador más potente y una administración activa a las Direcciones de Obras Municipales y al Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Además, alguien tiene que asesorar a la gente cuando compre sus departamentos.



Anuncio mi voto a favor, haciendo presente que formularemos indicaciones a la iniciativa.



Asimismo, espero que este debate sea fructífero.



¡Patagonia sin represas!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, no me cabe la menor duda de que el propósito del proyecto es loable, que tiende a proteger los derechos de las personas que no solo fueron víctimas del terremoto, sino también de inmobiliarias o constructoras que no cumplieron con las normas y que, en definitiva, tampoco están dispuestas a responder por su mala gestión.



Sin embargo, a lo largo de la discusión me he dado cuenta de que, más allá de la buena intención, podemos estar generando un sinnúmero de problemas.



Precisamente, si carecemos de normas jurídicas y procedimientos claros, el que tiene la mayor ventaja es quien puede contratar un abogado para defenderse e interponer todo tipo de acciones dilatorias o presentar recursos, por ejemplo, de incompetencia del tribunal, o buscar subterfugios dentro de una maraña legal para evadir sus responsabilidades.



Aquí se ha señalado que la legislación del consumidor no se aplica a estas situaciones. Y me parece que hay un error, pues el artículo 2°, letra e) de la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores establece que: “Quedan sujetos a las disposiciones de esta ley:



“e) Los contratos de venta de viviendas realizadas por empresas constructoras, inmobiliarias y por los Servicios de Vivienda y Urbanización, en lo que no diga relación con las normas de calidad contenidas en la ley 19.472.”.



O sea, la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores se aplica a esos contratos, salvo en lo concerniente a las normas de calidad, porque son muy específicas y muy técnicas. Pero todo lo demás, lo que dice relación a la responsabilidad del vendedor, a la fidelidad de las informaciones que se dan, etcétera, está regido por dicho cuerpo legal.. 



Y el artículo 2° bis reafirma expresamente aquello al preceptuar:  “No obstante lo prescrito en el artículo anterior,” -o sea, no obstante los casos en los cuales se aplicará- “las normas de esta ley no serán aplicables a las actividades”... “reguladas por leyes especiales, salvo:” 



“b) En lo relativo al procedimiento en las causas en que esté comprometido el interés colectivo”.



En síntesis, el artículo 2° de esa normativa estatuye que sus disposiciones se aplicarán  a las ventas de viviendas, salvo en lo que dice relación con las normas de calidad. ¡Pero será aplicable! Y en el artículo 2° bis dispone que ellas se aplicarán, salvo -nuevamente- “en las causas en que esté comprometido el interés colectivo”.



Me preocupa la señal que podemos dar con el presente debate, pues, según entiendo, el SERNAC ya está ejerciendo acciones, en virtud de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, precisamente para defender a personas cuyas viviendas experimentaron daños por los cuales las empresas no han respondido.



Entonces, no quiero generar dudas y que el día de mañana se diga que no corresponde aplicar esa normativa o que la acción que está ejerciendo el SERNAC no es procedente, porque, a mi modo de ver, lo es.



Cuando se tramitó, en su momento, la iniciativa que dio origen a la ley indicada -no pretendo afirmar que esta sea perfecta, ni mucho menos-,  fue ampliamente debatida y se estableció un sistema de demanda colectiva que, en mi opinión, protege convenientemente los derechos de los consumidores.



En tal sentido, si se quiere perfeccionar el sistema, es importante considerar la protección de los derechos de las personas, sobre todo en el caso de demandas colectivas, desde la perspectiva de dicha normativa.



Por eso planteé que en el segundo informe el proyecto se tratara en la Comisión de Economía -órgano técnico donde se estudió la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores-; pero, eventualmente, podría ser en las Comisiones de Vivienda y de Economía, unidas. Ello, a fin de aprovechar los mecanismos de las acciones colectivas para defender los derechos de la gente que hoy está sufriendo los efectos del terremoto y, al mismo tiempo -como señalé-, el incumplimiento de las inmobiliarias.



En cuanto a lo dispuesto en el texto en debate acerca de la responsabilidad del primer vendedor, tengo la impresión de que la Ley General de Urbanismo y Construcciones establece con claridad las responsabilidades y un plazo de prescripción adecuado. Desgraciadamente, en la práctica se burlan esas disposiciones. Muchas veces uno ve que se constituye una inmobiliaria para construir un edificio y una vez terminado se forma otra.





No sé qué capacidad tenemos, desde el punto de vista de las normas legales, para ir cubriendo todas esas situaciones.



Resulta necesario revisar tal aspecto. 



Creo que hay muchas cosas que la ley misma no soluciona. El problema radica en su aplicación; en la capacidad de los tribunales para buscar la responsabilidad real, más allá de la figura jurídica que se use.



En definitiva, la Ley sobre Calidad de la Construcción responsabiliza de los daños y perjuicios a los dueños, a quienes organizan la empresa.



Repito: el problema no radica en la ley sino más bien en su aplicación o en la facilidad con que nuestro sistema permite que se burlen sus normas.



Con relación al proyecto, si se quiere facilitar el ejercicio de una acción colectiva, lo más apropiado sería clarificar con exactitud la procedencia de ella -a mi juicio, esta se encuentra en la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores- y, eventualmente, dado que se trata de deficiencias en las viviendas y no en un refrigerador o en una cocina, parece razonable reducir el número (hoy, 50) de personas que pueden presentar la demanda. 



La razón por la cual se exigen 50 demandantes en una acción colectiva dice relación a la materia involucrada. Ella se ejerce cuando un número no inferior a 50 consumidores estiman, por ejemplo, que los automóviles que les vendieron son de mala calidad o que algunos planes no corresponden a la realidad. 



O sea, para iniciar el procedimiento especial de protección se requiere un grupo que represente a un segmento grande de afectados. Y si se trata de inmuebles, resulta adecuado que el número de personas que puedan ejercer la acción sea menor.



En todo caso, me gustaría dejar a salvo la interpretación -la que hago yo, al menos- de que hoy día la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores permite el ejercicio de acciones colectivas. Y si estas se están ejerciendo por parte del SERNAC, no cabe la menor duda de que los tribunales debieran aceptarlas a tramitación y dar curso a la reclamación.



Creo que la acción colectiva constituye un procedimiento eficaz para proteger los derechos de personas afectadas por la mala calidad, en la situación que nos ocupa, de un edificio.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, recuerdo que en los días inmediatamente posteriores al terremoto, desde todos los sectores políticos y también técnicos surgieron voces en orden a que era necesario modificar la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



Se habló mucho de establecer un sello antisísmico -al parecer, existía consenso en la materia-; del imperativo de integrar procesos en la construcción, porque, como expresó el Senador Navarro, quedó en evidencia la mala calidad de ella; de que en el diseño de la obra adquiría ahora especial importancia el control de materiales, y que, por lo tanto, la integración de todos esos procesos habría de ser algo muy relevante.



Entonces, siento que hoy, cuando el país y especialmente las zonas afectadas esperan del Parlamento y del Senado, en particular,  acciones más concretas, el debate respecto a si la demanda colectiva se halla o no contemplada en la legislación ha ido quedando despejado a través de las distintas intervenciones.



Concuerdo con el Senador señor Novoa en que eso ya no se encuentra en discusión. La ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, es muy clara en cuanto a sancionar al proveedor que incurra en infracción; anular las cláusulas abusivas incorporadas en los contratos de adhesión; obtener la prestación de la obligación incumplida, en fin. 



A mi juicio, dicha normativa contiene herramientas para resguardar al consumidor. Sostener lo contrario implicaría decir que ella no posibilita, por ejemplo, las acciones que el propio SERNAC ha emprendido en esta materia.



Sin embargo, no podemos desconocer que el proyecto innova en al menos tres materias. Y creo que ahí se encuentra su real mérito.



Establece -como todos han señalado aquí- el daño moral. Y este no es una cosa difusa, etérea, difícil de determinar. ¡No! 



¡Qué más daño moral -lo conversábamos recién con el Senador Rossi- que el que están viviendo muchos jóvenes estudiantes con estrés postraumático, cuando han pasado ya algunas semanas desde el terremoto, que deben volver a clases y no van a tener una comunidad educativa propiamente tal!



En la actualidad, el daño psicológico está presente en muchas familias, que han tenido que vivir a la intemperie. Es algo claramente observable y objetivo. De manera que el daño moral en este tipo de situaciones cobra  especial importancia. Y en la iniciativa hay un plus, un avance.





Además, el proyecto facilita el ejercicio de la demanda colectiva al reducir el número de personas que se requieren para presentarla. Ello representa, sin lugar a dudas, un avance indiscutible. 



Sin embargo, en el aspecto procedimental, más allá de cuál debe ser, en definitiva, el cuerpo legal que se modifique, pienso que el monto a que finalmente ascienda la indemnización no será menor. Porque tal vez en un conjunto de departamentos o en un edificio se haya detectado, antes de la sentencia, que el daño era solo en el estuco y que luego, mediante los estudios de ingeniería antisísmica y estructural, se haya determinado que era de estructura. ¿Y cuándo ocurre esto? En el momento de ejecución de la sentencia.



Y ahí noto un avance importante en este proyecto, señor Presidente.



Por eso, me interpreta el planteamiento que la Senadora señora Alvear formuló en su moción. Y pienso que las mismas razones que tuvo la Comisión de Vivienda para aprobar en general la iniciativa debemos aducirlas para hacer lo propio en esta Sala.



En consecuencia, mi voto es afirmativo, sin perjuicio de las modificaciones más precisas que deberemos introducir en el debate particular.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (33 votos favorables).


Votaron las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Antes de fijar plazo para la presentación de indicaciones debemos pronunciarnos sobre la solicitud formulada por el Honorable señor Novoa en el sentido de enviar la iniciativa también a la Comisión de Economía.



Pregunto si hay unanimidad a ese respecto.

La señora ALVEAR.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero plantear en la Sala la urgencia que reviste esta iniciativa.



En ese contexto, me parece importante, primero, la fijación de un plazo bastante acotado para presentar indicaciones. Porque los días pasan y la gente sigue en la calle.



A continuación, sin perjuicio de considerar válidos los antecedentes proporcionados por el Senador señor Novoa, creo que la Comisión de Vivienda, que inició el estudio del proyecto, podrá recoger las indicaciones que presentemos los Senadores.



Algunas serán de carácter procesal (yo formularé una). Eso significaría asimismo la participación de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



La solución del problema reviste extrema urgencia, señor Presidente. Estamos trabajando en ella. He visto al Gobierno muy esmerado en sacar proyectos que permitan atender rápidamente la situación derivada del terremoto. Hay efectos graves derivados de él. No podemos, entonces, demorarnos en la tramitación de esta iniciativa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entiendo que no hay unanimidad.

El señor NOVOA.- No se requiere unanimidad, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Lo sé, señor Senador. Me refiero a que, consecuencialmente, será necesario votar para resolver su propuesta.

El señor CHADWICK.- ¿Y por qué no enviamos el proyecto a Comisiones unidas, señor Presidente?

El señor ORPIS.- Conforme.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en la misma línea de lo expresado por la Senadora Alvear, debo señalar que aquí ha habido una buena discusión. Y el proyecto va a volver a la Comisión de Vivienda. Creo que eso es más que suficiente.



Otra cosa es que alguna vez -y ello será materia de la Comisión de Economía- revisaremos la ley sobre protección de los derechos de los consumidores; podríamos hacer numerosas modificaciones para mejorarla sustantivamente. Pero no veo el sentido de que la iniciativa que ahora nos ocupa sea enviada a la Comisión de Economía, trámite que va a demorar mucho más su despacho, cuando, a decir verdad, tenemos bastante claridad sobre la idea matriz, lo esencial de su contenido, la dirección hacia la cual apunta y la urgencia con que la gente afectada reclama la legislación pertinente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Deseo hacer una acotación, señor Presidente.



La Senadora señora Allende dijo durante su intervención que no era partidaria de que en la ley en proyecto se hiciera referencia a otra ley. Eso implica poner en la Ley General de Urbanismo y Construcciones todo el procedimiento.



Pienso que aquello sería bastante más engorroso que introducir una pequeña modificación a la ley sobre protección de los derechos de los consumidores.



Por consiguiente, pienso que el procedimiento indicado por Su Señoría no es el más adecuado.

El señor CHADWICK.- ¿Por qué no enviamos la iniciativa a Comisiones unidas, señor Presidente?

El señor NOVOA.- Yo no veo cuál es la dificultad de enviar el proyecto a Comisiones unidas.



No voy a insistir en el punto. Debo, sí, connotar que aquí no se está hablando de la ley sobre calidad de la construcción ni de nada vinculado con la vivienda.



Sin embargo, como observo que simplemente no existe disposición para hacer las cosas bien, retiro mi proposición, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Queda retirada, en consecuencia.



En cuanto al plazo para presentar indicaciones, como la próxima semana es regional, sugiero fijar el lunes 3 de mayo, a las 12.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

MAYOR PLAZO PARA CUENTA ALCALDICIA EN MUNICIPIOS DE REGIONES DECLARADAS ZONAS DE CATÁSTROFE

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades a fin de aumentar el plazo del alcalde para rendir cuenta pública al concejo municipal en las Regiones declaradas zonas de catástrofe.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6901-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 10ª, en 20 de abril de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que, en reunión de hoy, los Comités acordaron eximir esta iniciativa del trámite de Comisión.



El propósito del proyecto es incorporar en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades un artículo 4º transitorio, nuevo, que extiende hasta el 31 de agosto próximo el plazo que tienen los alcaldes para dar cuenta pública de su gestión anual y de la marcha general de la municipalidad, aumento que regirá para los municipios pertenecientes a las Regiones declaradas zonas de catástrofe conforme al decreto supremo N° 150, de 2010, del Ministerio del Interior.



La iniciativa es de carácter orgánico constitucional. Por tanto, para su aprobación se requieren 22 votos afirmativos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular el proyecto.

El señor CHADWICK.- “Si le parece”, señor Presidente.

La señora ALLENDE.- “Si le parece”.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay quórum para...

El señor ORPIS.- Entonces, señor Presidente, abra la votación.

El señor CANTERO.- Que se llame a votar.

La señora ALLENDE.- Sí, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, estimados colegas, el jueves 15 de abril recién pasado la Cámara Baja dio su aprobación unánime a este proyecto de ley, que fue presentado por integrantes de todas las bancadas políticas de esa Corporación, liderados por los Diputados democratacristianos Ricardo Rincón, Aldo Cornejo y Víctor Torres.



El objetivo central es establecer en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades -Nº 18.695- un nuevo artículo transitorio a los efectos de prorrogar el plazo que dicho cuerpo legal fija para que el alcalde rinda ante el concejo municipal cuenta pública de su gestión, lo que, según lo dispuesto en el artículo 67, debe realizarse, como plazo fatal, hasta el 30 de abril de cada año. Y preceptúa el último inciso de este artículo que la no rendición de dicha cuenta será considerada causal de notable abandono de deberes en contra del alcalde, la cual puede ser invocada por los concejales ante el tribunal electoral regional respectivo.



A raíz del terremoto del pasado 27 de febrero, en muchos municipios existen serios problemas, tanto técnicos como logísticos, para cumplir la obligación de dar cuenta pública de la gestión anual del alcalde y de la marcha general de la municipalidad.



Lo que busca este proyecto es ampliar hasta el 31 de agosto, solo por este año, el plazo para la rendición de la referida cuenta en las Regiones declaradas zonas de catástrofe en virtud de lo establecido en el decreto supremo Nº 150, del Ministerio del Interior, del año 2010. Se procura solucionar el problema que actualmente tienen algunos municipios para elaborar la cuenta pública otorgándose mayor plazo a los efectos de que la rindan cuando la situación de sus respectivas comunas no sea crítica.



Hoy son muchos los municipios que están jugando un papel fundamental en todos los ámbitos de los problemas derivados del terremoto. Por ejemplo, canalizando y distribuyendo la ayuda a los vecinos afectados; haciendo los catastros para tener certeza de la cantidad de damnificados y de las condiciones en que quedaron sus viviendas; ayudando en la construcción de las viviendas de emergencia que se necesitan en las zonas devastadas; manteniendo albergues para los damnificados; colaborando en la remoción y traslado de escombros, etcétera, sin contar los serios daños sufridos por las propias municipalidades, tanto en su infraestructura física como en sus presupuestos anuales, que se han visto sobrepasadas por los gastos en que han debido incurrir para hacer frente a la tragedia sin contar aún con dineros suficientes para solventarlos.



En definitiva, señor Presidente, solicito a la Sala la aprobación de este proyecto de ley, que va en ayuda de los municipios más afectados por el terremoto y busca que los alcaldes puedan dedicar los primeros meses siguientes a la catástrofe a solucionar las dificultades más urgentes de sus comunas y, con posterioridad, cumplir una obligación que establece la ley, beneficiando no solo a dichas autoridades, sino también a los vecinos de las zonas afectadas, quienes podrán interiorizarse de mejor manera de la gestión de sus municipalidades cuando la comunas se encuentren normalizadas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, me sumo a la aprobación de la iniciativa en análisis. Me parece que se trata de esos proyectos que son puro sentido común, pues resultan necesarios, indispensables. Porque es obvio que en las Regiones declaradas zonas de catástrofe (las de Valparaíso, del Libertador Bernardo O´Higgins, del Maule, del Biobío, de La Araucanía y Metropolitana) los alcaldes, para sacar adelante a sus comunas, están trabajando coordinadamente con intendentes, con gobernadores, con el Gobierno, con los distintos Ministerios. Por lo tanto, es natural que la energía, la información y todo se encuentre enfocado a ello y a la atención a los vecinos, a la gente que fue más impactada por el terremoto del 27 de febrero.



El trámite de la cuenta pública, cuyo plazo vence el 30 de abril, es muy relevante para la gestión y marcha del municipio (alcalde y concejo). Pero hay que poner las cosas en perspectiva para determinar qué es lo importante y fijar las prioridades del momento actual.



Por consiguiente, nos hallamos ante una proposición de ley que debiera contar con todo nuestro apoyo aquí, en el Senado.



Y quiero valorar la autoría del proyecto por parte del Diputado Rincón.



Además, se plantea una medida transitoria. Y, en mi concepto, tiene que quedar en este carácter.



En consecuencia -reitero-, el proyecto cuenta con todo mi respaldo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, valoro también la moción del Diputado Rincón en la medida que impide que algún concejal pida la destitución del alcalde por notable abandono de deberes al no haber cumplido la obligación de dar cuenta pública de su gestión, tanto más cuanto que en muchas comunas del país es imposible rendirla debido a la situación de catástrofe absolutamente excepcional que afecta a varias Regiones.


Tal como señaló la Senadora Lily Pérez, el proyecto en análisis es de todo sentido común. Por tanto, cuenta con mi apoyo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor); por no haber sido objeto de indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO SANITARIO RESPECTO DE RECETA MÉDICA. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica el Código Sanitario en materia de receta médica (Véase en los Anexos, documento 14).

--Los antecedentes sobre el proyecto (3915-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 47ª, en 9 de noviembre de 2005.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 23ª, en 14 de junio de 2006.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 15ª, en 10 de mayo de 2006.


Mixta, sesión 10ª, en 20 de abril de 2010.


Discusión:


Sesión 23ª, en 14 de junio de 2006 (se rechaza en general).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La divergencia entre ambas Cámaras se suscitó por el rechazo del Senado a la idea de legislar.



La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Arancibia, y Diputados señores Accorsi, Lobos, Robles y Olivares), acordó dar mayor respaldo a la receta médica. Para ello, propone establecer en el Código Sanitario que los productos farmacéuticos solo podrán expenderse al público con receta suscrita por médico cirujano, cirujano dentista, médico veterinario, matrona o cualquier otro profesional legalmente habilitado para hacerlo.



Asimismo, la Comisión Mixta plantea incorporar al Código Penal el delito de uso indebido o malicioso de la receta médica y de vender un producto diferente del prescrito.



Cabe señalar que la Cámara de Diputados, en sesión de 13 del mes en curso, rechazó la proposición formulada por la Comisión Mixta. O sea, el pronunciamiento del Senado resulta inocuo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, según la última información que nos entregó el señor Secretario, al haber rechazado la Cámara de Diputados el informe de la Comisión Mixta da exactamente lo mismo el pronunciamiento del Senado.



Por lo tanto, solo deseo hacer una observación para conocimiento de la Sala.



En la mañana de hoy, la Comisión de Salud acordó que seis o siete materias -relativas a medicamentos, a venta en farmacias, a tratamiento de los conflictos habidos, etcétera- sean abordadas en un solo proyecto que las coordine con la atinente a la receta médica.



En esas condiciones, yo por lo menos pido que el asunto en debate se traslade para conocimiento de aquella Comisión, adjuntando los antecedentes, a fin de -como manifesté- analizar todo en una sola iniciativa.



Ahora, voy a votar a favor de la propuesta de la Comisión Mixta, aun cuando la idea fue desechada en su tiempo por el Senado y, en la fecha que indicó el señor Secretario, por la Cámara de Diputados.



Lo digo con franqueza: ni cuando lo expresó nuestra Corporación ni ahora, cuando lo hace la Cámara Baja, he logrado entender las razones del rechazo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, mi pronunciamiento se basa en las mismas razones expuestas por el Senador señor Ruiz-Esquide, pero en sentido contrario.



Me explico.



Se trata de una materia a la cual se abocará la Comisión de Salud, donde se están recogiendo los distintos proyectos que buscan regular la receta médica. Entonces, habiéndose manifestado ya el Senado en contra de las propuestas que se nos hacen ahora, rechazaré el informe de la Comisión Mixta, al objeto de llevar las ideas matrices del proyecto en que él recae al debate particular sobre la regulación de la receta médica que se está llevando a cabo en la Comisión de Salud de la Cámara Alta.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor TUMA.- Señor Presidente, yo votaría a favor si cada uno de los usuarios de escasos recursos accediera fácilmente, de forma gratuita, a todos los profesionales que van a extender la receta. Pero aquí se les coloca una barrera enorme respecto no solo de productos que sin duda deben ser recetados por un profesional, sino también de artículos farmacéuticos, como jabón, champú, en fin.



¡No es admisible que los profesionales médicos tengan el monopolio sobre la autorización para que alguien vaya a comprar un champú!



Creo que se está exagerando la nota.



Por ello, voto que no.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, voy a votar que sí, al menos para que quede testimonio de mi pensamiento sobre el particular.



No veo razón para que una materia como la que nos ocupa se plantee en los términos en que lo hizo el Senador que me precedió en el uso de la palabra.



En verdad, estamos precaviendo que la receta sea un instrumento válido entre el paciente y el médico.



En el último tiempo han ocurrido tres o cuatro situaciones que no se pueden seguir sosteniendo en una sociedad organizada.



Primero, las recetas pasan hoy del médico a la farmacia, de la farmacia a la isapre, de la isapre al banco, del banco a todas partes. Esta es la primera parte del proceso. Y ello hace que la receta sea un índice de lo que padece el paciente, lo cual, por lo tanto, pasa a ser conocido de medio mundo.



Queremos, entonces, que la receta sea privada.



Hemos manifestado hasta el cansancio que debe ser privada incluso la licencia médica. Porque a través de este documento, que pasa por distintos escritorios -algunos, de personas que tienen la obligación del secreto profesional; otros, de gente sobre la que no pesa ese deber-, todo el mundo termina sabiendo lo que cada uno de los pacientes padece, lo que resulta completamente inadecuado.



Y, por último, las licencias también terminan siendo copiadas de manera inapropiada.



Todo eso lo prevenimos en la modificación del artículo 127 y con el artículo 127 bis, nuevo, del Código Sanitario, así como también con el artículo 319, nuevo, del Código Penal.



Ahora bien, señor Presidente, independiente de la discusión que sea posible realizar y dado el hecho de que da lo mismo lo que se determine aquí, lo que me importa, para todos los efectos del caso, es que el proyecto, a la luz de lo que expresamos con el Senador señor Chahuán, llegue a la Cámara de Diputados y a la Sala de nuestra Corporación, oficialmente, a fin de que sea objeto del debate que podamos llevar a cabo. Lo anterior, más allá de lo que ahora se resuelva, pues repito que no tiene ningún destino el que aprobemos o rechacemos.



Lo que me interesa -y creo que también a mi Honorable colega- es que la materia en definitiva sea parte de los antecedentes con que contemos cuando debamos votar y, sobre todo, lograr que los siete proyectos sobre recetas, farmacias, labor de los médicos, secreto profesional, etcétera, se encuentren presentes en nuestras discusiones.



Voto que sí.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el informe de la Comisión Mixta (12 votos contra 4 y 3 abstenciones).



Votaron por la negativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Horvath, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag y Tuma.



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Escalona, Letelier y Muñoz Aburto.



Se abstuvieron la señora Alvear y los señores Gómez y Zaldívar (don Andrés).

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, mi pronunciamiento no se registró, así que le ruego que este sea considerado, para que los votos favorables sumen cinco.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dejará testimonio de su posición en la Versión Oficial, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muchas gracias.

)------------------(

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, ¿me permite plantear un asunto relacionado con la Cuenta?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede hacer uso de la palabra, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- En cuanto a la proposición de archivo formulada por la Cámara de Diputados acerca del proyecto de ley, iniciado en moción del señor Presidente de nuestra Corporación y del Senador que habla, para presentar alternativas de educación sexual en la enseñanza media -fue aprobado en esta Sala y la otra rama del Congreso decidió archivarlo, previo acuerdo del Senado-, deseo consignar, por lo menos para los efectos pertinentes, que no doy la unanimidad en ese sentido, a fin de poder insistir en la iniciativa. Estoy cada vez más convencido de que ella es necesaria.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dejará testimonio de su posición, señor Senador.



Terminado el Orden del Día.

PETICIÓN DE OFICIO

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------(



--El oficio cuyo envío se anuncia es el siguiente:



Del señor HORVATH:



Al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, a la señora Subsecretaria de Energía, a la señora Intendenta de la Undécima Región y al señor Director de Obras Hidráulicas, para solicitar MEDIDAS ANTE DIFICULTADES DE ABASTECIMIENTO ELÉCTRICO EN PUERTO GAVIOTA (UNDÉCIMA REGIÓN).

)------------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Antes de levantar la sesión, recuerdo a Sus Señorías que el Senado está convocado para mañana a una sesión especial, de 12 a 14, a fin de analizar las fuentes de financiamiento previstas por el Gobierno para la reconstrucción del país.



A ella han sido invitados los señores Ministros del Interior y de Hacienda, la señora Directora de Presupuestos y el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo.



Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:58.










Manuel Ocaña Vergara,










   Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 67 DE LA LEY Nº 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, A FIN DE AUMENTAR PLAZO PARA QUE ALCALDE RINDA CUENTA PÚBLICA AL CONCEJO MUNICIPAL EN AQUELLAS REGIONES DECLARADAS ZONAS DE CATÁSTROFE

(6901-06)



Con motivo de la Moción y antecedente que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agrégase el siguiente artículo 4° transitorio, nuevo, en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:

“Artículo 4°.- En aquellas municipalidades pertenecientes a las regiones declaradas zonas de catástrofe, en conformidad al decreto supremo N° 150, de 2010, del Ministerio del Interior, el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 67 de esta ley se extenderá hasta el 31 de agosto de 2010.”.”.


*****

Hago presente a V.E. que el artículo único fue aprobado en general con el voto a favor de 92 Diputados; en tanto que en particular, con el voto conforme de 89 Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Germán Becker Alvear, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.428, QUE OTORGA UN BONO SOLIDARIO A FAMILIAS DE MENORES INGRESOS

(6882-05)



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Agréganse, a continuación del inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 20.428, los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando los actuales incisos tercero a décimo, a ser quinto a duodécimo, respectivamente:

"Las controversias que se susciten con ocasión del incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso anterior serán conocidas por los Tribunales de Familia, los que para estos efectos podrán exigir la entrega del monto total del bono, reajustado de conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquél en que se percibió y el que antecede a su restitución a quien corresponda, de conformidad al inciso precedente.

La solicitud de devolución del bono deberá ser presentada por escrito ante el tribunal de familia competente, la que se tramitará y resolverá de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 26 de la ley N° 19.968.".".
******

Me permito hacer presente a V.E. que este proyecto de ley fue aprobado en general y en particular con el voto favorable de 111 Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FLEXIBILIZA REQUISITOS DE ACCESO PARA OBTENER BENEFICIOS DEL SEGURO DE CESANTÍA DE LA LEY Nº 19.728, PRODUCTO DE LA CATÁSTROFE DEL 27 DE FEBRERO DE 2010

(6871-13)



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Título I

Flexibiliza el Seguro de Cesantía de la ley N° 19.728 en regiones de Valparaíso, Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule, del Bío Bío, Araucanía y Región Metropolitana


Artículo 1º.- En el caso de aquellos trabajadores afiliados al Seguro de Cesantía de la ley N° 19.728, cuyo lugar de trabajo se encuentre dentro de las regiones de Valparaíso, Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule, del Bío Bío, Araucanía y Región Metropolitana y cuyo contrato de trabajo hubiere terminado a contar del 1° de febrero y hasta el 31 de julio de 2010, por alguna de las causales contempladas en los artículos 12 y 24 de la citada ley, para efectos de acceder a los beneficios del Fondo de Cesantía Solidario, el requisito establecido en la letra a) del artículo 24 de la mencionada ley se entenderá cumplido al registrar 8 cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, desde la afiliación del trabajador al Seguro o desde que se devengó el último giro a que hubiere tenido derecho, siempre que éstas se hayan registrado en los últimos 24 meses anteriores al término de la relación laboral; debiendo, a su vez, cumplir con el requisito de las tres últimas cotizaciones continuas con el mismo empleador. Igual número de cotizaciones se considerará para calcular el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el inciso primero del artículo 25 de la ley N° 19.728.


A su vez, en estos casos, el requisito establecido en la letra b) del artículo 12 de la ley Nº 19.728 será de un mínimo de 8 cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas y el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador, a que se refiere el artículo 15 de la citada ley, se calculará con los últimos 8 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral, para aquellos trabajadores que se encuentren contratados con duración indefinida.


Artículo 2º.- Los trabajadores cuya residencia se encuentre dentro de las zonas a que se refiere el artículo primero, que perciban un último giro con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en el período comprendido entre el mes de enero y el mes de julio de 2010, tendrán derecho a los dos giros adicionales señalados en el artículo 25 de la ley Nº 19.728, sin que sea necesario considerar el requisito de alto desempleo establecido en el inciso tercero del citado artículo 25.


Título II

Crea un permiso para reconstrucción con flexibilización de acceso al Seguro de Cesantía


Artículo 3º.- Los empleadores y trabajadores afiliados al seguro de cesantía de la ley Nº 19.728 podrán pactar un permiso para reconstrucción, el cual deberá constar por escrito, cuando el empleador acredite que su empresa, localizada en las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Bío Bío, no puede otorgar el trabajo convenido al o a los trabajadores con quien o quienes se pacte el permiso de reconstrucción o, si pudiendo otorgarlo, la actividad o faena respectiva presenta serios riesgos para la salud y seguridad del trabajador, como consecuencia de la catástrofe del 27 de febrero de 2010. Dicho permiso para reconstrucción suspenderá tanto la obligación de prestar servicios por parte del trabajador, como  la obligación de pagar la respectiva remuneración por parte del empleador.


El empleador deberá acreditar que la empresa o la actividad o faena se encuentra en alguna o ambas de las condiciones señaladas en el inciso anterior, mediante una declaración jurada, prestada ante alguno de los ministros de fe establecidos en el inciso segundo del artículo 177 del Código del Trabajo. Una copia de dicha declaración deberá ser remitida a la Inspección del Trabajo respectiva.


Los permisos para reconstrucción se podrán suscribir hasta el último día hábil del mes de julio de 2010 y podrán comprender desde el período inmediatamente posterior a la catástrofe hasta el 31 de agosto de 2010.


Artículo 4°.- Los trabajadores a que hace referencia el artículo anterior tendrán derecho a los beneficios de la ley N° 19.728 y les serán aplicables los requisitos establecidos en las letras b) y c) del artículo 12 y en las letras a) y c) del artículo 24 de la citada ley.


Para el solo efecto de acceder a los beneficios del Fondo de Cesantía Solidario, se requerirán 8 cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, desde la afiliación de los trabajadores al Seguro o desde que se devengó el último giro a que hubieren tenido derecho, siempre que éstas se hayan registrado en los últimos 24 meses anteriores a la fecha de solicitud del permiso; debiendo, a su vez, cumplir con el requisito de las tres últimas cotizaciones continuas con el mismo empleador. Igual número de cotizaciones se considerará para calcular el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el inciso primero del artículo 25 de la ley N° 19.728.


A su vez, en estos casos, el requisito establecido en la letra b) del artículo 12 de la ley Nº 19.728 será de un mínimo de 8 cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, y el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador, a que se refiere el artículo 15 de la citada ley, se calculará con los últimos 8 meses en que se registren cotizaciones anteriores a la fecha de solicitud del permiso, para aquellos trabajadores que se encuentren contratados con duración indefinida.


Se entenderá que cada mes de permiso para reconstrucción equivale a un mes de prestaciones del Seguro de Cesantía, para efectos de los giros que corresponde pagar al trabajador.


Cesará el derecho al pago de la prestación para el trabajador que registre cotizaciones al Seguro Obligatorio de Cesantía durante el período en que esté vigente el permiso para reconstrucción.


Durante el tiempo que el trabajador esté haciendo uso del permiso para reconstrucción el goce de los beneficios establecidos en este Título será incompatible con toda actividad remunerada como trabajador dependiente. Cualquier estipulación en contrario se tendrá por no escrita.


Artículo 5°.- Los empleadores que suscriban un permiso para reconstrucción podrán optar por complementar los beneficios que el Seguro de Cesantía les otorga a sus trabajadores hasta completar el 50% del promedio de las remuneraciones imponibles devengadas en los últimos 8 meses en que se registren cotizaciones anteriores al inicio del permiso, para aquellos trabajadores con contratos indefinidos, y el 35% de dicho promedio de remuneraciones, en el caso de trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado, aplicándose en estos casos los valores superiores e inferiores a que se refiere el artículo 25 de la ley N° 19.728. Esta opción deberá quedar estipulada expresamente en dicho permiso. El monto de la prestación será pagado por la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía de la ley Nº 19.728.


En estos casos, el pago del primer mes de la prestación establecida en el inciso primero de este artículo, será financiado, primeramente, con el saldo acumulado en la cuenta individual por cesantía prevista en el artículo 9° de la ley N° 19.728. Si dicho saldo fuere insuficiente para financiar ese mes, la diferencia será de cargo del Fondo de Cesantía Solidario.


Concurrirán al financiamiento de las prestaciones de los meses siguientes, el empleador, la Cuenta Individual por Cesantía y el Fondo de Cesantía Solidario, cuando corresponda, hasta completar el monto de la prestación establecida, conforme al orden siguiente:


a) Con una cotización a la Cuenta Individual por Cesantía de cargo del empleador equivalente a 10%, 20%, 30% y 40% de la prestación establecida en el inciso primero de este artículo, para los meses segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente, en el caso de trabajadores con contratos indefinidos; y de 10%, para el segundo mes, en el caso de trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado.


b) Con el saldo remanente de la Cuenta Individual por Cesantía, si lo hubiere.


c) Con cargo al Fondo de Cesantía Solidario de la ley N° 19.728, cuando corresponda.


En caso que la cotización del empleador no se encontrare acreditada al momento del pago de la prestación, dicho monto será financiado con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, debiendo reponerse al momento de acreditarse la cotización.

La cotización del empleador a la Cuenta Individual por Cesantía quedará comprendida en el N° 6 del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Su recaudación será responsabilidad de la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía y le serán aplicables las normas sobre declaración y pago de cotizaciones al Seguro de Cesantía, establecidas en los artículos 10 y 11 de la ley N° 19.728, con excepción del inciso séptimo del artículo 10 de dicha ley.


La cotización del empleador contemplada en la letra a) del inciso tercero de este artículo, tendrá la misma naturaleza jurídica de las cotizaciones establecidas en el artículo 5° de la ley N° 19.728.


Artículo 6º.- En el caso que el empleador decida efectuar la cotización a que se refiere el artículo anterior, podrá optar simultáneamente a que sus trabajadores con permiso para reconstrucción puedan asistir a cursos de capacitación, condición que deberá quedar estipulada expresamente en dicho permiso. Los cursos serán contratados por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo y financiados con cargo a los recursos del Fondo de Cesantía Solidario de la ley N°19.728, los que serán puestos a disposición del referido Servicio por parte de la Administradora de Fondos de Cesantía, de acuerdo al mismo procedimiento establecido por la Superintendencia de Pensiones para el permiso para capacitación que regula la ley N° 20.351. Dentro de estos cursos se considerarán comprendidas las acciones a que se refiere el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 19.518.


El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, a través de resolución visada por la Dirección de Presupuestos, fijará el valor máximo por hora de capacitación y la duración mínima de los cursos y acciones de capacitación para efectos del presente artículo.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero de este artículo, las empresas que se encuentren afiliadas a un organismo técnico intermedio para capacitación del artículo 23 de la ley N° 19.518 y que cuenten con remanentes en las respectivas cuentas de excedentes que al efecto éste mantiene, reguladas por el decreto supremo N° 122, de 1998, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y sus modificaciones, deberán financiar íntegramente los cursos a que accedan sus trabajadores en virtud de este Título. Sólo en el caso que se agotaren dichos excedentes o fueren insuficientes para financiar totalmente el curso de capacitación, éste se financiará con cargo al Fondo de Cesantía Solidario.


Con todo, no será aplicable al permiso para reconstrucción la exclusividad que trata el inciso quinto, del artículo 6° de la ley N° 20.351.


Artículo 7°.- Las prestaciones de este título a favor de los trabajadores no se considerarán renta para todos los efectos legales, estarán afectas a las cotizaciones establecidas en los incisos tercero y cuarto de este artículo y serán inembargables.


Durante los períodos en que los trabajadores se encuentren con permiso para reconstrucción, les será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 20 de la ley Nº 19.728 y mantendrán el derecho a las asignaciones familiares de que fueren beneficiarios, por los mismos montos que estaban recibiendo a la fecha de inicio del permiso para reconstrucción.


Las cotizaciones para pensiones de los trabajadores mencionados en el inciso anterior serán pagadas con cargo al Fondo de Cesantía Solidario. Estas cotizaciones se calcularán sobre el monto de la prestación que le corresponda al trabajador. El período en que el trabajador se encuentre gozando del beneficio se reputará como trabajado para todos los efectos laborales y previsionales.


Durante los períodos en que el trabajador se encuentre haciendo uso del permiso para reconstrucción y asistiendo a cursos de capacitación, el empleador deberá efectuar las cotizaciones del Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales que establece la ley N° 16.744, sobre el monto de la prestación que le corresponda al trabajador por aplicación del inciso primero del artículo 5° de esta ley, quedando aquél cubierto por dicho seguro. El accidente que sufriere el trabajador a causa o con ocasión de la capacitación a la que estuviera asistiendo, como asimismo, el de trayecto, quedarán comprendidos dentro de las contingencias que la citada ley N° 16.744 contempla y le darán derecho a las prestaciones correspondientes. Las incapacidades y muertes provocadas por dichos accidentes se excluirán para efectos de determinar la siniestralidad efectiva de la entidad empleadora a que se refiere el decreto supremo N° 67, de 1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Artículo 8º.- Los trabajadores cuyo contrato de trabajo termine con posterioridad a la utilización de un permiso para reconstrucción, que no hayan utilizado la totalidad de los giros a que hubieren tenido derecho por la aplicación de este Título, podrán acceder a los giros remanentes en conformidad al artículo 25 de la ley Nº 19.728.


Transcurridos doce meses desde la fecha de término del permiso para reconstrucción no se considerarán para la verificación del cumplimiento de los requisitos de acceso a los beneficios del Seguro de Cesantía de la ley Nº 19.728, las prestaciones obtenidas conforme este Título de la presente ley.


Artículo 9º.- Las partes podrán denunciar ante la Inspección del Trabajo las controversias que se deriven de la aplicación de este Título, sin perjuicio de la facultad de las partes de recurrir a los Tribunales de Justicia.


Título III

Disposiciones finales


Artículo 10.- La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación en el Diario Oficial. Lo dispuesto en el Título II regirá hasta el último día del mes de agosto de 2010, no obstante los trabajadores que al momento del término de vigencia de esta ley se encuentren haciendo uso del permiso a que se refiere el artículo 3°, podrán recibir el pago de la prestación del mes correspondiente.


Artículo 11.- Para efectos de acceder a las prestaciones de los Títulos I y II de esta ley, no se considerarán los giros de la cuenta individual por cesantía o del Fondo de Cesantía Solidario, con ocasión de haber hecho uso del permiso pactado que regula la ley N° 20.351.


Las prestaciones de los Títulos I y II de esta ley no se considerarán para la aplicación de la restricción de acceso al Fondo de Cesantía Solidario que contempla el inciso segundo del artículo 24 de la ley Nº 19.728.


Artículo 12.- Para los efectos de la obtención de los beneficios que establece esta ley se aplicará lo dispuesto en el artículo 27 de la ley N° 19.728.


Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que representa la aplicación de esta ley, durante el año 2010, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Salud y en lo que faltare con cargo a los recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

******

Me permito hacer presente a V.E. que los artículos 1°, 2°; 4°, incisos primero a cuarto; 5°, inciso primero; 7°, 8° y 11, fueron aprobados en general con el voto conforme de 110 Diputados, en tanto que en particular los artículos 1°, 2°; 5°, inciso primero; 7°, 8° y 11 fueron aprobados con el voto favorable de 110 diputados; asimismo, el artículo 4° lo fue con el voto conforme de 112 diputados, en todos los casos de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y TAILANDIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA Y SU PROTOCOLO

(6450-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Vicepresidente de la República, de fecha 31 de marzo de 2009.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 30 de septiembre de 2009, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, y la Asesora del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Soledad Salman.
- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

c) Decreto ley Nº 824, sobre impuesto a la renta, del 31 de diciembre de 1974.





2.- Mensaje de S.E. el señor Vicepresidente de la República.- Señala el Mensaje que el Convenio es similar a los suscritos con Brasil, Canadá, Corea del Sur, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, Francia, México, Noruega, Nueva Zelandia, Perú, Polonia, Reino Unido y Suecia, los cuales se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), con las diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.





Señala el Ejecutivo que el Convenio persigue las siguientes finalidades: reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes; asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes; otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta; establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes; proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias; y establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación  de las disposiciones del Convenio.




Destaca el Gobierno que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tiene incidencias muy importantes para la economía nacional. Agrega que, por una parte, permiten un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas operaciones que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Añade que, por otra parte, facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.





Asimismo, hace presente que constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Tailandia.




Indica el Mensaje que, si bien la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor. Precisa que ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, que no se verán afectados por el Convenio, ya que en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile.





Agrega que, en segundo término, hay que tener presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.




Precisa el Ejecutivo que este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta que los afecten. Recuerda que su objetivo central es evitar la doble tributación internacional. Para ello establece en su Capítulo III, una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas.




Señala el Mensaje que, básicamente, respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado, evitando con ello la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.




Hace presente el Gobierno que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo cada Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dicha renta de acuerdo a su legislación interna. En esta última situación, es decir, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a las rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado.





Finalmente, expresa que respecto de Chile operan los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto  de primera categoría e impuestos finales, global complementario o adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.




En cuanto al tratamiento específico de las rentas, el Mensaje señala lo siguiente:





Rentas Inmobiliarias. Expresa el Ejecutivo que las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien.




Beneficios empresariales. Indica el Gobierno que los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente.





En todo caso, agrega que para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte.




Las rentas provenientes de la prestación de servicios por parte de una empresa, incluidos los servicios de consultoría, sólo pueden gravarse en el Estado Contratante donde reside la persona que los presta. Sin embargo, pueden gravarse también en el otro Estado Contratante si esas actividades prosiguen en el país durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses, según lo dispone el artículo 5, N° 3, letra b). Para los efectos del cálculo del límite indicado, en el Protocolo se establece que las actividades realizadas por una empresa asociada a otra empresa, se agregarán al período durante el cual son realizadas por la empresa de la que es asociada, si las actividades de ambas empresas son idénticas o sustancialmente similares.





El Protocolo establece asimismo, dos normas que se refieren a la determinación de la utilidad de un establecimiento permanente. En la primera de ellas se establece que en el caso de no existir contabilidad suficiente o fidedigna para determinar los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente, nada en el artículo 7 limitará la aplicación de cualquier ley que permita determinar la renta gravable de dicho establecimiento permanente. La segunda, establece que la disposición del párrafo 3 del artículo 7, que se refiere a la deducción de gastos, solo se aplica si los gastos pueden ser atribuidos al establecimiento permanente de acuerdo con las disposiciones de la legislación tributaria del Estado Contratante en el cual el establecimiento permanente esté situado.




Transporte Internacional. Señala el Mensaje que los beneficios procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravados en el Estado Contratante donde reside la persona que explota dichos buques o aeronaves.




Empresas asociadas. Expresa el Ejecutivo que cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje los beneficios reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes.




El párrafo 2 de este artículo establece que cuando un Estado ha rectificado la base imponible de una empresa asociada, residente en su territorio, el otro Estado practicará un ajuste del monto del impuesto que ha percibido sobre la renta obtenida por la otra empresa, siempre que esté de acuerdo que el ajuste efectuado por el primer Estado está justificado tanto en sí mismo como con respecto de su monto.




Dividendos. Indica el Gobierno que los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, el impuesto así exigido no puede exceder del 10% del importe bruto de los dividendos.




El inciso tercero del párrafo 2, dispone que ese límite no se aplicará en el caso de Chile, que podrá aplicar el impuesto adicional de acuerdo a la legislación impositiva chilena, en la medida que el impuesto de primera categoría sea totalmente deducible contra el impuesto adicional.




Intereses y Regalías. Explica el Mensaje que los intereses y regalías, por su parte, pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses y regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:




a) Intereses. El impuesto exigido no puede exceder del 10% del importe bruto de los intereses provenientes de préstamos otorgados por bancos y compañías aseguradoras, y del 15% del importe bruto de los intereses en todos los demás casos, y




b) Regalías. El impuesto exigido no puede exceder del 10% del importe bruto de las regalías por el uso o el derecho al uso de derechos de autor sobre obras literarias, artísticas o científicas o por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y del 15% del importe bruto de las regalías en todos los demás casos.





En el Protocolo se establece que la expresión “propiedad intangible” en el párrafo 3 del artículo 12, significa cualquier propiedad intangible que tenga las mismas o similares características que las otras propiedades intangibles mencionadas en ese párrafo.




Ganancias de capital. Señala el Ejecutivo que las ganancias de capital que un residente de un Estado Contratante obtiene de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.





Enseguida, también pueden gravarse en ambos Estados, y sin restricciones de ninguna especie, las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente o de una base fija que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente o base fija.





En cuanto a las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga por la enajenación de acciones, títulos comparables u otros derechos de una entidad situada en el otro Estado Contratante, pueden gravarse sin restricciones de ninguna especie en ambos Estados Contratantes.





Las ganancias de capital provenientes de la enajenación de cualquier otro tipo de propiedad, distinta de las mencionadas en los párrafos anteriores, incluidas las derivadas de la enajenación de buques y aeronaves explotados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos vehículos, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que reside el enajenante.





Servicios personales independientes. Expresa el Gobierno que las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes que efectúa una persona natural residente de un Estado Contratante, sólo pueden gravarse en ese Estado Contratante. Sin embargo, dichas rentas también pueden gravarse en el otro Estado Contratante, cuando la persona tenga en ese otro Estado Contratante una base fija de la que disponga regularmente para el desempeño de sus actividades, o cuando dicha persona permanezca en el otro Estado Contratante por un período o períodos que en total sumen o excedan de 183 días dentro de un periodo cualquiera de doce meses que comience o termine durante el año tributario considerado.





Si los servicios, incluidos los de consultoría, son prestados por una empresa a través de empleados u otras personas encomendadas para este fin, sólo podrán gravarse en el Estado en que resida la empresa, a menos que tenga un establecimiento permanente en el otro Estado, de conformidad con lo establecido en los artículos 5 y 7.




Rentas de un empleo. Hace presente que las rentas provenientes de un empleo pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el perceptor permanece en el  Estado donde presta el servicio por menos de 183 días, las remuneraciones se pagan por o en nombre de una persona que no sea residente de ese otro Estado y no son soportadas por un establecimiento permanente que dicha persona tenga en el otro Estado.




Participaciones de directores, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes. Las participaciones y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad del otro Estado Contratante pueden gravarse en ambos Estados.




De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante. Por su parte, las pensiones solo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde resida el beneficiario de las mismas.




Enseguida, las remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, sólo pueden gravarse por el Estado que paga dichas rentas.




Finalmente, las cantidades que reciba para sus gastos un estudiante que se encuentre en un Estado Contratante, que es o haya sido, inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residente del otro Estado, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado.




Otras rentas. En cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el Convenio contempla dos situaciones diversas. Así, si provienen del otro Estado Contratante, ya sea Chile o Tailandia, según el caso, ambos Estados tienen el derecho a gravarlas de acuerdo a su legislación. En cambio, si provienen de un tercer Estado, sólo se pueden gravar en el Estado donde reside el perceptor de la renta.





A continuación, el Mensaje se refiera a otras disposiciones específicas del Convenio.




- Eliminación de la doble imposición. Al respecto, señala que, para evitar la doble imposición, el Convenio establece en el artículo 22, que en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición una renta, el Estado Contratante donde reside el perceptor de la renta debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante en la forma que se indica a continuación:




a) En Chile, los residentes en el país que obtengan renta que, de acuerdo al Convenio puedan someterse a imposición en Tailandia, podrán acreditar contra los impuestos chilenos correspondientes a esas rentas, los impuestos pagados en Tailandia, de acuerdo con las disposiciones aplicables de la legislación chilena, contenida en los artículos  41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta.




Para el caso especial de dividendos pagados por una sociedad que es residente en Tailandia a una sociedad que es residente en Chile y que controla directa o indirectamente al menos el 10% del poder de voto de aquella, esta sociedad podrá usar como crédito en Chile el impuesto tailandés a pagar por la sociedad en Tailandia con respecto a los beneficios con cargo a los que se paguen los dividendos. En este sentido, se presumirá que la expresión “impuesto tailandés a pagar” incluye el impuesto que hubiere sido pagado, según las leyes de Tailandia y en conformidad con este Convenio, sobre cualquier renta proveniente de fuente de Tailandia aunque haya sido sometida a imposición a una tasa reducida o estuviese exenta de impuesto tailandés en conformidad con:




i. Secciones 31, 34, 35 (1), 35 (2) y 35 (3) de la Ley de Promoción de Inversiones B.E 2520 (“Investment Promotion Act B.E. 25”20 “) o





ii. Cualquier otra disposición que posteriormente pueda otorgar una exención o reducción de impuesto y que las autoridades competentes de los Estados Contratantes acuerden que tiene características sustancialmente similares, siempre que no sea modificada o lo sea en menor medida sin alterar su principio general.




El beneficio mencionado en el párrafo anterior será otorgado por un período de 10 años contados desde la fecha de entrada en vigor del Convenio, el cual puede ser extendido mediante acuerdo entre los Estados Contratantes.




En el Convenio se establece que el crédito y cualquier devolución a que de lugar será concedido en contra del impuesto global complementario o impuesto adicional por impuestos efectivamente pagados en Tailandia.




b) En Tailandia, los residentes de ese país que obtengan rentas que, de acuerdo al Convenio puedan someterse a imposición en Chile, podrán acreditar contra el impuesto tailandés correspondiente a esas rentas, el impuesto pagado en Chile. Sin embargo, dicha deducción no podrá exceder de la parte del impuesto tailandés, calculado antes de la deducción. En el Protocolo se acuerda que, la expresión “impuesto pagado en Chile”, incluye el impuesto a la renta efectivamente pagado en Chile, cuando es aplicado neto del impuesto de primera categoría, así como también el impuesto pagado por la sociedad que reparte dividendos con cargo a los cuales dichos dividendos se pagan (impuesto de primera categoría).




- Principio de no discriminación. El Convenio reconoce el principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones.




- Procedimiento amistoso. El Acuerdo dispone, asimismo, que las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones.




- Intercambio de información. A fin de hacer posible la aplicación del Convenio, se contempla el mecanismo de intercambio de información entre las autoridades competentes.





- Entrada en vigor, duración y denuncia del Convenio. El Convenio entrará en vigor luego que los Estados Contratantes culminen con sus procedimientos legales internos y lo notifiquen al otro Estado Contratante, rigiendo a partir de la fecha de recepción de la última de dichas notificaciones. Añade que tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de las partes a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, una vez transcurrido cinco años desde su entrada en vigencia, mediante un aviso por escrito, a través de la vía diplomática.





- Protocolo del Convenio. Regula situaciones de carácter general o específico. Respecto de estas últimas, ellas se tratan en los artículos que afectan.





Con relación a las situaciones de carácter general que se abordan en el Protocolo, cabe señalar que en la primera de ellas se acuerda que, si alguno de los Estados Contratantes introduce un impuesto sobre el patrimonio, después de la fecha en el cual el Convenio entre en vigor, los Estado Contratantes iniciarán negociaciones con la finalidad de concluir un Protocolo para modificarlo, extendiendo su ámbito a cualquier impuesto sobre el patrimonio que hubieran introducido. Los términos de tal Protocolo tomarán en consideración todo acuerdo entre cualquier de los Estados y un tercer Estado para eliminar la doble imposición del patrimonio.





Respecto de la segunda se señala que, considerando que el objetivo principal del Convenio es evitar la doble tributación internacional, los Estados Contratantes acuerdan que, en el evento de que las disposiciones del Convenio sean usadas en forma tal que otorguen beneficios no contemplados ni pretendidos por él, las autoridades competentes de los Estados Contratantes deberán, en conformidad al procedimiento de acuerdo mutuo del artículo 24, recomendar modificaciones específicas al Convenio. Los Estados Contratantes además acuerdan que cualquiera de dichas recomendaciones será considerada y discutida de manera expedita con miras a modificar el Convenio en la medida en que sea necesario.


3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 8 de abril de 2009, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 28 de abril de 2009 y aprobó, por la unanimidad de los presentes, el proyecto en informe. Posteriormente, en reuniones de 30 de junio y 8 de julio de 2009, la Comisión de Hacienda aprobó este proyecto por cuatro votos a favor y una abstención.

Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 29 de septiembre de 2009, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (66 votos a favor).




4.- Instrumento Internacional.- El Convenio internacional en informe consta de un Preámbulo, 29 artículos y un Protocolo.




En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.




El Capítulo consta de dos artículos. El artículo 1 se refiere a las personas comprendidas en el Convenio, en tanto que el artículo 2 se refiere a los impuestos comprendidos por el mismo.





Dado que el Convenio sólo se aplica a los impuestos sobre la renta exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma, precisándose que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se añadan a los actuales o les sustituyan. Hace presente que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos o aranceles.





El Capítulo II contiene las definiciones usuales en esta clase de instrumentos y en él se incluyen tres artículos: el artículo 3, que trata de las definiciones generales del Convenio; el artículo 4, que establece lo que ha de entenderse por residente; y el artículo 5, que consigna el concepto de establecimiento permanente.




En el Capítulo III, referente a la imposición de las rentas, se contemplan dieciséis artículos. El artículo 6 regula la imposición de las rentas de bienes inmuebles; el artículo 7 se refiere a los beneficios empresariales; el artículo 8 contempla los beneficios procedentes del transporte internacional; el artículo 9 se refiere a las empresas asociadas; el artículo 10 regula la situación de los dividendos; el artículo 11 norma la imposición de los intereses; el artículo 12 establece el régimen aplicable a las regalías; el artículo 13 rige la forma en que se someterán a impuesto las ganancias de capital.




Por su parte, el artículo 14 contempla el tratamiento de las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes; el artículo 15 considera el tratamiento de las rentas provenientes de un empleo; el artículo 16 cuida la forma en que se gravan las participaciones de directores y otros pagos similares; el artículo 17 regula las rentas obtenidas por artistas y deportistas; en el artículo 18 se observa el tratamiento de las pensiones; el artículo 19 se refiere a las remuneraciones por el desempeño de funciones públicas; el artículo 20 determina la imposición por las cantidades que reciben los estudiantes y, por último, el artículo 21 es una disposición residual que comprende a todas las otras rentas no reguladas anteriormente.




A su vez, el Capítulo IV, sobre métodos para eliminar la doble imposición, consta de un sólo artículo, el 22, en el cual se establecen los métodos para la eliminación de la doble imposición.





Luego, en el Capítulo V, que consta de cinco artículos, se contemplan disposiciones especiales. En el artículo 23, se establece el principio de no discriminación; en el artículo 24 se regula el procedimiento de acuerdo mutuo; en el artículo 25 se alude al intercambio de información; en el articulo 26 se norma la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares, y en el artículo 27 se incluyen una serie de disposiciones misceláneas.





En el Capítulo VI, que es el último, se consignan las disposiciones finales. En el se contienen dos artículos, el 28, que establece la entrada en vigor del Convenio, y el 29, que regula la denuncia del mismo.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, puso en discusión el proyecto.





El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, señaló que en la negociación de este Convenio se utilizó el modelo de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Añadió que, por lo mismo, es prácticamente idéntico en términos de texto, disposiciones y cobertura a los aprobados anteriormente por el Congreso Nacional.





Explicó que desde hace casi 10 años que se está negociando este tipo de convenios que tienen como objetivo, tal como lo señala su nombre, evitar que empresas, inversionistas y personas de uno y otro país paguen dos veces impuestos cuando realizan actividades rentadas en el otro país. Agregó que facilitan la inversión extranjera, y promueven la transferencia tecnológica y la prestación de servicios a través de las fronteras.





Indicó que la negociación con Tailandia se enmarca en la política de estrechamiento de las relaciones con el sudeste asiático y con los países miembros de APEC.





En cuanto al impacto fiscal, manifestó que están dentro de los márgenes que la Dirección de Presupuestos puede cubrir con otros ingresos tributarios.




A continuación, consultada por los señores Senadores de la Comisión acerca de los efectos de este Convenio, la Asesora del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Soledad Selman, contestó que es prácticamente igual al modelo adoptado por la OCDE. Agregó que, además de evitar la doble tributación, disminuyen la evasión, producto del intercambio de información que se produce entre los Estados miembros.





Por su parte, el señor Sáez explicó que con Tailandia se ha buscado convenir un tratado de libre comercio, por ser una economía muy dinámica dentro del sudeste asiático. Añadió que, sin embargo, ello no ha sido posible de concretar, dada la situación política interna de Tailandia.





Observaron los señores Senadores que la falta de Convenio incita a la evasión por medio de triangulación de dineros a paraísos fiscales o créditos ficticios vía empresas de papel que finalmente perjudican al país destinatario de la inversión, razón por la cual estiman altamente beneficioso para el país la aprobación del Tratado.

Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero.
----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


"ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia para Evitar la Doble Imposición con relación a los Impuestos a la Renta y su Protocolo”, suscritos en Hanoi, el 8 de septiembre de 2006.”.
----------


Acordado en sesión celebrada el día 5 de enero de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto (Presidente), Jaime Gazmuri Mujica, Hernán Larraín Fernández y Sergio Romero Pizarro.

Sala de la Comisión, a 5 de enero de 2010.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y TAILANDIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA Y SU PROTOCOLO

(6450-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje del Ex Vicepresidente de la República, señor Andrés Velasco Brañes.


A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, y la Jefa del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Lise-Lott Kana.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, expresó que en la negociación del Convenio entre Chile y el Reino de Tailandia que el presente proyecto de acuerdo contiene, orientado, al igual que los otros suscritos con la Confederación Suiza y el Reino de Bélgica, a evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta, se utilizó el modelo de convenio de Chile basado en el de la Organización para al Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), y su propósito es facilitar la inversión extranjera y promover la transferencia tecnológica y la prestación de servicios a través de las fronteras. Todos estos convenios, en consecuencia, son prácticamente idénticos en términos de texto, disposiciones y cobertura, e iguales a los aprobados anteriormente por el Congreso Nacional. 

La elección de los aludidos tres países por parte de Chile, prosiguió, obedece a los criterios de selección para negociar que ha definido el Gobierno. Destacó, al efecto, que el convenio con Tailandia se enmarca en la política de estrechamiento de las relaciones con el sudeste asiático y países del Foro de Cooperación Económica de Asia Pacífico (APEC).

En el caso de Bélgica, se trata de un miembro de la Unión Europea, bloque con el cual nuestro país tiene ya un acuerdo de asociación, por lo que el respectivo convenio viene a complementar las fuertes relaciones económicas con dicho país. Suiza, por su parte, es una importante fuente de tecnología, cuyo costo de importación se ve reducido a través del pertinente convenio.

Bélgica y Suiza, además, son, al igual que Chile, miembros de la OCDE, organización en cuyo marco, de aprobarse dichos convenios, llegará nuestro país a tener 15 convenios de doble tributación en aplicación, esto es, con la mitad de sus miembros.

En cuanto al impacto fiscal de los tres convenios referidos, afirmó que cada uno se encuentra dentro de los márgenes que la Dirección de Presupuestos puede cubrir con otros ingresos tributarios, sin perjuicio de lo cual llamó a tener en cuenta los significativos beneficios que su aprobación importará para Chile, al reducir la carga tributaria para nuestros inversionistas en el exterior e incentivar la innovación tecnológica, por la vía de la reducción de los impuestos que se aplican a su importación.

El Honorable Senador señor Frei observó que probablemente el Convenio tenga más aplicación como estímulo a la inversión extranjera que como beneficio a empresas chilenas que inviertan en Tailandia.

El Honorable Senador señor Lagos consultó cuánto tiempo tomó la negociación del presente Acuerdo.

El señor Sáez, expresó que fueron necesarias dos rondas de negociaciones.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García y Lagos.

- - -

FINANCIAMIENTO


El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de noviembre de 2008, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de Acuerdo que aprueba el Convenio entre el Gobierno de la Republica de Chile y el Gobiemo del Reino de Tailandia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su protocolo, tiene un efecto en menores ingresos fiscales, por aproximadamente US$ 1 miles anuales, en una primera etapa. En compensación a este costo, se esperan los siguientes efectos:

- Mayor impuesto de Primera Categoría de las empresas chilenas que tienen inversiones en el país respecto del cual se propone este convenio, originado en una mayor renta por menor pago de impuestos.

- Estímulo a la inversión extranjera, con el consecuente incremento en la actividad económica, que redundaría en mayor recaudaci6n tributaria.”.
En consecuencia, el Convenio en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -





En mérito de las consideraciones anteriores,  vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


"ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia para Evitar la Doble Imposición con relación a los Impuestos a la Renta y su Protocolo”, suscritos en Hanoi, el 8 de septiembre de 2006.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 14 de abril de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Eduardo Frei Ruiz Tagle, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 20 de abril de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y SUIZA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA Y SU PROTOCOLO

(6452-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Vicepresidente de la República, de fecha 31 de marzo de 2009.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 30 de septiembre de 2009, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, y la Asesora del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Soledad Salman.
- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

c) Decreto ley Nº 824, sobre impuesto a la renta, del 31 de diciembre de 1974.





2.- Mensaje de S.E. el señor Vicepresidente de la República.- Señala el Mensaje que el Convenio es similar a los suscritos con Brasil, Canadá, Corea del Sur, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, Francia, México, Noruega, Nueva Zelandia, Perú, Polonia, Reino Unido y Suecia, los que se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); con diferencias específicas  derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.





El Ejecutivo destaca que el Convenio persigue las siguientes finalidades: reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes; asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes; otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta; establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes; proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias; y establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.




Expresa el Gobierno que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tiene incidencias muy importantes para la economía nacional, pues, por una parte, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Añade que, por otra parte, facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.





Asimismo, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Suiza.




Indica el mensaje que, si bien la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor. Ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, que no se verán afectados por el Convenio, ya que en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile. En segundo término, hace presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Agrega que en el ámbito presupuestario la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que generan, aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.




Menciona que este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio que los afecten. Reitera que su objetivo central es evitar la doble tributación internacional. Para lograrlo, establece una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas o de patrimonio.




Agrega el Ejecutivo que, respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado, con lo que se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.





Hace presente que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo cada Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dicha renta de acuerdo a su legislación interna. En aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a las rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado.




Finalmente, expresa el Gobierno que para Chile operan los Artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, global complementario o adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 8 de abril de 2009, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 28 de abril de 2009 y aprobó, por la unanimidad de los presentes, el proyecto en informe. Posteriormente, con fecha 30 de junio de 2009, la Comisión de Hacienda aprobó este proyecto también por unanimidad.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 29 de septiembre de 2009, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (66 votos a favor).




4.- Instrumento Internacional.- El Convenio internacional en informe consta de un Preámbulo, 29 artículos y un Protocolo.




En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.




El Ámbito de Aplicación del Convenio contempla dos artículos. El artículo 1 se refiere a las personas comprendidas en el Convenio, en tanto que el artículo 2 se refiere a los impuestos comprendidos por el mismo.





Dado que el Convenio sólo se aplica a los impuestos sobre la renta o el patrimonio exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma, precisándose que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se añadan a los actuales o les sustituyan. Hace presente que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos o aranceles.





Las definiciones usuales en esta clase de instrumentos se incluyen en tres artículos. El artículo 3 trata de las definiciones generales; el artículo 4 establece lo que ha de entenderse por residente; y el artículo 5, consigna el concepto de establecimiento permanente.





El tratamiento de las rentas y del patrimonio se regula entre los artículos 6 al 21. El artículo 6 regula la imposición de las rentas de bienes inmuebles; el artículo 7 se refiere a los beneficios empresariales; el artículo 8 contempla los beneficios procedentes del transporte internacional; el artículo 9 se refiere a las empresas asociadas; el artículo 10 regula la situación de los dividendos; el artículo 11 regula la imposición de los intereses; el artículo 12 establece el régimen aplicable a las regalías; el artículo 13 rige la forma en que se someterán a impuesto las ganancias de capital.




Por su parte, el artículo 14 contempla el tratamiento de las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes, mientras que el artículo 15 regula el tratamiento de las rentas provenientes de un empleo; el artículo 16 cuida la forma en que se gravan las participaciones de directores y otros pagos similares; el artículo 17 norma las rentas obtenidas por artistas y deportistas; en el artículo 18 se observa el tratamiento de las pensiones; el artículo 19 se refiere a las remuneraciones por el desempeño de funciones públicas y, por último, el artículo 20 determina la imposición por las cantidades que reciben los estudiantes. La imposición del patrimonio está contenida en el artículo 21.





En cuanto al tratamiento específico de las rentas y del patrimonio, es el siguiente:





- Rentas Inmobiliarias. Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien.





- Beneficios empresariales. Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente.





En el N° 3 del Protocolo se precisa que, cuando una empresa vende bienes por medio de un establecimiento permanente, los beneficios de ese establecimiento permanente no deberán determinarse sobre la base del monto total recibido por la empresa, sino que deberán determinarse sobre la parte de la renta que se atribuya al establecimiento permanente. Se menciona en particular, el caso de contratos de estudio, suministro, instalación o construcción de equipo industrial, comercial o científico, o de obras públicas, ejecutados en parte por el establecimiento permanente y en parte por la casa matriz, en que el establecimiento permanente se deberá gravar solo sobre la base de la real función económica que desarrolle.




Para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos que se justifiquen comercialmente, en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte (artículo 7, inciso 3). En el N° 4 del Protocolo se establece que la expresión “comercialmente justificada" se entenderá, conforme a la jurisprudencia chilena, que tiene el mismo significado del término “necesario” de la legislación pertinente.




Las rentas provenientes de la prestación de servicios por parte de una empresa, incluidos los servicios de consultoría, sólo pueden gravarse en el Estado Contratante donde reside la persona que los presta. Sin embargo, pueden gravarse también en el otro Estado Contratante si esas actividades prosiguen en el país durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses, según lo dispone el artículo 5, N° 3, letra b). Para los efectos del cálculo de limite contemplado en la norma indicada, en el N° 2 del Protocolo se establece que el período durante el cual las actividades son desarrolladas por una empresa, asociada con otra empresa, podrá ser agregado al período durante el cual las actividades son desarrolladas por la empresa asociada si las actividades están conectadas, siempre que cualquier período durante el cual una o más empresas asociadas desarrollen actividades concurrentes, sea contado una sola vez.





- Transporte Internacional. Los beneficios procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravados en el Estado Contratante donde reside la persona que explota dichos buques o aeronaves.





- Empresas asociadas. Cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje los beneficios reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes.





El párrafo 2 de este artículo establece que cuando un Estado ha rectificado la base imponible de una empresa asociada, residente en su territorio, el otro Estado practicará un ajuste del monto del impuesto que ha percibido sobre la renta obtenida por la otra empresa, siempre que esté de acuerdo que el ajuste efectuado por el primer Estado está justificado tanto en sí mismo como con respecto de su monto.




- Dividendos. Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, el impuesto no podrá exceder del 15% del importe bruto de los dividendos (artículo 10, párrafos 1 y 2).





El párrafo 2 establece que sus disposiciones no afectan la imposición de la sociedad respecto de las utilidades con cargo a las que se paguen los dividendos. Asimismo señala, que sus disposiciones no limitarán la aplicación del impuesto adicional a pagar en Chile, en la medida que el impuesto de primera categoría sea totalmente deducible contra el impuesto adicional.




- Intereses y Regalías. Los intereses y regalías, por su parte, pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses y regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:





a) Intereses: El impuesto exigido no puede exceder del 5% del importe bruto de los intereses derivados de: préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros; bonos o valores que son sustancial y regularmente transados en una bolsa de valores reconocida, y  por la venta a crédito de maquinaria y equipo, pagados por el comprador al beneficiario efectivo que es el vendedor de la maquinaria y equipo. En todos los demás casos, el impuesto no puede exceder de 15% del importe bruto de los intereses (artículo 11); y





b) Regalías: El impuesto exigido no puede exceder del 5% del importe bruto de las regalías pagadas por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y del 10% en todos los demás casos (artículo 12).





Debe tenerse presente sin embargo, que en el párrafo 6 del Protocolo se establece que, si en algún acuerdo o convenio entre Chile y un Estado Miembro de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, Chile acordara exceptuar de impuesto o establecer tasas inferiores a las contempladas en el presente Convenio para los intereses y regalías, esa exención o tasa reducida se aplicará automáticamente y bajo las mismas condiciones como si hubiese sido especificada en el Convenio, a contar de la fecha en que las disposiciones de ese acuerdo o Convenio entren en vigor.





- Ganancias de capital. Las ganancias de capital que un residente de un Estado Contratante obtiene de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.





Enseguida, también pueden gravarse en ambos Estados, y sin restricciones de ninguna especie, las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente o de una base fija que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente o base fija.





En cuanto a las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga por la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante si:




a) El enajenante ha poseído, en cualquier momento dentro del período de doce meses precedentes a la enajenación, directa o indirectamente, acciones u otros derechos representativos de un 20% o más del capital de esa sociedad, o





b) Provienen de la enajenación de acciones cuyo valor derive directa o indirectamente en más de un 50% de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante.





Las ganancias de capital por la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad que no se encuentren en las situaciones indicadas en el párrafo anterior, también pueden someterse a imposición, pero el impuesto exigido no podrá exceder del 17% del monto de la ganancia.





Las ganancias de capital obtenidas por un fondo de pensiones provenientes de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad, serán gravadas únicamente en el Estado Contratante donde resida el fondo.





Las ganancias de capital provenientes de la enajenación de cualquier otro tipo de propiedad, distinta de las mencionadas en los párrafos anteriores, incluidas las derivadas de la enajenación de buques y aeronaves explotados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos vehículos, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que reside el enajenante.





- Servicios personales independientes. Las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes que efectúa una persona natural residente de un Estado Contratante, sólo pueden gravarse en ese Estado Contratante.





Sin embargo, dichas rentas también pueden gravarse en el otro Estado Contratante, cuando la persona tenga en ese otro Estado Contratante una base fija de la que disponga regularmente para el desempeño de sus actividades, o cuando dicha persona permanezca en el otro Estado Contratante por un período o períodos que en total sumen o excedan de 183 días dentro de un periodo cualquiera de doce meses (artículo 14).





Los servicios prestados por una empresa a través de empleados u otras personas encomendadas para este fin, están regulados como rentas empresariales en los artículos 5 y 7.





- Rentas de un empleo. Las rentas provenientes de un empleo pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el perceptor permanece en el  Estado donde presta el servicio por menos de 183 días, las remuneraciones se pagan por o en nombre de una persona que no sea residente de ese otro Estado y no son soportadas por un establecimiento permanente que dicha persona tenga en el otro Estado (artículo 15).





- Participaciones de directores, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes. Las participaciones y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad del otro Estado Contratante pueden gravarse en ambos Estados (artículo 16).




De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante (artículo 17).





Por su parte, las pensiones pueden someterse a imposición en ambos Estados. Sin embargo, el Estado del que procedan las pensiones, no puede aplicar un impuesto que exceda del 15% del importe bruto de las pensiones (artículo 18). En el párrafo 7 del Protocolo se establece que el término “pensiones” usado en el artículo 18 no comprende pagos de sumas globales y, en el caso de Suiza, no comprende pagos efectuados de acuerdo a sistemas de ahorro reconocidos de retiro individual.

Enseguida, las remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, sólo pueden gravarse por el Estado que paga dichas rentas (artículo 19).




Finalmente, las cantidades que reciba para sus gastos un estudiante que se encuentre en un Estado Contratante, que es o haya sido, inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residente del otro Estado, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado (artículo 20).





- Otras rentas. En cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el párrafo 1 del Protocolo establece que, cualquier ítem de renta que no esté tratado por el Convenio, no queda afecto a sus disposiciones. Por lo tanto, la tributación de ese ítem de renta está regulado exclusivamente por las leyes internas de cada Estado Contratante.





- Imposición del patrimonio. Por último, el Convenio regula expresamente la imposición del patrimonio, que en el caso de estar constituido por bienes inmuebles o por bienes muebles de un establecimiento permanente o de una base fija que un residente de un Estado Contratante tiene en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados Contratantes. Respecto de buques o aeronaves explotados en tráfico internacional, bienes muebles afectos a la explotación de tales buques o aeronaves y demás elementos del patrimonio que posea un residente de un Estado Contratante, sólo pueden someterse a imposición en el Estado de la residencia (artículo 21).





A continuación, el artículo 22, regula los métodos para evitar la doble imposición. Para tal fin el Convenio establece que en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición una renta, el Estado Contratante donde reside el perceptor de la renta debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante o una exención con reserva de progresividad, en la forma que se indica a continuación:





a) En Chile, los residentes en el país que obtengan rentas que, de acuerdo al Convenio puedan someterse a imposición en Suiza, podrán acreditar contra los impuestos chilenos correspondientes a esas rentas, los impuestos pagados en Suiza, de acuerdo con las disposiciones aplicables de la legislación chilena, contenida en los artículos  41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta.





b) En Suiza la doble imposición se evitará de la manera siguiente:




i. Cuando un residente de Suiza obtenga rentas o posea un patrimonio que se puedan gravar en Chile, Suiza eximirá de impuestos a dichas rentas o patrimonio, con las excepciones que se indican más adelante. No obstante, podrá tomar en consideración las rentas o el patrimonio exentos para calcular el impuesto sobre las demás rentas o patrimonio de ese residente. En el caso de las ganancias de capital provenientes de la enajenación de acciones, el Convenio establece que la exención sólo se aplica si se acredita la imposición efectiva de esas ganancias en Chile;





ii. Cuando un residente en Suiza obtenga intereses o regalías que se puedan gravar en Chile, Suiza concederá, previa solicitud, una desgravación a ese residente que puede consistir en una deducción en el impuesto a la renta de ese residente, una reducción global en el impuesto suizo o una exención parcial. Suiza determinará la deducción que corresponda y regulará el procedimiento de acuerdo con las disposiciones suizas relativas a la aplicación de convenios internacionales;





iii. Cuando un residente de Suiza obtenga dividendos que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 10 pueden ser gravados en Chile, Suiza permitirá, previa solicitud, una desgravación para ese residente, que consistirá en un crédito igual al 15% del importe bruto de los dividendos;





iv. Cuando un residente de Suiza obtenga ganancias de capital provenientes de la enajenación de acciones que representen menos del 20% del capital de la sociedad o cuyo valor proviene en menos de un 50% de bienes inmuebles, Suiza permitirá, previa solicitud, una deducción en el impuesto suizo sobre esa renta, de un monto igual al impuesto devengado en Chile, deducción que no podrá exceder de la parte del impuesto suizo calculado antes de la deducción, correspondiente a la renta que puede someterse a imposición en Chile;





v. Cuando un residente de Suiza perciba una pensión proveniente de Chile, Suiza permitirá, previa solicitud, una deducción en el impuesto suizo de un monto igual al impuesto devengado en Chile, deducción que no podrá exceder de la parte del impuesto suizo calculado antes de la deducción, correspondiente a la renta que puede someterse a imposición en Chile; y





vi. Cuando una sociedad residente de Suiza reciba dividendos de una sociedad residente de Chile, gozará, para los efectos de la aplicación del impuesto suizo sobre esos dividendos, de las mismas ventajas que tendría si la sociedad que paga los dividendos fuera residente de Suiza.





Luego el Convenio contiene 5 artículos que tratan sobre “Disposiciones especiales”. El artículo 23, establece el principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones.





A su vez, el artículo 24 regula el procedimiento de acuerdo mutuo, por el cual las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones.





El artículo 25 alude al intercambio de información entre las autoridades competentes. En el párrafo 5 del artículo 25 se establece que, en casos de fraude tributario las disposiciones de los párrafos 1 y 3 del mismo artículo no se interpretarán en el sentido de permitir a un Estado Contratante negarse a proporcionar información únicamente porque ésta obre en poder de bancos, otras instituciones financieras o de cualquier persona que actúe en calidad representativa o fiduciaria o porque esa información haga referencia a la participación en la titularidad de una persona. En el párrafo 8 del Protocolo se define “fraude tributario” como un comportamiento fraudulento que es un delito en el Estado requirente y en el Estado requerido, punible con penas privativas de libertad, es decir, contempla el principio de la doble incriminación. Asimismo se precisa, con respecto a los procedimientos seguidos en Chile para obtener información, incluida la información bancaria, en el caso de fraudes tributarios, que las autoridades competentes chilenas aplicarán los procedimientos internos previstos en la legislación chilena a fin de cumplir con los requerimientos de información de las autoridades competentes suizas.




El N° 9 del Protocolo establece que si Chile llegara a ser miembro de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), las autoridades competentes de los Estados Contratantes intercambiarán, previa solicitud, la información que sea necesaria para administrar o hacer cumplir las leyes internas en el caso de las “sociedades de control”, en relación a los impuestos sujetos al Convenio.





Luego, el articulo 26 norma la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares y en el artículo 27 se incluyen una serie de disposiciones misceláneas.





Las disposiciones finales del Convenio están contenidas en dos artículos, el 28, que establece la entrada en vigor del Convenio, y el 29, que regula la denuncia del mismo.





Por último, el Convenio tiene un Protocolo, el cual forma parte integrante del mismo, y regula situaciones de carácter general o específico. Así, el párrafo 5 del Protocolo busca evitar el mal uso del Convenio por parte de personas residentes en un tercer Estado. En efecto, la norma establece que las disposiciones de los artículos 10, 11 y 12 no se aplicarán respecto de dividendos, intereses y regalías que se paguen de acuerdo con, o como parte de un acuerdo instrumental, entendiéndose por tal aquel que significa una transacción o una serie de transacciones estructuradas de tal forma, que le permiten a un residente de un Estado Contratante reclamar los beneficios del convenio respecto de rentas provenientes del otro Estado Contratante, pero dicho residente paga toda o la mayor parte de la renta a otra persona, residente de un tercer Estado, que por esa circunstancia no podría reclamar los beneficios del convenio.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, puso en discusión el proyecto.





El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, señaló que en la negociación de este Convenio se utilizó el modelo de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Añadió que, por lo mismo, es prácticamente idéntico en términos de texto, disposiciones y cobertura a los aprobados anteriormente por el Congreso Nacional.





Explicó que desde hace casi 10 años que se está negociando este tipo de convenios que tienen como objetivo, tal como lo señala su nombre, evitar que empresas, inversionistas y personas de uno y otro país paguen dos veces impuestos cuando realizan actividades rentadas en el otro país. Agregó que facilitan la inversión extranjera, y promueven la transferencia tecnológica y la prestación de servicios a través de las fronteras.





Destacó que Suiza es un importante inversor en nuestro país, por ejemplo, la compañía Nestlé. Además de bancos y compañías de seguros.




En cuanto al impacto fiscal, manifestó que están dentro de los márgenes que la Dirección de Presupuestos puede cubrir con otros ingresos tributarios.




A continuación, consultada por los señores Senadores de la Comisión acerca de los efectos de este Convenio, la Asesora del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Soledad Selman, contestó que es prácticamente igual al modelo adoptado por la OCDE. Agregó que, además de evitar la doble tributación, disminuyen la evasión, producto del intercambio de información que se produce entre los Estados miembros.





Observaron los señores Senadores que la falta de Convenio incita a la evasión por medio de triangulación de dineros a paraísos fiscales o créditos ficticios vía empresas de papel que finalmente perjudican al país destinatario de la inversión, razón por la cual estiman altamente beneficioso para el país la aprobación del Tratado.

Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero.
----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


"ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la Confederación Suiza para Evitar la Doble Imposición con relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo”, suscritos en Santiago, el 2 de abril de 2008.”.
----------


Acordado en sesión celebrada el día 5 de enero de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto (Presidente), Jaime Gazmuri Mujica, Hernán Larraín Fernández y Sergio Romero Pizarro.

Sala de la Comisión, a 5 de enero de 2010.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y SUIZA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA Y SU PROTOCOLO

(6452-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje del Ex Vicepresidente de la República, señor Andrés Velasco Brañes.


A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, y la Jefa del Departamento de Normas Internaciones del Servicio de Impuestos Internos, señora Lise-Lott Kana.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, expresó que en la negociación del Convenio entre Chile y la Confederación Suiza que el presente proyecto de acuerdo contiene, orientado, al igual que los otros suscritos con el Reino de Tailandia y el Reino de Bélgica, a evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta, se utilizó el modelo de convenio de Chile basado en el de la Organización para al Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), y su propósito es facilitar la inversión extranjera y promover la transferencia tecnológica y la prestación de servicios a través de las fronteras. Todos estos convenios, en consecuencia, son prácticamente idénticos en términos de texto, disposiciones y cobertura, e iguales a los aprobados anteriormente por el Congreso Nacional. 

La elección de los aludidos tres países por parte de Chile, prosiguió, obedece a los criterios de selección para negociar que ha definido el Gobierno. Destacó, al efecto, que siendo Suiza una importante fuente de tecnología, el costo de importación de la misma se ve reducido a través del pertinente convenio.

En el caso de Bélgica, se trata de un miembro de la Unión Europea, bloque con el cual nuestro país tiene ya un acuerdo de asociación, por lo que el respectivo convenio viene a complementar las fuertes relaciones económicas con dicho país. El acuerdo con Tailandia, por su parte, se enmarca en la política de estrechamiento de las relaciones con el sudeste asiático y países del Foro de Cooperación Económica de Asia Pacífico (APEC).

Bélgica y Suiza, además, son, al igual que Chile, miembros de la OCDE, organización en cuyo marco, de aprobarse dichos convenios, llegará nuestro país a tener 15 convenios de doble tributación en aplicación, esto es, con la mitad de sus miembros.

En cuanto al impacto fiscal de los tres convenios referidos, afirmó que cada uno se encuentra dentro de los márgenes que la Dirección de Presupuestos puede cubrir con otros ingresos tributarios, sin perjuicio de lo cual llamó a tener en cuenta los significativos beneficios que su aprobación importará para Chile, al reducir la carga tributaria para nuestros inversionistas en el exterior e incentivar la innovación tecnológica, por la vía de la reducción de los impuestos que se aplican a su importación.

El Honorable Senador señor Frei observó que probablemente el Convenio tenga más aplicación como estímulo a la inversión extranjera que como beneficio a empresas chilenas que inviertan en Suiza.

El Honorable Senador señor Lagos consultó cuánto tiempo tomó la negociación del presente Acuerdo.

El señor Sáez, expresó que fueron necesarias al menos tres rondas de negociaciones.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García y Lagos.

- - -

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de noviembre de 2008, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de Acuerdo que aprueba el Convenio entre la República de Chile y la Confederación Suiza para evitar la doble imposición con relación a los impuestos a la renta y al patrimonio, y su protocolo, tiene un efecto en menores ingresos fiscales, por aproximadamente US$ 8.949 miles anuales, en una primera etapa. En compensación a este costo, se esperan los siguientes efectos:
- Mayor impuesto de Primera Categoría de las empresas chilenas que tienen inversiones en el país respecto del cual se propone este convenio, originado en una mayor renta por menor pago de impuestos.

- Estímulo a la inversión extranjera, con el consecuente incremento en la actividad económica, que redundaría en mayor recaudación tributaria.”.
En consecuencia, el Convenio en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -

En mérito de las consideraciones anteriores,  vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

:
PROYECTO DE ACUERDO


"ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la Confederación Suiza para Evitar la Doble Imposición con relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo”, suscritos en Santiago, el 2 de abril de 2008.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 14 de abril de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Eduardo Frei Ruiz Tagle, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 20 de abril de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y BÉLGICA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA Y SU PROTOCOLO

(6453-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Vicepresidente de la República, de fecha 31 de marzo de 2009.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 30 de septiembre de 2009, donde se dispuso su estudio por la Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, y la Asesora del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Soledad Salman.
- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

c) Decreto ley Nº 824, sobre impuesto a la renta, del 31 de diciembre de 1974. 

2.- Mensaje de S.E. el señor Vicepresidente de la República.- Señala el Mensaje que este instrumento es similar a los suscritos con Brasil, Canadá, Corea del Sur, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, Francia, México, Noruega, Nueva Zelandia, Perú, Polonia, Reino Unido y Suecia, que se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); con diferencias específicas  derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.


Añade que el Convenio persigue las siguientes finalidades: reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes; asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes; otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta; establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes; proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias; y establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.

Agrega el Mensaje que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tiene incidencias muy importantes para la economía nacional, ya que, por una parte, permiten un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Por otra parte, facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.

Asimismo, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Bélgica.

Indica el Gobierno que, si bien la aplicación de este Convenio podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor, toda vez que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, que no se verán afectados por el Convenio, pues, en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile. Añade que, en segundo término, hay que tener presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Agrega que, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.

El Mensaje señala que este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio que los afecten.


Precisa el Ejecutivo que su objetivo central es evitar la doble tributación internacional. Para lograrlo, establece una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas o de patrimonio. Así, respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.


Hace presente que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo cada Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dicha renta de acuerdo a su legislación interna.


Agrega que en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a las rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado.


Finalmente, el Mensaje expresa que para Chile operan los Artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, global complementario o adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.

3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 8 de abril de 2009, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 28 de abril de 2009 y aprobó, por la unanimidad de los presentes, el proyecto en informe. Posteriormente, con fecha 30 de junio de 2009, la Comisión de Hacienda aprobó este proyecto también por unanimidad.

Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 29 de septiembre de 2009, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (66 votos a favor).

4.- Instrumento Internacional.- El Convenio internacional en informe consta de un Preámbulo, 30 artículos y un Protocolo. 


En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.


El ámbito de aplicación del Convenio contempla dos artículos. El artículo 1 se refiere a las personas comprendidas en el Convenio, en tanto que el artículo 2 se refiere a los impuestos comprendidos por el mismo.

Dado que el Convenio sólo se aplica a los impuestos sobre la renta o el patrimonio exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma, precisándose que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se añadan a los actuales o les sustituyan. Se hace presente que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos o aranceles.

Las definiciones usuales en esta clase de instrumentos se incluyen en tres artículos. El artículo 3 trata de las definiciones generales del Convenio; el artículo 4 establece lo que ha de entenderse por residente; y el artículo 5, consigna el concepto de establecimiento permanente. 


El tratamiento de las rentas y del patrimonio se regula entre los artículos 6 al 22. El artículo 6 regula la imposición de las rentas de bienes inmuebles; el artículo 7 se refiere a los beneficios empresariales; el artículo 8 contempla los beneficios procedentes del transporte internacional; el artículo 9 se refiere a las empresas asociadas; el artículo 10 regula la situación de los dividendos; el artículo 11 regula la imposición de los intereses; el artículo 12 establece el régimen aplicable a las regalías; y el artículo 13 rige la forma en que se someterán a impuesto las ganancias de capital.


Por su parte, el artículo 14 contempla el tratamiento de las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes, mientras que en el artículo 15 regula el tratamiento de las rentas provenientes de un empleo; el artículo 16 cuida la forma en que se gravan las participaciones de directores y otros pagos similares; el artículo 17 norma las rentas obtenidas por artistas y deportistas; el artículo 18 dispone el tratamiento de las pensiones; el artículo 19 se refiere a las remuneraciones por el desempeño de funciones públicas; el artículo 20 determina la imposición por las cantidades que reciben los estudiantes y, por último, el artículo 21 es una disposición residual que comprende a todas las otras rentas no reguladas anteriormente.

El tratamiento específico de las rentas y del patrimonio es el siguiente:


- Rentas Inmobiliarias. Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien (artículo 6).


- Beneficios empresariales. Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente (artículo 7).

En el N° 5 del Protocolo se precisa que, cuando una empresa vende bienes por medio de un establecimiento permanente, los beneficios de ese establecimiento permanente no deberán determinarse sobre la base del monto total recibido por la empresa, sino que deberán determinarse sobre la parte de la renta que se atribuya al establecimiento permanente.

Para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte (artículo 7, inciso tercero). En el N° 6 del Protocolo se establece que las disposiciones de ese inciso se aplican sólo si los gastos pueden ser atribuidos al establecimiento permanente de acuerdo con las disposiciones de la legislación tributaria del Estado Contratante en el cual el establecimiento permanente esté situado.


Las rentas provenientes de la prestación de servicios por parte de una empresa, incluidos los servicios de consultoría, sólo pueden gravarse en el Estado Contratante donde reside la persona que los presta. Sin embargo, pueden gravarse también en el otro Estado Contratante si esas actividades prosiguen en el país durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses, según lo dispone el artículo 5, N° 3, letra b). Para los efectos del cálculo del límite indicado, en el N° 3 del Protocolo se establece que cuando una empresa que desarrolle actividades comprendidas en ese párrafo esté asociada con otra empresa, la duración de las actividades de ambas empresas deberá ser tomadas en cuenta en conjunto, al determinar las actividades de acuerdo a ese párrafo, salvo en la medida que esas actividades sean llevadas a cabo al mismo tiempo.

- Transporte Internacional. Los beneficios procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravados en el Estado Contratante donde reside la persona que explota dichos buques o aeronaves (artículo 8).


- Empresas asociadas. Indica que cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje los beneficios reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes (artículo 9).


El párrafo 2 de este artículo establece que cuando un Estado ha rectificado la base imponible de una empresa asociada, residente en su territorio, el otro Estado practicará un ajuste del monto del impuesto que ha percibido sobre la renta obtenida por la otra empresa, siempre que esté de acuerdo que el ajuste efectuado por el primer Estado está justificado tanto en sí mismo como con respecto de su monto.

- Dividendos. Dispone que los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, el impuesto no podrá exceder del 15% del importe bruto de los dividendos. Con todo, se exime de impuesto a los dividendos cuando el beneficiario efectivo de los mismos es una sociedad residente del otro Estado Contratante que posee acciones representativas de al menos el 10% del capital de la sociedad que paga los dividendos (artículo 10, párrafos 1 y 2).


El inciso 3 del párrafo 2, prevé que las disposiciones de ese párrafo no afectarán a la imposición de la sociedad respecto de las utilidades con cargo a las que se paguen los dividendos, precisando que en el caso de Chile, esta imposición incluye al impuesto adicional. Con relación a esta disposición, en el N° 7 del Protocolo se establece respecto de la aplicación el impuesto adicional, que si el impuesto de primera categoría deje de ser totalmente deducible en la determinación del monto del impuesto adicional a pagar o la tasa del impuesto adicional que afecte a un residente de Bélgica exceda del 42%, los Estados Contratantes se consultarán a objeto de modificar el convenio.

- Intereses y Regalías. Los intereses y regalías, por su parte, pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses y regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:

a) Intereses. El impuesto exigido no puede exceder del 5% del importe bruto de los intereses derivados de préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros; bonos y valores que son sustancial y regularmente transados en una bolsa de valores reconocida; y por la venta a crédito de maquinaria y equipo, pagados por el comprador al beneficiario efectivo que es el vendedor de la maquinaria y equipo. En todos los demás casos, el impuesto no puede exceder de 15% del importe bruto de los intereses (artículo 11).


b) Regalías. El impuesto exigido no puede exceder del 5% del importe bruto de las regalías pagadas por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y del 10% en todos los demás casos (artículo 12).


Debe tenerse presente sin embargo, que en el párrafo 8 del Protocolo se establece que, si en algún Acuerdo entre Chile y un Estado Miembro de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, que entre en vigencia después de la fecha de suscripción de este Convenio, Chile acordara exceptuar de impuesto o establecer tasas inferiores a las contempladas en el presente Convenio para los intereses y regalías, esa exención o tasa reducida se aplicará automáticamente y bajo las mismas condiciones como si hubiese sido especificada en el Convenio.


Respecto de las regalías, por otra parte, en el N° 9 del Protocolo se establece que en los casos de contratos mixtos, que comprenden pagos por suministro de know how y por servicios de asistencia técnica, se debe dividir el contrato sobre la base de la información contenida en el mismo o por medio de una razonable asignación proporcional del monto a pagar estipulado, de acuerdo a las diversas partes que están siendo suministradas por el contrato, y luego aplicar el tratamiento impositivo que corresponda a cada parte determinada.


- Ganancias de capital. Las ganancias de capital que un residente de un Estado Contratante obtiene de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.

Enseguida, también pueden gravarse en ambos Estados, y sin restricciones de ninguna especie, las ganancias de capital que obtiene el residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente o de una base fija que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente o base fija.

En cuanto a las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga por la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante si:


a) El enajenante ha poseído, en cualquier momento dentro del período de doce meses precedentes a la enajenación, directa o indirectamente, acciones u otros derechos representativos de un 20% o más del capital de esa sociedad, o


b) Provienen de la enajenación de acciones cuyo valor derive directa o indirectamente en más de un 50% de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante. 


Las ganancias de capital por la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad que no se encuentren en las situaciones indicadas en el párrafo anterior, también pueden someterse a imposición, pero el impuesto exigido no podrá exceder del 16% del monto de la ganancia.


Las ganancias de capital obtenidas por un fondo de pensiones provenientes de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad, serán gravadas únicamente en el Estado Contratante donde resida el fondo.


Las ganancias de capital provenientes de la enajenación de cualquier otro tipo de propiedad, distinta de las mencionadas en los párrafos anteriores, incluidas las derivadas de la enajenación de buques y aeronaves explotados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos vehículos, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que reside el enajenante.


- Servicios personales independientes. Las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes que efectúa una persona natural residente de un Estado Contratante, sólo pueden gravarse en ese Estado Contratante.


Sin embargo, dichas rentas también pueden gravarse en el otro Estado Contratante, cuando la persona tenga en ese otro Estado Contratante una base fija de la que disponga regularmente para el desempeño de sus actividades, o cuando dicha persona permanezca en el otro Estado Contratante por un período o períodos que en total sumen o excedan de 183 días, dentro de un periodo cualquiera de doce meses que comience o termine durante el año tributario considerado (artículo 14).

Los servicios prestados por una empresa a través de empleados u otras personas encomendadas para este fin, están regulados como rentas empresariales en los artículos 5 y 7.


- Rentas de un empleo. Las rentas provenientes de un empleo pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el perceptor permanece en el Estado donde presta el servicio por menos de 183 días, las remuneraciones se pagan por o en nombre de una persona que no sea residente de ese otro Estado y no son soportadas por un establecimiento permanente que dicha persona tenga en el otro Estado (artículo 15).


En el N° 10 del Protocolo se precisa que el empleo se ejerce en el lugar donde el empleado está físicamente presente cuando desarrolla las actividades respecto de las cuales se paga la renta.

- Participaciones de directores, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes. Dispone que las participaciones y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad del otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados (artículo 16). En el N° 11 del Protocolo se establece que en el caso de remuneraciones obtenidas por un director de una sociedad anónima por el desarrollo de funciones habituales de naturaleza gerencial o técnicas, comerciales o financieras o de remuneraciones percibidas por un socio de una sociedad que no sea anónima en razón de su actividad habitual en la sociedad, no tratadas en los artículos 14, 15 y 16, no serán gravadas en el artículo 21, que se refiere a otras rentas, sino que se gravarán de acuerdo al artículo 15, como si fueran remuneraciones percibidas en razón de un empleo.


De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante (artículo 17).


Por su parte, las pensiones pueden someterse a imposición en ambos Estados. Los alimentos y otras pensiones alimenticias pagadas por un residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante, si no son deducibles para quien efectúa el pago, no serán sometidos a imposición en el Estado Contratante donde reside el perceptor de la renta (artículo 18).


Enseguida, las remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, sólo pueden gravarse por el Estado que paga dichas rentas (artículo 19).


Finalmente, las cantidades de dinero que reciba para sus gastos un estudiante que se encuentre en un Estado Contratante, que es o haya sido, inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residente del otro Estado, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado (artículo 20).

- Otras rentas. En cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el Convenio contempla dos situaciones diversas. Así, si provienen del otro Estado Contratante, ya sea Chile o Bélgica según el caso, ambos Estados tienen derecho a gravarlas de acuerdo a su legislación. En cambio, si provienen de un tercer Estado, sólo se pueden gravar en el Estado donde reside el preceptor de la renta (artículo 21).

La imposición del patrimonio está contenida en el artículo 22. El Convenio regula expresamente que, en el caso de estar constituido por bienes inmuebles o muebles de un establecimiento permanente, o de una base fija que un residente de un Estado Contratante tiene en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados Contratantes.


Respecto de buques o aeronaves explotados en tráfico internacional, bienes muebles afectos a la explotación de tales buques o aeronaves y demás elementos del patrimonio que posea un residente de un Estado Contratante, sólo pueden someterse a imposición en el Estado de la residencia (artículo 22).

En cuanto a los métodos para evitar la doble imposición, éstos se encuentran en el artículo 23. Para tal fin, el Convenio establece que en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición una renta, el Estado Contratante donde reside el perceptor de la renta debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante o una exención con reserva de progresividad, en la forma que se indica a continuación:


a) En Chile, los residentes que obtengan rentas que, de acuerdo al Convenio, puedan someterse a imposición en Bélgica, podrán acreditar contra los impuestos chilenos correspondientes a esas rentas, los impuestos pagados en Bélgica, de acuerdo con las disposiciones aplicables de la legislación chilena, contenida en los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


b) En Bélgica, la doble imposición se evitará de la manera siguiente:

i. Cuando un residente de Bélgica obtenga rentas, distintas de dividendos, intereses o regalías, o posea elementos patrimoniales que se gravan en Chile, Bélgica eximirá de impuestos esas rentas o elementos patrimoniales, pero podrá, no obstante, tomar en consideración las rentas o el patrimonio exentos para calcular el impuesto sobre el resto de las rentas o el patrimonio de ese residente;

ii. Los dividendos que una sociedad residente en Bélgica reciba de una sociedad residente en Chile, estarán exentos del impuesto de sociedades en Bélgica, bajo las mismas condiciones y dentro de los mismos límites que si la sociedad que paga los dividendos fuera residente de Bélgica o de otro Estado Miembro de la Unión Europea;

iii. Cuando un residente de Bélgica reciba rentas que estén comprendidas en su renta global para efectos impositivos en Bélgica, que consistan en intereses o regalías, el impuesto chileno aplicado sobre esas rentas será imputable como crédito en el impuesto belga correspondiente a esas rentas, y


iv. En el caso de pérdidas sufridas por una sociedad residente de Bélgica por la explotación de un establecimiento permanente situado en Chile, que hayan sido efectivamente deducidas de las utilidades de esa sociedad a efectos de su imposición en Bélgica, ese país no aplicará la exención indicada en i., a las utilidades de otros períodos impositivos atribuibles a ese establecimiento permanente, en la medida que esas utilidades hayan estado también exentas de impuesto en Chile por su compensación con las citadas pérdidas.

El Convenio contiene 6 artículos que tratan sobre disposiciones especiales. En el artículo 24, se establece el principio de no discriminación, mientras que  en el artículo 25 se regula el procedimiento de acuerdo mutuo; en el artículo 26 se alude al intercambio de información; en el articulo 27 se norma la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares y en el artículo 28 se incluyen una serie de disposiciones misceláneas. 


El Convenio reconoce el principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones (artículo 24).

Dispone, asimismo, que las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones (artículo 25).


Se incluye un párrafo que busca evitar conflictos respecto de la prevalencia del procedimiento amistoso que contempla el Convenio, y el mecanismo de resolución de controversias previsto por el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios, basada en la concurrencia del consentimiento de ambos Estados Contratantes.


En el N° 12 del Protocolo, se dispone que las autoridades competentes de los Estados Contratantes deberán acordar las medidas administrativas necesarias para llevar a cabo las disposiciones del Convenio y particularmente las pruebas que deben presentar los residentes de cualquiera de los Estados Contratantes para invocar los beneficios del mismo.

A fin de hacer posible la aplicación del Convenio, se contempla el mecanismo de intercambio de información entre las autoridades competentes (artículo 26). El N° 13 del Protocolo establece que se debe intercambiar información aún en los casos en que el Estado requerido no necesite la información para la determinación de sus propios impuestos.

Las disposiciones finales del Convenio están contenidas en dos artículos, el 29, que establece la entrada en vigor del Convenio, y el 30, que regula la denuncia del mismo.


El Convenio entrará en vigor luego que los Estados Contratantes culminen con sus procedimientos legales internos y lo notifiquen al otro Estado Contratante, rigiendo a partir de la fecha de recepción de la última de dichas notificaciones (artículo 29). Asimismo, tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de las partes a más tardar el 30 de junio de cada año calendario a partir del quinto año siguiente a aquel en que el Convenio entre en vigor, mediante un aviso por escrito, a través de la vía diplomática (artículo 30).
----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, puso en discusión el proyecto.





El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, señaló que en la negociación de este Convenio se utilizó el modelo de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Añadió que, por lo mismo, es prácticamente idéntico en términos de texto, disposiciones y cobertura a los aprobados anteriormente por el Congreso Nacional.





Explicó que desde hace casi 10 años que se está negociando este tipo de convenios que tienen como objetivo, tal como lo señala su nombre, evitar que empresas, inversionistas y personas de uno y otro país paguen dos veces impuestos cuando realizan actividades rentadas en el otro país. Agregó que facilitan la inversión extranjera, y promueven la transferencia tecnológica y la prestación de servicios a través de las fronteras.





Destacó que el Reino de Bélgica es sede de las principales instituciones políticas europeas.




En cuanto al impacto fiscal, manifestó que están dentro de los márgenes que la Dirección de Presupuestos puede cubrir con otros ingresos tributarios.




A continuación, consultada por los señores Senadores de la Comisión acerca de los efectos de este Convenio, la Asesora del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Soledad Selman, contestó que es prácticamente igual al modelo adoptado por la OCDE. Agregó que, además de evitar la doble tributación, disminuyen la evasión, producto del intercambio de información que se produce entre los Estados miembros.





Observaron los señores Senadores que la falta de Convenio incita a la evasión por medio de triangulación de dineros a paraísos fiscales o créditos ficticios vía empresas de papel que finalmente perjudican al país destinatario de la inversión, razón por la cual estiman altamente beneficioso para el país la aprobación del Tratado.

Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero.
----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y el Reino de Bélgica para Evitar la Doble Imposición con Relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo”, suscritos en Bruselas el 6 de diciembre de 2007.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 5 de enero de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto (Presidente), Jaime Gazmuri Mujica, Hernán Larraín Fernández y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 5 de enero de 2010.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y BÉLGICA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA Y SU PROTOCOLO

(6453-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje del Ex Vicepresidente de la República, señor Andrés Velasco Brañes.


A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Hacienda, el asesor, señor Raúl Sáez, y la Jefa del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Lise-Lott Kana.
- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO 

Evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio en Chile y el Reino de Bélgica.

- - -

ANTECEDENTES 


Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS





- El decreto ley Nº 824, de 1974, que en su artículo 1º contiene la ley sobre Impuesto a la Renta.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje señala que el Convenio es similar a los suscritos con Brasil, Canadá, Corea del Sur, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, Francia, México, Noruega, Nueva Zelandia, Perú, Polonia, Reino Unido y Suecia, los cuales se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.

Agrega que el proyecto persigue, entre otros aspectos, los siguientes: reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes; asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes; otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta; establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes; proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias, y establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.

Indica el Ejecutivo que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tiene incidencias muy importantes para la economía nacional.

Añade que, si bien la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor. Ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, que no se verán afectados por el Convenio, ya que en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile.

En segundo término, manifiesta el Gobierno que hay que tener presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.

A continuación, explica que este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio que los afecten.


Expresa el Ejecutivo que el objetivo central es evitar la doble tributación internacional. Para lograrlo, establece una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas o de patrimonio.


El Convenio internacional en informe consta de un Preámbulo, 30 artículos y un Protocolo. 

---
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Sáez, expuso que en la presente sesión se analizan tres convenios para evitar la doble tributación y prevenir la evasión fiscal, siendo el que atañe al Reino de Bélgica similar a los otros con el Reino de Tailandia y la Confederación Suiza.

Agregó que en la negociación de estos convenios se utilizó el modelo de convenio de Chile, basado en el de la Organización para al Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).  Asimismo, señaló que desde hace casi 10 años que se está negociando este tipo de convenios que tienen como objetivo, tal como lo señala su nombre, evitar que empresas, inversionistas y personas de uno y otro país paguen dos veces impuestos cuando realizan actividades rentadas en el otro país, además de facilitar la inversión extranjera, promover la transferencia tecnológica y la prestación de servicios.

Destacó que Bélgica es un miembro de la Unión Europea, bloque con el cual Chile tiene un acuerdo de asociación por lo que este Convenio viene a complementar las fuertes relaciones económicas con dicho país. 
Asimismo, observó que Bélgica, al igual que Suiza, es miembro de la OCDE, organización de la cual Chile forma parte, y observó que si se aprueban los convenios con los referidos países se llegaría a 15 convenios de doble tributación con miembros de la OCDE, lo que representa la mitad del total de los países asociados a dicho organismo.

Se hizo presente que el Convenio en discusión tiene un efecto en menores ingresos fiscales por un millón de dólares, lo que se compensaría por el estímulo a la actividad económica que redundaría en mayor recaudación tributaria.
El Honorable Senador señor Frei observó que probablemente el Convenio tenga más aplicación como estímulo a la inversión extranjera que como beneficio a empresas chilenas que inviertan en Bélgica.

El Honorable Senador señor Lagos consultó cuánto tiempo tomó la negociación del presente Acuerdo.

El asesor, señor Sáez, expresó que fueron necesarias dos rondas de negociaciones.

Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García y Lagos.
---
FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 11 de noviembre de 2008, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de Acuerdo que aprueba el Convenio entre la Republica de Chile y el Reino de Bélgica para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta y al patrimonio, y su protocolo, tiene un efecto en menores ingresos fiscales, por aproximadamente US$ 1.041 miles anuales, en una primera etapa. En compensación a este costo, se esperan los siguientes efectos:
- Mayor impuesto de Primera Categoría de las empresas chilenas que tienen inversiones en el país respecto del cual se propone este convenio, originado en una mayor renta por menor pago de impuestos.
- Estímulo a la inversión extranjera, con el consecuente incremento en la actividad económica, que redundaría en mayor recaudación tributaria.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

---

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


"ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y el Reino de Bélgica para Evitar la Doble Imposición con Relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo”, suscritos en Bruselas el 6 de diciembre de 2007.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 14 de abril de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber

Sala de la Comisión, a 20 de abril de 2010.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL OFICIO DE LA EX PRESIDENTA DE REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRO DE LA CORTE SUPREMA A DON MAURICIO ROBERTO JACOB CHOCAIR

(S 1218-05

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros sobre el Oficio Nº 309, de la señora ex Presidente de la República, de fecha 8 de marzo de 2010, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Mauricio Roberto Jacob Chocair, abogado extraño a la Administración de Justicia, en la vacante provocada por el cese de funciones de don Orlando Álvarez Hernández.


A la sesión en que se analizó esta proposición de nombramiento asistió, especialmente invitado, el abogado señor Mauricio Roberto Jacob Chocair.


Asistieron, además, el Honorable Senador señor Hosain Sabag Castillo, y el Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes Serrano.

- - -


El artículo 78 de la Constitución Política de la República regula el procedimiento para el nombramiento de los jueces. De acuerdo a ese precepto, el señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, por oficio Nº 8.557, de fecha 11 de diciembre de 2009, comunicó a la ex Mandataria, por intermedio del Ministro de Justicia, el acuerdo del Pleno de ese Alto Tribunal, adoptado en sesión de fecha 9 de diciembre de 2009, en virtud del cual se procedió a formar la quina para proveer el cargo de Ministro de la Corte Suprema, en la vacante provocada por el cese de funciones de don Orlando Álvarez Hernández.


Cabe hacer presente que este nombramiento se hace en virtud de lo dispuesto en el inciso cuarto de la disposición constitucional antes citada, que prevé que cinco de los veintiún ministros del Máximo Tribunal deberán ser abogados extraños a la administración de justicia, tener a lo menos quince años de título, haberse destacado en la actividad profesional o universitaria, y cumplir los demás requisitos que señale la ley orgánica constitucional respectiva, que en este caso es el Código Orgánico de Tribunales.


La quina quedó integrada por los siguientes abogados externos:

1. Don Mauricio Roberto Jacob Chocair;

2. Doña María Eugenia Montt Retamales;

3. Doña María Eugenia Sandoval Gouët;

4. Don Oscar Hito Herrera Valdivia, y

5. Don Daniel Peñailillo Arévalo.


El oficio deja constancia que el orden de inclusión en la quina atiende al número de preferencias obtenidas por cada oponente.


Como se señaló precedentemente, en conformidad al ya citado artículo 78 de la Carta Fundamental, la señora ex Presidente de la República somete a consideración del Senado la designación de don Mauricio Roberto Jacob Chocair como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema.


En mérito de lo dispuesto en el número 9) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, corresponde al Senado la atribución exclusiva de aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de dos tercios de los Senadores en ejercicio, la designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema.


Por su parte, el artículo 205 del Reglamento del Senado prescribe que los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”.

- - -


En primer término, la Comisión recibió al abogado señor Mauricio Roberto Jacob Chocair.


La Presidente de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, agradeció la asistencia del candidato, quien aceptó la invitación que le formulara la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el propósito de realizar una conversación que permita a los Honorables señores Senadores ilustrarse respecto a sus puntos de vista, relativos al Poder Judicial en nuestro país.


A continuación, ofreció la palabra al candidato, quién expresó su agradecimiento por la invitación formulada, haciendo presente su intención de absolver cualquier consulta que se le formule. Señaló que además de la formalidad para estos casos, la citación del candidato, es apropiada para que se genere un espacio en el que el Senado tenga la posibilidad de conocer las opiniones personales, y puntos de vista, de la persona que aspira a ser ministro del Máximo Tribunal.


Señaló que nació en el pueblo de Tulahuen, cercano a Ovalle, hizo sus estudios secundarios en el Liceo Miguel Luis Amunátegui y, posteriormente, ingresó a estudiar Pedagogía en Castellano en el Instituto Pedagógico de la Universidad de Chile. A continuación, agregó, ingresó a la escuela de Derecho de la misma casa de estudios, en la que se graduó en 1967, mismo año en que recibió el título de abogado, emitido por la Excelentísima Corte Suprema de Justicia
.


Indicó que en 1968 ingresó a trabajar como abogado en la Corporación de la Reforma Agraria, desempeñando labores en la IV Región y luego en Santiago, siendo ascendido a Jefe del Departamento Legal, asesor jurídico de la Vicepresidencia del organismo, Gerente de Licitaciones, Jefe de División y Coordinador Jurídico de la Fiscalía. Señaló que cesó su participación en esa institución en el año 1979, cuando ella fue cerrada por disposición legal.


Manifestó que en 1979 continuó con su ejercicio privado y en paralelo, desde ese año hasta 1993, prestó servicios jurídicos al Servicio de Cooperación Técnica de la CORFO y a la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


Señaló que en 1993 se produjo un giro fundamental en su vida profesional, cuando los ministros de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, señora Gabriela Pérez y señores Domingo Kokisch y Milton Juica, lo invitaron a postular como abogado integrante en ese tribunal de alzada, cargo que ocupó ese año, y luego entre 1995 y 2003. El año 2003, relató, fue nombrado abogado integrante de la Excelentísima Corte Suprema, cargo que ocupa hasta la fecha.


Indicó que entre los años 1993 y 2000 mantuvo su ejercicio profesional privado paralelo, pero que desde el año 2000 se ha dedicado de lleno a la labor judicial. Expresó que en el año 2003 fue nombrado juez del Tribunal de la Contratación Pública, institución que empezó a funcionar el año 2005, y que le ha tocado presidir hasta la fecha. Observó que en virtud de las disposiciones legales que regulan a ese tribunal, está permitido que sus ministros se desempeñen como abogados integrantes en otros tribunales.


Explicó que el Tribunal de la Contratación Pública, instaurado por la ley Nº 19.886, tiene carácter de tribunal contencioso administrativo, y es el encargado de fiscalizar, jurisdiccionalmente, el proceso de compras públicas. Este tribunal fue creado con ocasión de la agenda de probidad y transparencia que impulsó el Gobierno del ex Presidente señor Lagos, y es competente para conocer todos los actos emprendidos por la Dirección de Contratación Pública, con excepción de los contratos de obra pública. 


Relató que ese tribunal está compuesto por tres miembros titulares y tres suplentes, pero que como de los seis nombrados él era el único que tenía experiencia judicial, fue elegido Presidente, y tuvo que abocarse a la tarea de ponerlo en funcionamiento.


Indicó que, a la fecha, el Tribunal de la Contratación Pública tiene un ingreso promedio de ciento ochenta causas anuales, y está al día en la tramitación de los asuntos sometidos a su conocimiento.



Señaló que el año pasado se transaron más de ocho mil millones de pesos en el sistema de compras públicas, al que accedieron doscientos mil oferentes de distintos productos y servicios demandados por la Administración del Estado.


Indicó que sus decisiones en las sentencias más importantes del Tribunal de la Contratación Pública, en que le ha tocado participar, son las siguientes:

· Acoge demanda de impugnación en contra del Servicio del Registro Civil e Identificación, interpuesta a raíz de la licitación del sistema de gestión informática. Señaló que este fue un caso muy publicitado y  dio lugar a una persecución penal posterior contra los responsables. Observó que esta fue la primera sentencia que declaró ilegal y arbitraria ciertos actos administrativos dictados en el procedimiento licitatorio.

· Acoge demanda de impugnación en contra de la señora Ministra de Educación por una licitación de textos escolares a nivel nacional.

· Rechaza demanda de impugnación contra el Servicio del Registro Civil interpuesta en la nueva licitación a raíz de la anterior fallida licitación del sistema de gestión informática del Registro Civil.

· Rechaza demanda de impugnación contra el Ministerio de Justicia, en relación a una licitación de servicios de mediación familiar.


Señaló que en su trabajo en el Tribunal de la Contratación Pública ha observado algunos vacíos legislativos en el procedimiento, asunto que lo llevó a confeccionar un anteproyecto de ley que presentó a consideración del Ministro de Justicia del Gobierno pasado. Ese personero intentó poner el asunto en la agenda del Ministerio de Hacienda, que es el superior del área que controla ese tribunal pero, por diversas razones el asunto no fue incluido en la legislatura pasada.


Expresó que, a diferencia de los ministros de carrera, los abogados integrantes de la Excelentísima Corte Suprema están exentos de calificación anual por su desempeño profesional, pero que, como muestra de su labor jurisdiccional mencionaba algunos fallos en que le ha tocado participar como resolutor y redactor:

· Rechaza recurso de protección dirigido contra el Consejo Nacional de Televisión, por cuyo intermedio se pretendía limitar sus facultades para fiscalizar emisiones de transmisión por cable.

· Rechaza recurso de protección dirigido contra el Ministro de Obras Públicas y algunas concesionarias privadas, que impugnaba facultades para el cobro de peajes en carreteras concesionadas.

· Acoge recurso de protección contra Alcalde de la Municipalidad de Macul, que impugnaba el cobro de bodegaje de automóviles en aparcaderos municipales cuando así lo decreta la justicia.

· Procesamiento de los señores Luis López Candia y Lenin Guardia por infracción a la ley 18.314 sobre conductas terroristas, en el caso de las cartas bomba.

· Rechaza recurso de protección contra Alcaldesa y Directora de Obras de Lo Barnechea, que impugnaba el otorgamiento de un permiso de construcción. En este fallo se sentó la jurisprudencia sobre el concepto de “conjuntos armónicos”, contenido en la ley de urbanismo y construcción.

· Rechaza recurso de protección contra el Presidente de la República y el Ministro de Salud, impugnando omisiones en políticas sanitarias relativas a la rotulación de materias primas y alimentos transgénicos.

· Acoge casación en el fondo interpuesta por el Sindicato de Trabajadores de Provida. En este fallo se fija la doctrina respecto a los sistemas de gratificación contenido en el Código del Trabajo.

· Rechaza la apelación contra la resolución que acogió un recurso de protección en primera instancia contra el Director de Aduana por la aplicación de un impuesto al lujo a vehículos internados en virtud del Tratado de Libre Comercio con Canadá.  En este fallo se sienta la jurisprudencia sobre el concepto de “amenaza”, que ocupa el artículo 20 de la Constitución Política de la República.

· Rechaza una casación en el fondo fundada en infracción a principios de derecho, en que se fija el alcance y efecto de los denominados contratos preliminares civiles no contemplados expresamente en los Códigos Civil y de Comercio.

· Rechaza recurso de protección interpuesto por el Fisco de Chile, contra una sentencia que le ordena pagar indemnización por daño moral a familiares de un conscripto fallecido a consecuencia de maltrato cometido por un oficial superior.


Explicó que en su vida profesional le ha tocado estar una primera mitad frente al estrado, como abogado litigante, y la otra mitad como juez, lo que le otorga una visión privilegiada del sistema judicial nacional. 


Indicó que ha observado en los últimos lustros un esfuerzo mancomunado e inédito de los tres poderes del Estado para emprender importantes reformas a la justicia, que en épocas anteriores habrían sido imposibles, porque con la dinámica previa la discusión para modificar normas procesales específicas perfectamente podía durar años.


Anotó que la primera de estas reformas, y que abrió el camino para las demás, fue la incorporación de abogados extraños al Poder Judicial, y la modificaciones de las normas procesales relativas a los recursos de casación y queja, que terminó con malas prácticas que eternizaban los juicios.


Prosiguió indicando que la creación de la Academia Judicial fue el paso siguiente de la modernización, que permitió integrar a los tribunales a personal eficiente y preparado. A continuación, señaló, vino la Reforma Procesal Penal, la instauración del Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública, que implantaron en Chile, en materia penal, los procedimientos guiados por los principios de oralidad, publicidad, transparencia e inmediatez en los actos del procedimiento, acercándonos  a las legislaciones más importantes en la materia.


A continuación, indicando, hizo referencia a las reformas introducidas a los tribunales de familia, que aunque partieron con problemas de infraestructura y personal, a la larga, mediante la intervención oportuna del Congreso, han superado sus deficiencias iniciales.


Indico que el siguiente eslabón del proceso de modernización fue la instauración de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, lo que terminó con los vicios del antiguo sistema, en el que el Servicio de Impuestos Internos era juez y parte.


Anotó, a continuación, la mejora que significó la implantación de la ley que establece un sistema de responsabilidad para los adolescentes por infracción a la ley penal, los nuevos tribunales especiales, como los de la Contratación Pública y el de la Libre Competencia, la modernización del Tribunal de la Propiedad Industrial, y la adecuación de las normas del Tribunal Constitucional.


Expresó que la historia reciente de la modernización judicial termina con la reforma laboral, que estableció los nuevos tribunales laborales y de cobranza laboral y previsional. Al respecto, el candidato relató que hace pocos días concurrió como público a una sesión de un tribunal laboral del nuevo sistema en Santiago, y observó que en una mañana se despacharon tres audiencias de tres procesos distintos, que terminaron en conciliación entre las partes, resolviendo de esa forma en un par de meses lo que antes demoraba años, demostrando la ventaja práctica del nuevo sistema.


En relación con los asuntos que aún están pendientes de decisión legislativa, el postulante anotó que falta una definición sobre el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, ya que hay que tener en consideración que las encuestas y las estadísticas muestran que la delincuencia es la principal preocupación de la ciudadanía. De la mano de lo anterior, señaló, está la modificación de la ley Nº 18.216, que establece formas alternativas de cumplimiento de las penas privativas de libertad, que es imprescindible para hacer frente a la situación de hacinamiento carcelario y reincidencia de la población penal.


También indicó que está pendiente la reforma Procesal Civil. Al respecto, observó que el año pasado el Ejecutivo ingresó un proyecto de ley sobre el tema a la Cámara de Diputados, que tiene como base un procedimiento general y un procedimiento sumario, contempla recursos de reposición, de apelación con algunas modificaciones, y un recurso nuevo que se llama “extraordinario”, para ante la Excelentísima Corte Suprema, que tiene como objeto unificar la jurisprudencia.


Añadió que en el futuro se aspira a modificar la Justicia Militar, que ha quedado rezagada respecto en las reformas judiciales de la última época; crear el cargo de juez de ejecución penal, y establecer una justicia ambiental.


Otro asunto de interés, según el postulante, es el rol de la Excelentísima Corte Suprema en el futuro. Sobre el punto, indicó, hay una dicotomía entre el Máximo Tribunal como cabeza de un Poder del Estado y como director de un servicio público que se le debe brindar a la ciudadanía.


Observó que el año pasado la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos de América tuvo un ingreso de aproximadamente ocho mil asuntos, de los que sólo entre ciento cincuenta y ciento ochenta pasaron la valla del examen del certiorari (procedimiento de admisibilidad del common law) y tuvieron un pronunciamiento de ese tribunal. Indicó que en ese mismo periodo la Excelentísima Corte Suprema de Chile recibió una cantidad similar de causas, pero de ellas resolvió cerca de siete mil ochocientas.


Indicó que le preocupa el rol del Máximo Tribunal chileno en materia de especialización, porque el sistema actual de integración de salas permite que, en ciertos casos, ministros de una sala integren temporalmente otra, lo que hace que el criterio doctrinario de una misma sala varíe, incluso dentro de la misma semana. Al respecto, señaló que es muy importante establecer medidas que refuercen la especialización temática dentro de la Corte Suprema, de forma tal que ese Tribunal Superior se aboque única y exclusivamente a uniformar de la interpretación del derecho, para no provocar desigualdad ante la ley e inseguridad jurídica, dejando de lado paulatinamente las actuales facultades de supervigilancia disciplinaria y económica sobre el resto de los tribunales.


El candidato mostró su desazón en relación con la baja estima que tiene la ciudadanía del Poder Judicial, porque de primera mano, en su rol de abogado integrante, ha apreciado el enorme trabajo que desarrollan los ministros de los tribunales de alzada y los de la Excelentísima Corte Suprema, que asisten todas las mañanas a agotadoras audiencias de alegatos, y que en las tardes se abocan a la redacción de fallos. Indicó que, quizás, es necesario hacer algún esfuerzo de difusión de este trabajo, para que la ciudadanía sepa en que están sus jueces.


En otro orden de cosas, indicó que ha escuchado,  de parte de algún dirigente gremial de los jueces, reparos sobre el sistema de calificaciones porque, al parecer, no integraría elementos objetivos, cualitativos y cuantitativos, para la evaluación del trabajo judicial. Señaló que este asunto debe ser analizado con mucha profundidad, porque es necesario dar una respuesta adecuada.


Añadió que se ha incorporado masivamente el uso de la tecnología en los nuevos procedimientos, lo que ha generado algunas dudas interpretativas de normas elaboradas antes de la adopción de las nuevos adelantos, que deberían ser superadas mediante la reforma legislativa.


Finalmente, expresó que la Excelentísima Corte Suprema ha hecho un catastro de la infraestructura dañada en el último sismo, y se han seguido líneas de acción para paliar a la brevedad los déficit más urgentes, sobre todo en materia civil, porque la parecer las nuevas judicaturas de familia y del trabajo no tuvieron mayores problemas. Con todo, agregó, en su calidad de abogado integrante del máximo tribunal no le corresponde atribución alguna en la materias administrativas del Poder Judicial y que los antecedentes que maneja provienen de la información pública del propio Máximo Tribunal.


La Honorable Senadora señora Alvear agradeció la completa exposición del candidato, e invitó a los demás integrantes de la Comisión a formular sus preguntas.


El Honorable Senador señor Chadwick resaltó que el postulante tuvo una abrumadora mayoría en la votación de formación de la quincena en el Máximo Tribunal (dieciséis votos), y que su experiencia profesional lo sitúa casi al mismo nivel que un juez, ya que lleva más de dieciséis años como abogado integrante y como juez titular de un tribunal especial. Al respecto, Su Señoría consultó al postulante que tan frecuentemente le corresponde integrar salas en la Corte Suprema.


Agregó que la impresión que se genera es que los abogados integrantes tienen mucha participación en las audiencias, lo que a la larga los coloca en un lugar de privilegio en las cinquenas, porque de los cinco nombres propuestos en esta oportunidad, tres son abogados integrantes del máximo tribunal.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, observó que se han manifestado algunos reparos sobre la forma en que los tribunales superiores llevan adelante el proceso de calificación porque, al parecer, en un principio existía cierta costumbres de notas homogéneas para todos los integrantes del escalafón primario, independientemente de sus méritos profesionales. Añadió que aunque todo indica que esto ha cambiado, y las notas de los jueces muestran hoy una dispersión más acorde a sus méritos profesionales, hay ciertas voces académicas que propugnan la inclusión de evaluaciones externas, lo que ha sido muy resistido por el Poder Judicial, pero que ellas quizás deberían tenerse en cuenta, en principio, al menos como un dato no vinculante.


En segundo lugar, Su Señoría consultó al candidato sobre su experiencia en el Tribunal de la Contratación Pública, con el uso de la firma electrónica avanzada en las transacciones hechas con el Estado, porque indicó, en el último tiempo se han adoptado medidas para incrementar la seguridad en su uso, aunque en la práctica no ha sido una herramienta muy utilizada por sus usuarios potenciales.


Finalmente, consultó sobre la visión del candidato en asuntos relativos al juez de cumplimiento de penas y a la reforma de las medidas alternativas al cumplimiento de penas privativas de libertad, sobre todo en lo concerniente al polémico dispositivo electrónico de vigilancia que tendrían que portar algunos condenados.


El Honorable Senador señor Larraín recabó del postulante su opinión sobre la autonomía financiera del Poder Judicial; el concepto que posee sobre la independencia de los jueces, sobre todo los que aspiran a integrar la Excelentísima Corte Suprema; que parecer tiene respecto de las visiones que acusan a los jueces del crimen de ser demasiado garantistas con los imputados, lo que ha dado pie a la noción de “puerta giratoria” y sobre la función de pacificación social que debería tener la justicia, y la opinión que le merece la existencia de los abogados integrantes como concepto. Expresó Su Señoría que esta institución debería ser eliminada, porque en las Cortes de Apelaciones de provincia hay, a veces, importantes conflictos de interés en la labor de esos abogados integrantes, que finalmente son, al mismo tiempo, connotados letrados de la plaza.


La Honorable Senadora señora Alvear compartió la opinión de sobre la institución de los abogados integrantes, porque esos profesionales tienen conflicto de intereses entre sus actividades judiciales y sus actividades particulares, de la misma forma que eventualmente los parlamentarios que son abogados podrían tenerlos cuando participan en estudios jurídicos o cuando votan las designaciones al Máximo Tribunal. Añadió que comparte la buena opinión del candidato sobre los juzgados del trabajo, los que, efectivamente, han acortado de forma sustancial la duración de los juicios, aunque considera necesario estudiar la idea de algunos académicos que proponen que esos juzgados sean colegiados.


Su Señoría sostuvo que, tal como señaló el candidato, la Academia Judicial es un hito crucial en la reforma de la judicatura, porque instauró en Chile la idea de una carrera meritocrática en ese Poder del Estado, en base al perfeccionamiento continuo. Añadió que en el último tiempo el impulso inicial de aquella repartición se ha perdido, por problemas presupuestarios o de otra índole, y requirió la opinión del candidato al respecto.


En respuesta a la consulta del Honorable Senador señor Chadwick, el postulante indicó que el llamamiento que la Excelentísima Corte Suprema hace a los abogados integrantes para integrar las salas se rige, estrictamente, por el lugar que tiene el abogado en cuestión dentro del decreto de nombramiento, y por eso los abogados que están al fin de esa lista no son llamados casi nunca a integrar Sala.


Al respecto, añadió, que los abogados integrantes no tienen noticia ni control alguno de la parte administrativa de las designaciones que les competen.


En relación con la consulta sobre la prevalencia de los abogados integrantes en las cinquenas de nombramiento a la Excelentísima Corte Suprema, señaló que los abogados con experiencia y con méritos profesionales están muy concientes del enorme trabajo que implica ser ministro de Corte, porque además de la obligación de concurrir a las audiencias, deben atender el turno de redacción de sentencia, ocuparse de los informes de los proyectos de ley que manda el Congreso Nacional, y son jueces tramitadores en una serie de materias de competencia de ese tribunal, como las extradiciones, lo que disminuye el interés en la postulación a los concursos para acceder a las cinquenas.


Respecto de la institución de los abogados integrantes, señaló que existió en algún momento un proyecto de ley del ex Ministro de Justicia señor Bates, que establecía un mayor plazo de duración de la calidad de abogado integrante y les señalaba una prohibición bastante amplia del ejercicio privado de la profesión. Coincidió con que debería estudiarse un mecanismo que los reemplace por ministros suplentes, que tengan una remuneración fija y dedicación exclusiva, no por la situación de la capital, donde la carga de trabajo es suficiente como para que el abogado integrante no pueda ejercer privadamente, sino por lo que pasa en las pequeñas Cortes de Apelaciones, en las que hay abogados integrantes con claros conflictos de intereses respecto de su ejercicio profesional privado.


En lo relativo a la consulta del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sobre el sistema de calificaciones, el postulante indicó que, en su opinión, debería modernizarse el sistema, integrando parámetros objetivos, tanto cualitativos como cuantitativos, que permitan mejorar la gestión por medio de la promoción de los mejores, y, en paralelo, fortalecer los procedimientos de apelación de los calificados, para hacer más justo el proceso.


En lo concerniente a la firma electrónica avanzada, señaló que este es un mecanismo práctico pero que choca con la cultura nacional, que considera que sólo lo contenido en un papel tiene valor legal. Indicó que, como en todo orden de cosas, esto debería cambiar, e indicó, como ejemplo, la implementación que hizo el Máximo Tribunal de la firma electrónica avanzada en las órdenes y contraórdenes de detención que despachan los jueces de garantía.


Indicó que las medidas alternativas a las sanciones privativas de libertad deben ser reestudiadas, porque sin bien hay una necesaria labor de represión de la delincuencia que se logra con la aplicación efectiva de sanciones penales, también hay que ir avanzando hacia la rehabilitación, la reinserción y la prevención, en la que juega un rol clave la libertad vigilada, lo que permite, además, enfrentar el problema del hacinamiento carcelario.


En respuesta a lo consultado por el Honorable Senador señor Larraín, el candidato expresó que la autonomía financiera del Poder Judicial es una aspiración que se arrastra por muchos años. Señaló que en su experiencia en el Tribunal de la Contratación Pública ha podido observar las dificultades para obtener ciertos insumos básicos de la Dirección de Contratación Pública, que es el ente administrativo que dota a ese tribunal. 


En relación a la independencia de los jueces, el postulante declaró que cada juez, en tanto ser humano, tiene un conjunto de nociones morales, éticas e incluso religiosas, pero que estas deben ser dejadas a un lado ya que las decisiones de los jueces deben ser hechas en conformidad a la ley. Agregó que el juez debe conocer la ley, pero también debe tener criterio y sentido común para interpretarla. Señaló que fuera de la idea de que las resoluciones deben ser emitidas conforme a la ley y que esta debe interpretarse con criterio y sentido común, el juez es completamente autónomo y nada lo debe influenciar.


Respecto de la idea de “puerta giratoria”, indicó que la Constitución Política de la República y el Código Procesal Penal establecen la presunción de inocencia y el derecho a la libertad personal, la que sólo puede quedar limitada si se cumplen las condiciones que el propio ordenamiento jurídico señala. Teniendo presente lo anterior, señaló que es falso que una mayoría de jueces de garantía desoigan las alegaciones de la fiscalía y que sólo presten atención a las posiciones de la defensa en las peticiones de prisión preventiva. 


Agregó que otro punto de vista para encarar ese fenómeno es considerar la gran cantidad de reincidencia criminal que hay en nuestro país, y en ese sentido si hay puerta giratoria, es debido a que muchas personas que cumplen sus condenas privadas de libertad vuelven a delinquir a poco de quedar libres, y vuelven a ser ingresados al sistema procesal penal. 

- - -


Enseguida, vuestra Comisión analizó los antecedentes relativos a este asunto y las prescripciones sobre designación de Ministros de la Excelentísima Corte Suprema.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Chadwick expresó que, con independencia de la persona de que se trata, la propuesta se sustenta en el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, que previene que en la composición de la Corte Suprema corresponde que cinco de sus miembros sean “abogados extraños a la administración de justicia”.



En tal sentido, agregó, es necesario realizar un doble análisis. En primer lugar, agregó, es necesario dilucidar si se cumple tal requisito habiendo ejercido como abogado integrante de las Cortes de Apelaciones y de la Suprema por más de quince años, particularmente teniendo presente que tal situación se ha producido con ocasión de anteriores nombramientos.


En segundo lugar, indicó, en el caso particular también debe decidirse si al proponer para tal cupo a un abogado que se desempeña como juez y Presidente del Tribunal de la Contratación Pública, sujeto a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Excelentísima Corte Suprema, según disponen el artículo 82 de la Carta Fundamental y artículo 22 de la ley N° 19.886, se cumple el requisito de tratarse de “un abogado extraño a la administración de justicia”.

- - -


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes,  Honorables Senadores señora Alvear (Presidente) y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, tiene el honor de informar a la Sala que recibió a don Mauricio Roberto Jacob Chocair, y de proporcionar los antecedentes del caso para la resolución del asunto.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 13 de abril de 2010 con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente), y señores Andrés Chadwick Piñera, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Valparaíso, 16 de abril de 2010.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario
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MOCIÓN DE LA HONORABLE SENADORA ALLENDE, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA EL EJERCICIO DE DEMANDAS COLECTIVAS EN MATERIA INMOBILIARIA

(6902-14)

Honorable Senado:

Fundamentos

Desde la perspectiva del derecho común, en nuestro sistema el dueño del edificio es responsable a terceros de los daños que ocasione su ruina (Art. 2323). La ley estima que el dueño ha incumplido sus deberes de cuidado y vigilancia si el edificio causa daño por su ruina. En caso de copropiedad, la indemnización se divide a prorrata de las cuotas de dominio, y no hay solidaridad (Art. 2323, en relación con el Art. 2317). Para esto, es necesario que el daño provenga de la ruina del edificio, "se sostiene tradicionalmente que existe ruina cuando los materiales que forman el edificio han desempeñado un papel activo en la producción del daño. No es necesario que el edificio completo se venga abajo, basta una ruina parcial (la jurisprudencia lo ha aplicado incluso a la caída de un andamio en las obras de construcción: Corte de Apelaciones de Sgto., 18 de octubre de 1956, RDJ, t. LUÍ, sec. 4a, p. 138). También es concebible una ruina funcional, si el edificio provoca daño por no funcionar del modo como debiera. En segundo término, que la ruina se deba al hecho de haberse omitido las necesarias reparaciones, o de haberse faltado de otra manera al cuidado de un buen padre de familia o a un vicio de construcción (Art. 2323). Si el daño proviene de un vicio de construcción, el responsable no será el propietario, sino el constructor o arquitecto (Art. 2324 en relación con los arts. 2003.3° y 2004).
Como contrapartida, la ley general de urbanismo y construcciones establece en su artículo 18 que el propietario primer vendedor de una construcción es responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en ella, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quienes sean responsables de las fallas o defectos de construcción que hayan dado origen a los daños y perjuicios.
El reciente, mega terremoto que azoló a nuestro país el reciente 27 de febrero, -una vez mas,- desnudo las falencias que tiene nuestro sistema para hacer frente a esta contingencia, -no obstante las anteriores reformas- en relación a las víctimas resultó ser precario. Esto especialmente, en el contexto de contar con herramientas que faciliten el ejercicio de acciones colectivas, atendido el gran número de afectados por defectos de construcción y ruina de edificios, teniendo presente que por regla general los edificios se constituyen bajo el amparo de la ley Núm. 19.537 sobre copropiedad inmobiliaria, por lo que el daño del edificio afecta las unidades de cada propietario, así como también bienes de dominio común.
Historia Legislativa
La posibilidad de deducir acciones colectivas, no es la reglas general en nuestro sistema. Una situación excepcional, se desprende del texto de la ley Núm. 19.496, sobre derechos del consumidor antes de la reforma de aprobada en el 2004, esta normativa no contemplaba procedimientos para llevar a cabo juicios colectivos, en los cuales se pudieran pronunciar sentencias con efectos erga omnes. Como explica la doctrina "la falta de acciones y de procedimientos colectivos incentivaba al proveedor a violar las normas de protección al consumidor, toda vez que el costo de infringir la ley es menor que el beneficio que puede obtenerse por no cumplirla. Esta situación desincentiva la posibilidad del reclamo individual del consumidor, por cuanto suele tener un costo mayor que el beneficio que se puede obtener con el beneficio de la acción judicial".
La nueva normativa introducida por la ley Núm. 19.955, por su parte tuvo por objeto admitir el ejercicio de las acciones y la instauración de procedimientos que protegen los intereses supraindividuales, esto es, aquellos que cautelan los intereses colectivos y los intereses difusos, la propia definición del art. 50 señala que "son de interés colectivo las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados a un proveedor por un vínculo contractual".
Un problema práctico, surge de la naturaleza de los Tribunales encargados de conocer este tipo de materias, si bien, se excluyen en virtud de la norma del art. 50 A de la ley, lo que significaría, que en la especie sean competentes los tribunales de letras en lo civil, existe una zona de conflicto que podría significar la discusión de aspectos procesales como la competencia del tribunal, con las dilaciones que ello implica.
Ideas matrices
El presente proyecto tiene por objetivo establecer de mecanismos procesales adecuados para que las personas puedan ejercitar sus derechos mediante acciones colectivas, de manera de hacer frente común, y contrarrestar el enorme poder de las inmobiliarias, apuntando a un mayor equilibrio de las partes. En segundo termino establecer un procedimiento autónomo y no de mera remisión al establecido en la ley del consumidor, creemos es lo más adecuada atendido diferentes aspectos procesales que puede aparejar las normas de remisión que hace la ley y que pueden derivar en complejas y largas contiendas de competencia.
Es por eso que se propone una norma especial, en el contexto de la responsabilidad del constructor por la ruina de edificios
PROYECTO DE LEY
Art. Único.- Para agregar el siguiente inciso segundo nuevo en el Art. 19 del Decreto con Fuerza de Ley Núm. 458 que fijo el texto refundido de la ley General de Urbanismo y Construcciones:
"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, tratándose de inmuebles acogidos al amparo de la ley de propiedad horizontal núm. 6.071 y la ley núm. 19.537 de copropiedad inmobiliaria, en el ejercicio de las acciones para hacer efectivas las responsabilidades que señala el artículo anterior, las demandas siempre podrán iniciarse por un grupo de a lo menos cinco personas afectadas por un mismo interés. La sentencia definitiva producirá efectos respecto de todos las personas que tengan el mismo interés colectivo, es decir, que se encuentren ligadas con el demando por el mismo vínculo contractual. Sin embargo, aquellas personas que no han ejercido la acción pero les empiece la sentencia definitiva, podrán acreditar el interés común en la etapa de ejecución de la sentencia, previo abono de la proporción que le correspondiere en las costas personales y judiciales en que hubieren incurrido las personas que ejercieron la acción".
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES CHAHUÁN Y LARRAÍN, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE CREA UN SISTEMA DE INFORMACIÓN COMPARADA DE PLANES DE SALUD

(6903-11)

Honorable Senado:

Las estadísticas de la Superintendencia de Salud dan cuenta de la existencia en el sistema ISAPRE, a enero de 2007, de 40.586 planes de salud, 6.914 de los cuales se encontraban en comercialización en la fecha señalada. La gran cantidad de planes existente responde a la existencia de también un sinnúmero de preferencias individuales, de lo cual se desprende que mientras mayor sea el número de planes, más probable resulta que los afiliados puedan encontrar un contrato que, de acuerdo a su nivel de cotización, se logre ajustar a los beneficios esperados de las prestaciones de salud demandadas.
No obstante lo beneficioso que resulta el no restringir el número de planes en el sistema, es reconocido que el exceso de información puede resultar perjudicial para la toma de decisiones por parte del afiliado. Esto es producto de que cuando la información es excesiva, de difícil comprensión y heterogénea por parte de los oferentes de planes, el beneficio de la información adicional resulta inferior al costo de procesarla. En este caso, aumenta la probabilidad que los consumidores elijan un plan de salud por atributos que no guardan relación alguna con las características que fomentan la competencia en el mercado de las ISAPRE (como la relación precio-beneficios en prestaciones). Así se permite que, por ejemplo, aquellos oferentes con una mayor y mejor fuerza de ventas logren capturar un mayor número de consumidores, lo cual termina siendo una barrera de entrada a nuevas ISAPRE en caso de existir utilidades sobrenormales, y por ende una fuente de desincentivo a la competencia en el mercado privado de la salud.
De esta forma, la entrega de información de fácil comprensión y comparable entre los distintos oferentes de planes fomenta la competencia en el sistema de salud privado, al reducir tanto las eventuales barreras de entrada al sistema de nuevos oferentes, así como también las posibles barreras de salida a los afiliados. Esto último debido a que la información más clara facilita la movilidad de los usuarios, permitiendo que éstos se cambien ya sea de plan en una misma ISAPRE a uno que se ajuste de mejor manera a sus preferencias, o definitivamente de ISAPRE en caso que otra institución ofrezca un plan más conveniente.

En definitiva, la entrega de información homogénea tiene el doble beneficio de, por una parte, fomentar la competencia en el mercado y, por otra, maximizar el bienestar de los afiliados al aumentar la probabilidad de que ellos terminen contratando el plan que, de acuerdo a su disposición a pagar, más se ajuste a sus preferencias individuales.
Cabe destacar que, de tal forma de facilitar la comparación entre el gran número de planes disponibles, la Superintendencia de Salud y la Asociación de ISAPRE desde 2007 han avanzando en el trabajo conjunto de brindarle un formato homogéneo a los contratos de salud. Esta mejora en la información entregada al usuario avanza en la línea de brindarle mayor competencia al sistema, por cuanto incentiva a los afiliados a tomar una decisión eficiente respecto a qué plan elegir, considerando toda la información relevante que requiera para contratar el plan que mejor se ajuste a sus preferencias individuales de acuerdo a su restricción presupuestaria. Así se acordó la entrega de "un formato uniforme de los contratos de salud, de manera que tenga un lenguaje simple, con formatos únicos y planes comparables, de manera que el usuario cuando desee incorporarse a una institución de salud previsional o desee cambiarse de plan dentro de la misma ISAPRE, lo haga de manera informada, transparente y de una forma mucho más comprensible que lo que existe en la actualidad, otorgándole (a los afiliados) herramientas más comprensibles en cuanto a: Condiciones Generales del Contrato, Declaración de Salud y Formato Uniforme del Plan de Salud Libre Elección"'.
Sin embargo, aún resta un amplio camino por recorrer en esta materia. Por esta razón, y de forma de avanzar en la homogenización de la información necesaria para que los cotizantes de las ISAPRE, tomen decisiones expeditas y de bajo costo en términos de
tiempo de búsqueda y de procesamiento de los insumos necesarios para ajustar el plan elegido a las necesidades individuales, se presenta la siguiente moción legal, cuyo objetivo central apunta a la creación de un buscador de planes de salud en los sitios en Internet de las distintas ISAPRE, que transparente los beneficios que ofrecen a los afiliados, mediante la entrega de información homogénea en línea de los precios de los planes de salud en comercialización, coberturas, porcentajes de bonificación, convenios especiales y topes según las necesidades y la restricción presupuestaria del usuario.
En mérito a las consideraciones expuestas, sometemos a la consideración del Senado de la República, el siguiente
Proyecto de Ley

"Artículo único. Modificase el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 2763/79 y de las leyes N°. 18.933 y N° 18.469, agregándose en el artículo 189 el siguiente inciso final nuevo:
"Las Instituciones de Salud Previsional deberán proporcionar a los afiliados o beneficiarios, un buscador o simulador de planes de salud en sus páginas Web, el que deberá ser de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarlo. Mediante la entrega por parte del interesado de antecedentes relativos a sus necesidades particulares, preferencias de atención, comuna y otros, el instrumento deberá proporcionar opciones de precios de los planes de salud en comercialización, coberturas, porcentajes de bonificación, convenios especiales y topes."
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, PÉREZ (DOÑA LILY) CANTERO, CHAHUÁN, FREI (DON EDUARDO), LAGOS Y RUIZ-ESQUIDE, PARA INCLUIR EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA FONDO NACIONAL DE RECONSTRUCCIÓN LA DESTINACIÓN DE PARTE DE LA CUENTA DE CAPITALIZACIÓN INDIVIDUAL A LA RECONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS

(S 1236-12)

Honorable Senado:

El Terremoto y posterior Tsunami que azotó a nuestro país el 27 de febrero recién pasado, tuvo como resultado el que alrededor de 370.000 viviendas sufrieran daños de distinta consideración en las regiones que fueron declaradas zonas de catástrofe.
Según el Programa creado por el Ministerio de Vivienda denominado "Programa de Reconstrucción Nacional en Vivienda: Chile Unido reconstruye mejor" 370.051 viviendas resultaron dañadas, de las cuales 81.444 viviendas resultaron destruidas, 108.914 resultaron con daños mayores y 179.693 resultaron con daños menores.
Luego de dicha catástrofe se han formulado numerosas proposiciones por parte de los distintos sectores para buscar fórmulas para financiar la reconstrucción que es necesario realizar, y para sobretodo ir en ayuda de las personas que sufrieron la pérdida total o parcial de su vivienda, a raíz del terremoto y tsunami.
Respecto al tema de las viviendas, es dable constatar que según las cifras oficiales, un alto porcentaje de personas con créditos hipotecarios para adquisición de vivienda contaba con un seguro de sismo, llegando incluso este porcentaje a un 95% de los deudores hipotecarios de las regiones de Valparaíso, Ohiggins, del Maule, del Bio Bio y de la Región Metropolitana.
Además, el Ministerio de Vivienda ha elaborado un apoyo específico a las familias de clase media que se han visto damnificadas por el terremoto y que da un subsidio que permite acceder a créditos bancarios a aquellas familias que no tienen seguro de sismo, pero sí cierta capacidad de endeudamiento.
No obstante este escenario, en donde pareciera que existe ya una cobertura suficiente para dar apoyo a las personas que sufrieron daños en sus viviendas, creemos que las medidas adoptadas deben profundizarse con nuevas alternativas para las personas que les permitan financiar la reconstrucción de sus viviendas.
Dentro de estas nuevas medidas creemos de gran conveniencia el abrir la posibilidad para que las personas puedan, excepcionalmente, obtener recursos desde su Cuenta de Capitalización Individual de las Administradoras de Fondos de Pensiones.
En los sistemas comparados de pensiones podemos distinguir dos tipos de modalidades; por un lado, está el sistema de reparto con administración estatal, y por el otro están los sistemas basados en la capitalización individual. Nuestro país, desde la reforma del 1981, implemento un sistema de capitalización individual, con administración privada de los fondos y en régimen competitivo (Administradora de Fondos de Pensiones). Este sistema fue recientemente perfeccionado con la Ley N° 20.255, que introdujo modificaciones en el sistema obligatorio solidario y voluntario, con el fin de lograr un sistema integrado y coordinado que asegure la protección social a cada uno de los ciudadanos del país.
En España, el Sistema de la Seguridad Social está constituido por un conjunto de regímenes a través de los cuales el Estado garantiza a determinadas personas, por realizar una actividad profesional, o por cumplir los requisitos en la modalidad no contributiva, así como a los familiares u otros, una protección en las contingencias y situaciones que la ley define, entre ellas las pensiones.
Los recursos que conforman el sistema financiero español de la Seguridad Social están constituidos, entre otros, por las aportaciones del Estado y las cuotas sociales de carácter obligatorio de los trabajadores. Estos recursos forman el patrimonio único de la Seguridad Social cuya titularidad corresponde a la Tesorería General de la Seguridad
Social.
Por su parte, el Sistema de Pensiones, regulado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, dispone que éste cuenta con dos subsistemas, a saber:
Sistema contributivo: financiado con cotizaciones sociales de trabajadores y empresarios.
Sistema no contributivo o asistencia!: financiado con impuestos generales.
En el sistema contributivo de pensiones, los cotizantes de los regímenes generales y especiales, no poseen facultades para poder rescatar sus cotizaciones, en razón del carácter de reparto que tiene el sistema.
Complementando este sistema público se encuentran los Planes y Fondos Privados, creados en el año 1987, por la Ley sobre Planes y Fondos Privados. Estos constituyen un sistema privado de previsión y ahorro a largo plazo para disponer del capital en el momento de la jubilación, o de otras prestaciones como orfandad, supervivencia etc. Así, presentan la característica de ser voluntarios, y no sustitutivos del régimen de Seguridad Social.

La gestión de estos fondos es a través de entidades de carácter privado, tales como: empresas, entidades financieras o aseguradoras.
Dentro de los principios reguladores de estos planes de pensiones, se encuentra su falta de liquidez, es decir, la imposibilidad que se puedan rescatar las aportaciones o cotizaciones hasta la jubilación, a excepción de la invalidez o la muerte. Pero, en algunos casos, la ley autoriza, por circunstancias especiales como "enfermedad grave" o "desempleo de larga duración", que las gestoras del Fondo puedan conceder un rescate de los fondos, siempre que lo contemplen expresamente las especificaciones del plan de pensiones y con las condiciones y limitaciones que éstas establezcan.
El reglamento de Planes y Pensiones, regula los supuestos excepcionales para el rescate efectivo, en su totalidad o en parte, de los fondos de los planes, siempre que se encuentren expresamente en las especificaciones del plan.
El primer supuesto excepcional es cuado el aportante o partícipe se ve afectado por una enfermedad grave, o bien su cónyuge, o alguno de los ascendientes o descendientes de aquellos en primer grado, o persona que, en régimen de tutela o acogimiento, conviva con el partícipe. Para esto se considera enfermedad grave siempre que pueda acreditarse mediante certificado médico de los servicios sanitarios de la Seguridad Social o entidades concertadas y en tanto no de lugar de una prestación por incapacidad permanente en cualquiera de sus grados, conforme al Régimen de Seguridad Social.
El segundo supuesto lo constituye el caso de desempleo de larga duración siendo de larga duración aquel desempleo que sea de un período continuado de -al menos- doce meses, siempre que se esté inscrito en el Instituto Nacional de Estadística y no se perciban prestaciones por cesantía en su nivel contributivo, salvo que deba calificarse como situación asimilable a jubilación.
Estos rescates pueden ser mediante un pago o pagos sucesivos, siempre que se mantengan dichas situaciones debidamente acreditadas. Las cantidades percibidas por los partícipes en estos casos estarán sujetas al Régimen General de los planes de pensiones.
En Estados Unidos el sistema de pensiones prevaleciente puede calificarse como dual, al existir dos regímenes sobrepuestos que proveen ingresos a las personas jubiladas:
El primer régimen es el Programa de Seguridad Social para Ancianos, Sobrevivientes y Discapacitados (Oíd Age, Survivors and Disability Insurance Program - OASDI) del gobierno federal, conocido comúnmente como "seguridad social" (social security) y
El otro régimen esta compuesto por un vasto y diverso sistema de pensiones, patrocinado por los empleadores del sector público y privado.
De los anteriores sistemas descritos, el Social Security es el que tiene mayor aplicación, pues más del 91% de los trabajadores americanos actualmente jubilados recibe beneficios mensuales gracias a dicho programa.
Respecto al sistema patrocinado por los empleadores, la ley norteamericana no obliga a las empresas a contratar un plan de pensión. Sin embargo, cuando se establecen voluntariamente o como resultado de una negociación colectiva, se les aplica la legislación contractual y la normativa específica existente.
Las entidades que establecen planes de pensión para sus empleados se les denominan patrocinadores (empresas privadas - constituyen entre el 65 y el 70% del total- el gobierno federal, los gobiernos estatales o locales, los sindicatos, o simplemente individuos para su propio beneficio), siendo financiados por las contribuciones del empleador, aunque muchas veces también participan los trabajadores/empleados.
En relación a la posibilidad de que los trabajadores puedan retirar capital de los fondos de pensiones por causa de catástrofe o enfermedad, hay que distinguir según se trate del sistema público o privado de pensiones.
En el primer sistema que mencionábamos, del Social Security, que es el programa gubernamental que constituye el mayor sistema de pensiones de los Estados Unidos por tratarse de un sistema de reparto, no existen facultades para poder rescatar sus fondos.
Por su parte, el sistema privado de pensiones de los Estados Unidos está compuesto por una gran cantidad y variedad de planes, dentro de los que destacan los de tipo empresarial u ocupacional, ofrecidos por las firmas grandes y medianas, los sindicatos y los entes públicos (estatales y locales), que pueden diferir de actividad en actividad e incluso de empresa a empresa. En el caso de trabajadores independientes o empresas pequeñas existen otras opciones, que tienen un tratamiento impositivo similar.
No obstante la cantidad y variedad, los planes de pensión se pueden clasificar en las dos categorías generales básicas más conocidas y en una tercera que combina ambas, de la siguiente forma:
-Los planes de beneficio definido (defined benefit plans)
Estos planes son parte de la categoría más antigua de planes de pensiones.
Un plan de beneficio definido es aquel en que el patrocinador promete pagar al trabajador una suma mensual definida durante su retiro, o un porcentaje específico de su salario final, hasta la muerte del trabajador.
Debido a que los beneficios se encuentran previstos en el contrato de trabajo, estos no dependen de los montos colocados en él por el patrocinador (empleador) o del éxito o fracaso de las inversiones realizadas por el plan mismo.
-Los planes de contribución definida (defined contribution plans)
Son planes de aporte fijo por parte del empleador pero de beneficio variable, es decir, no se aseguran los montos de los beneficios a recibir una vez que el trabajador ha jubilado.
Dentro de este grupo destaca el llamado Plan 401(k), mediante el cual el patrocinador hace una contribución y el empleado escoge la manera de invertirlo.
Los beneficios que ofrecen estos planes no cuentan con ninguna garantía o seguro por parte del Estado, por lo que la pensión sólo depende de la parte del fondo que posea cada trabajador, valorada a precios de mercado en el momento del retiro.
-Los planes híbridos
Los planes híbridos o de pensiones diseñadas combinan características de los dos tipos básicos de planes descritos en los párrafos anteriores. Un buen ejemplo de planes de este tipo es ei "plan de piso y desplazamiento" (floor-offset plan), en que el patrocinador contribuye al fondo con una determinada cantidad anual como en el enfoque de contribución definida y garantiza un determinado nivel mínimo de beneficios en efectivo, dependiendo de los años de servicio del empleado, como sucede en un plan de beneficios definidos. El empleador administra el fondo de pensión e informa periódicamente al empleado del valor de su cuenta.
Al igual que en el caso del beneficio definido, cuando el fondo no genera el suficiente crecimiento para cumplir con los beneficios pretendidos, el patrocinador está obligado a aportar la cantidad necesaria para subsanar el déficit.
Ahora bien, respecto a la posibilidad de efectuar retiros en forma anticipada a los fondos de pensión, debido a que los planes de pensiones están pensados para que los trabajadores reciban los fondos acumulados una vez que se jubilen, existen numerosas restricciones a los retiros realizados en forma anticipada.
Estas restricciones están constituidas, principalmente, por la aplicación de un impuesto adicional del 10% por retiro anticipado, sin perjuicio del impuesto a la renta correspondiente, si el trabajador es menor a 59 años y seis meses.
Por ejemplo, en el caso de del plan 401 (k), el IRS establece las reglas para hacer los retiros anticipados de fondos en caso de "dificultad" (hardship distributions), esto es, ante una necesidad financiera inmediata e importante. Eso sí, las causales de "dificultad" deben haber sido acordadas con el patrocinador e incluidas en el plan de pensiones original, el que determinará la existencia y requisitos de la necesidad financiera en base a estándares objetivos y no discriminatorios.
Proyecto de Acuerdo
Solicitar a S.E. Presidente de la República don Sebastián Piñera Echenique, la incorporación dentro del proyecto de ley que "Crea el Fondo Nacional de la Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofes", de las modificaciones legales que sean necesaria para posibilitar la utilización excepcional de una parte limitada de los ahorros que las personas mantienen en sus Cuentas de Capitalización Individual de las Administradoras de Fondos de Pensiones con el único fin de dar financiamiento a la reconstrucción de sus viviendas.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Mariano, Ruiz-Esquide Jara, Senador.- 
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO RESPECTO DE LA RECETA MÉDICA

(3915-11)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 70 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver la divergencia surgida entre la Cámara de Diputados y el Senado, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la suma, iniciado en moción de los Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Carlos Abel Jarpa Wevar, Antonio Leal Labrín, Fernando Meza Moncada, Carlos Olivares Zepeda, Osvaldo Palma Flores y Alberto Robles Pantoja, y los ex Diputados señores Francisco Bayo Veloso y Patricio Cornejo Vidaurrázaga.

El Senado, en sesión de fecha 14 de junio de 2006, designó como miembros de la referida Comisión Mixta a los integrantes de su Comisión de Salud, los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes, Guido Girardi Lavín, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Carlos Ominami Pascual y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Por su parte, la Cámara de Diputados, en sesión de fecha 20 del mismo mes y año, designó como integrantes de la misma Comisión a los Honorables Diputados señora Karla Rubilar Barahona y señores Enrique Accorsi Opazo, Juan Lobos Krause, Carlos Olivares Zepeda y Alberto Robles Pantoja.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 8 de julio de 2009, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes, Guido Girardi Lavín, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Mariano Ruiz-Esquide Jara, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Juan Lobos Krause, Carlos Olivares Zepeda y Alberto Robles Pantoja. En la oportunidad indicada, se eligió por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Mariano Ruiz-Esquide Jara, y de inmediato la Comisión Mixta se abocó al cumplimiento de su cometido.


A la sesión en que se consideró este asunto asistieron, además de los miembros de la Comisión, el asesor del señor Ministerio de Salud, doctor Rafael Méndez Mella y el analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Eduardo Goldstein Branfeld.

- - - - - - - -


A continuación, se efectúa una relación de la diferencia suscitada entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como del acuerdo adoptado a su respecto.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó una iniciativa de ley que consta de un artículo único permanente, modificatorio del artículo 127 del Código Sanitario, y un artículo transitorio, que difiere en el tiempo la entrada en vigencia de la ley, hasta que se publique el reglamento respectivo, lo que debería ocurrir en un lapso de 150 días contados desde la publicación de la ley, con el propósito de que durante ese lapso puedan implementarse las medidas que hagan posible su aplicación.

Los objetivos postulados por los autores del proyecto son perfeccionar los requisitos que deben cumplir las recetas médicas, para entregar la necesaria seguridad sanitaria en que debed basarse una política nacional de medicamentos, y sancionar la falsificación y el uso indebido o malicioso de la referida receta. Para ese efecto, proponían agregar al Código Sanitario un artículo 127 bis, nuevo.


El primer inciso de dicho precepto dispone que la receta médica sólo podrá extenderse por los profesionales de la salud legalmente autorizados y que se encuentren inscritos en un registro a cargo de la Intendencia de Prestadores de Salud de la Superintendencia de Salud, extendida en letra claramente legible.

El inciso segundo estipula que un reglamento establecerá los requisitos que deberá cumplir la receta médica, además de las normas necesarias para la operación del registro indicado en el inciso precedente.

El inciso tercero y final señala que la falsificación y el uso indebido o malicioso de la receta médica serán sancionados conforme a lo establecido en los artículos 197 y 198 del Código Penal.

En el segundo trámite constitucional, el Senado rechazó en general el proyecto, porque estimó que él no abordaba ni resolvía los auténticos problemas vinculados con la receta médica, como son la sustitución, en el punto de venta, del producto recetado por otro, y el abuso de la información personal y privada cometido al transmitir datos de las recetas a laboratorios e Instituciones de Salud Previsional (ISAPRES), interesados en conocer quién receta qué. Se sostuvo además que, independientemente de reconocer las buenas intenciones que lo inspiran, el proyecto no agregaba nada nuevo a la normativa vigente. 

- - - - - - -

La Comisión Mixta coincidió en la necesidad y conveniencia de dar mayor respaldo legal a la receta médica, particularmente a la luz de los hechos recientes, que investiga la Fiscalía Nacional Económica y han sido sometidos al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, sobre colusión de las cadenas de farmacias, y de las prácticas denunciadas relativas al sistema de remuneraciones de los dependientes de farmacias, que incluye un componente denominado “canela”, el cual consiste en incentivar con beneficios económicos la venta de productos de fabricación propia, aunque ello implique sustituir la prescripción contenida en la receta.


Con tal propósito se decidió elevar a rango legal algunas disposiciones reglamentarias actualmente vigentes, pero que son parte de una materia que es objeto de codificación, y agregar otras nuevas, que se hacen cargo de la evolución experimentada en este tema desde que el proyecto inició su tramitación legislativa. De resultas de ello la receta médica debiera ganar en firmeza y acatamiento. 


Asimismo, la Comisión Mixta estimó superado el aspecto del registro de profesionales de la salud autorizados para extender recetas, pues el artículo 121 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005 y publicado en 2006, facultó a la Superintendencia de Salud para mantener registros nacionales y regionales actualizados de los prestadores institucionales e individuales de salud, con especificación de sus especialidades y sub especialidades, en su caso. A mayor abundamiento, la primera de las enmiendas que propone la Comisión Mixta establece con claridad meridiana qué profesionales están habilitados para prescribir.


En la perspectiva que se ha descrito, entonces, se aprobó un texto que, además de intercalar en el Código Sanitario un artículo 127 bis, introduce una enmienda en el artículo 127 del mismo, agrega un artículo 319 nuevo en el Código Penal y modifica el artículo transitorio del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.


La primera modificación es la sustitución del primer inciso del artículo 127, de manera de consignar en él quienes son los profesionales legalmente autorizados a extender recetas médicas, norma que actualmente se encuentra en el artículo 34 del decreto N° 466 del Ministerio de Salud, de 1984 y publicado en 1985, que contiene el Reglamento de Farmacias Droguerías y Almacenes Farmacéuticos. Se trata concretamente de los médicos cirujanos, cirujanos dentistas, médicos veterinarios, matronas y cualquier otro profesional que sea legalmente habilitado para hacerlo. Se mantiene la frase que especifica que el reglamento puede excluir determinados medicamentos de la prohibición de venta sin receta.


Una importante novedad en este punto es que se consagra la fuente legal para instituir en Chile la receta electrónica, para lo cual se puntualiza que la receta podrá extenderse en papel o en un documento electrónico de los regulados por la ley 
N° 19.799
.


Acto seguido se inserta en el Código un artículo 127 bis, nuevo, que señala el marco general de los requisitos que deben satisfacer las recetas médicas, materia que puede y debe ser desarrollada y completada por el reglamento. En este sentido, se incluyen las exigencias que actualmente consagra el artículo 38 del decreto N° 466, ya citado, y se agregan otras de naturaleza formal, que procuran impedir o dificultar la falsificación y el uso indebido de la receta o su sustitución en el punto de venta. Por cierto, no podrá faltar la individualización del profesional que extiende la receta y su firma, la prescripción misma, incluyendo la dosificación, el nombre del paciente, la fecha en que se extiende la receta y los elementos técnicos que impidan o dificulten su falsificación o sustitución. Entre estos últimos, a título indicativo, se enuncian elementos tales como el uso de formularios impresos y foliados y del código de barras.

Merece especial mención la oración final del nuevo artículo, que reconoce la libertad del profesional que prescribe para recomendar una alternativa del medicamento indicado, caso en el cual necesariamente deberá consignar la denominación química o genérica del producto. De esta manera, en el punto de venta el comprador podrá escoger entre ellos.

Por último, se reformula completamente la norma punitiva que contenía el inciso final del artículo propuesto en el proyecto de la Cámara de Diputados, que perseguía sancionar la falsificación y el uso indebido o malicioso de la receta médica conforme a lo establecido en los artículos 197 y 198 del Código Penal. En este aspecto se tuvo presente que semejante disposición resultaría inaplicable a las conductas que se pretende inhibir.


En efecto, la remisión se hacía a los artículos del Código Penal que castigan la falsificación de instrumento privado y el uso malicioso de los mismos. Pero el artículo 197 expresa que la falsificación debe consistir en algunas de las conductas ilícitas que describe el artículo 193 del mismo Código, a saber, contrahaciendo o fingiendo letra, firma o rúbrica; suponiendo en un acto la intervención de personas que no la han tenido; atribuyendo a los que han intervenido en él declaraciones o manifestaciones diferentes de las que hubieren hecho; faltando a la verdad en la narración de hechos sustanciales; alterando las fechas verdaderas; haciendo en documento verdadero cualquiera alteración o intercalación que varíe su sentido; dando copia en forma fehaciente de un documento supuesto, o manifestando en ella cosa contraria o diferente de la que contenga el verdadero original, u ocultando en perjuicio del Estado o de un particular cualquier documento oficial. 


Es evidente que quien suministra a una persona un medicamento diferente del recetado por el facultativo no incurre en ninguno de esos supuestos, como tampoco el que utiliza indebidamente una receta auténtica. Son estas conductas, entonces, las que se debe impedir y por ello la Comisión Mixta aprobó una norma que tipifica el delito que comete el que usa indebida o maliciosamente una receta médica no falsificada y el que sin consentimiento del profesional que prescribe vende un producto diferente del ordenado en ella, conductas típicas a las que se asignan las penas de presidio menor en cualquiera de sus grados
 y multa de once a quince unidades tributarias mensuales
, o sólo la primera de ellas, según las circunstancias. 

Semejante disposición, por su naturaleza, no tiene cabida en el Código Sanitario, por lo que se propone insertarla en el Código Penal, como artículo 319.


Es dable apreciar que pueden incurrir en la conducta descrita en esta figura penal tanto el comprador como el vendedor, o ambos. El uso indebido o malicioso de una receta auténtica puede consistir, por ejemplo, en utilizarla más de una vez, si la prescripción no es de uso permanente. 


En cambio, no es necesario sancionar la falsificación misma de la receta o su uso a sabiendas de que es falsificada, porque esas figuras ya están cubiertas por las normas vigentes del Código Penal.


Esta solución define las conductas constitutivas del ilícito y aplica exactamente las mismas sanciones que los artículos 197 y 198 del Código Penal asignan a los delitos de falsificación y uso malicioso de instrumento privado, pues la mayor parte de las recetas que se extienden en el país son documentos de esa naturaleza. 


Además, podrá aplicarse lo dispuesto en el artículo 174 del Código Sanitario al establecimiento en que uno de sus dependientes cometa el delito que establece este proyecto. El precepto citado prescribe que la infracción de cualquiera de las disposiciones del Código o de sus reglamentos y de las resoluciones que dicten los Directores de los Servicios de Salud o el Director del Instituto de Salud Pública de Chile, salvo las disposiciones que tengan una sanción especial, será castigada con multa, y que se podrá aplicar, además, la clausura de establecimientos, edificios, casas, locales, lugares de trabajo donde se haya cometido la infracción, la cancelación de la autorización de funcionamiento o de los permisos concedidos, la paralización de obras y el comiso, destrucción y desnaturalización de productos, cuando proceda. De manera que esta remisión explícita permite aplicar las sanciones administrativas del Código Sanitario a la farmacia o establecimiento en que se cometa el ilícito, si de éste es responsable uno de los dependientes que en ella se desempeñan. Como es lógico, dicho establecimiento será responsable civilmente del hecho de sus dependientes, conforme a las reglas generales.


Finalmente, en lo que concierne a la entrada en vigencia de las disposiciones del proyecto, quedó sujeta a plazo la del artículo 1°, que modifica el Código Sanitario, en tanto que la del artículo 2°, que introduce un nuevo tipo penal en el Código del ramo, tendrá efecto inmediato, una vez publicada la presente ley.

- Las ideas precedentemente descritas, articuladas en la forma que se ilustra en la proposición que figura más adelante, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señores Accorsi, Lobos, Olivares y Robles.

- - - - - - - -


En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros aprobar, en una sola votación, el siguiente proyecto de ley, a fin de resolver la discrepancia suscitada entre ambas ramas del Congreso Nacional:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Sanitario:


a) Sustitúyese el inciso primero del artículo 127, por el que se indica a continuación:


“Artículo 127.- Los productos farmacéuticos, salvo aquellos que determine el reglamento, sólo podrán expenderse al público con receta suscrita por médico cirujano, cirujano dentista, médico veterinario, matrona o cualquier otro profesional legalmente habilitado para hacerlo. La receta podrá extenderse en papel o en un documento electrónico de aquellos regulados por la ley N° 19.799.”.


b) Intercálase el siguiente artículo 127 bis, nuevo:


“Artículo 127 bis.- El reglamento establecerá los requisitos que deberá cumplir la receta, entre los cuales figurarán, al menos, la individualización del profesional que la extiende y su firma, la prescripción, la dosificación, el nombre del paciente, la fecha en que se extiende la receta y los elementos técnicos que impidan o dificulten su falsificación o sustitución, tales como el uso de formularios impresos y foliados y código de barras. El profesional que extiende la receta podrá indicar como alternativa la denominación química o genérica del producto recetado.”. 


Artículo 2°.- Insértase en el Código Penal el siguiente artículo 319, nuevo:


“Artículo 319.- El que use indebida o maliciosamente una receta médica y el que sin consentimiento del profesional que la prescribió venda un producto diferente del ordenado en ella, sufrirá las penas de presidio menor en cualquiera de sus grados y multa de once a quince unidades tributarias mensuales, o sólo la primera de ellas, según las circunstancias. Las penas señaladas en este artículo se impondrán sin perjuicio de las que correspondieren por la muerte, lesiones u otras consecuencias punibles que eventualmente resultaren de la comisión de tales delitos.


Al establecimiento en que uno de sus dependientes cometa el delito tipificado en este artículo podrá aplicársele lo dispuesto en el artículo 174 del Código Sanitario.”.


Artículo transitorio.- El artículo 1° de esta ley entrará en vigencia ciento cincuenta días después de su publicación.”.

- - - - - - - - 


Acordado en sesión realizada el día 8 de julio de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Jorge Arancibia Reyes, Guido Girardi Lavín y Carlos Ignacio Kuschel Silva, y de los Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Juan Lobos Krause, Carlos Olivares Zepeda y Alberto Robles Pantoja.




Valparaíso, a 9 de julio de 2009.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario
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� Según consta en certificado que se adjunta como anexo a este informe.


� Ley sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma. 


� 61 días a 5 años.


� $ 403.502 a $ 550.230 a la fecha de este informe.
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